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PRÓLOGO

			Al igual que las precedentes, la 33.ª edición se ha propuesto la revisión y puesta al día de nuestro Derecho del Trabajo; labor que depende, por una parte, de la actividad normativa y jurisprudencial desplegada en el tiempo transcurrido desde el cierre de la edición anterior, y por otra, de los ajustes doctrinales o de exposición que aconseja la evolución (unas veces incremental, y otras veces más intensa o brusca) del ordenamiento laboral.

			Por razones que no es necesario señalar aquí, la legislación de trabajo del año transcurrido desde junio de 2023 a mayo de 2024 ha sido escasa y no especialmente significativa, si exceptuamos la repercusión en materia laboral de la normativa europea sobre inteligencia artificial. En cambio, el flujo constante de las distintas fuentes de la jurisprudencia ha aportado sentencias importantes, tanto en lo que pudiéramos llamar jurisprudencia general, definitoria de conceptos legales o de estándares normativos, como en la jurisprudencia casuística, de aplicación de las normas a casos particulares. Ciñéndonos a la jurisprudencia general del período, permítasenos citar en este prólogo, por vía de ejemplo, las siguientes sentencias, de las que se da noticia en el libro: 1) TEDH 14 de diciembre de 2023 (Humpert y otros c. República Federal de Alemania), relativa a la prohibición general de la huelga de funcionarios públicos (docentes en el caso) y a los requisitos de compatibilidad de tal prohibición con la libertad sindical; 2) TJUE 28 de noviembre de 2023, sobre la licitud, con ciertas condiciones, de una práctica empresarial de exigencia de neutralidad en las manifestaciones externas de las creencias religiosas o concepciones filosóficas de los empleados; 3) TS Penal 409/2023, de 29 de mayo, sobre la libertad de trabajo (exigencia del consentimiento del penado) en el derecho punitivo (trabajos en beneficio de la comunidad); 4) TS Cont-admva. 1569/2023, de 27 de noviembre, sobre el alcance del acoso sexual en el trabajo como causa de despido y su distinción respecto del acoso por razón de sexo; y 5) TS Soc. 732/2023, de 10 de octubre, sobre el control jurisdiccional de proporcionalidad en el despido por causas empresariales.

			La sistemática de la obra (capítulos, secciones, apartados, subapartados) ha mostrado una muy notable estabilidad desde la edición inicial de 1991; lo que puede sorprender a quienes se aproximan por primera vez a un ordenamiento con fama, bastante merecida, por cierto, de activismo legislativo. Pero la explicación de esta paradoja no resulta complicada. Las instituciones del Derecho del Trabajo —﻿el contrato de trabajo, el convenio y la negociación colectiva, las representaciones profesionales﻿— cuentan con una ya larga (centenaria o casi centenaria) experiencia histórica. Y, además, los institutos jurídicos o subconjuntos normativos que atienden a los distintos elementos o mecanismos de dichas instituciones pueden y suelen variar bastante en cuanto a su extensión, incluso a corto y medio plazo; pero poseen también, en general, un diseño y una estructura de apreciable continuidad. Así las cosas, los cambios legislativos no afectan habitualmente a aspectos sustanciales de la regulación, sino que se producen o bien en la dimensión cuantitativa de los derechos o deberes reconocidos o exigidos a empresarios y trabajadores, o bien en la mayor o menor amplitud del campo de aplicación de las normas laborales a unos u otros grupos de personas. En la presente 33.ª edición, correspondiente a un año de insólita tranquilidad del legislador laboral, la revisión se ha centrado también en la jurisprudencia, procurando no sólo la incorporación de nuevas sentencias relevantes, sino también la presentación del acervo jurisprudencial ya acumulado con arreglo a criterios de exposición que faciliten su conocimiento y su comprensión.

			Antonio Martín Valverde ha asumido la actualización de la redacción de los Capítulos 1, 2, 4, 6, 7, 8, 9, 12 y 14. Joaquín García Murcia los Capítulos 5, 10, 11, 13, 15, 16, 17, 18, 19 y 20. Pero la búsqueda y selección de fuentes y la revisión del conjunto de la obra han sido labor compartida.

			ANTONIO MARTÍN VALVERDE

			JOAQUÍN GARCÍA MURCIA

			Madrid, 31 de mayo de 2024
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			CAPÍTULO 1

			
RELACIONES DE TRABAJO Y DERECHO DEL TRABAJO

			SUMARIO: I. El trabajo como objeto de regulación jurídica. 1. Las acepciones del término «trabajo». 2. La organización social del trabajo. 3. Trabajo y sistema de producción. 4. La regulación jurídica de las relaciones de trabajo. II. Tipos de prestación de trabajo. 1. Trabajo libre y trabajo forzoso. 2. Trabajo por cuenta propia y trabajo por cuenta ajena. 3. Trabajo autónomo y trabajo subordinado. 4. Trabajo a título oneroso y trabajo benévolo. III. Concepto y estructura del Derecho del Trabajo. 1. El concepto del Derecho del Trabajo. 2. Partes e instituciones del Derecho del Trabajo. 3. La posición del Derecho del Trabajo en el ordenamiento jurídico. IV. Fines y funciones del Derecho del Trabajo. 1. Los fines del Derecho del Trabajo. 2. La función del Derecho del Trabajo en la vida social.

			El Derecho del Trabajo es un conjunto de instituciones y normas relativas al trabajo asalariado que surge a raíz de la primera revolución industrial, ya bien entrada la Edad Contemporánea. La modernidad de las instituciones del Derecho del Trabajo hace aconsejable una aproximación metodológica que destaque sus aspectos más vinculados a la actualidad o a la historia reciente. Ello tiene la ventaja de facilitar una percepción más clara de los intereses en juego. Pero, si se utiliza tal enfoque de manera exclusiva, tiene el inconveniente de contemplar el objeto de estudio demasiado de cerca, con lo que resulta difícil alcanzar una visión general tanto de la ordenación de las relaciones de trabajo en un marco histórico amplio, como de las conexiones del ordenamiento laboral con otras ramas del Derecho.

			Con idea de proporcionar esta visión panorámica, vamos a exponer en la sección I de este capítulo inicial algunas reflexiones sobre el perfil jurídico general de las relaciones sociales que constituyen el objeto del Derecho del Trabajo. Con el mismo propósito de ampliación de perspectiva, nos vamos a detener en la sección II en la descripción de los tipos de prestación de trabajo, atendiendo a los principales criterios clasificatorios con relevancia jurídica. Tales son la voluntariedad o no de la realización de la actividad laboral; la atribución del resultado del trabajo; la forma de ejecución de la prestación de servicios, con subordinación o no a otra persona; y la contrapartida que se espera del resultado del trabajo y del esfuerzo del trabajador. La descripción de los distintos tipos de prestaciones de trabajo se hace aquí con propósito de proporcionar una noción inicial del Derecho del Trabajo y de identificar la institución central de este sector del ordenamiento, que es el contrato de trabajo, pero sin pretender todavía una elaboración de conceptos o categorías jurídicas directamente utilizables en la práctica de la aplicación del derecho. Sobre esta misma cuestión de los tipos o clases de prestaciones y relaciones de trabajo hemos de volver, ya con una intención más operativa, al estudiar las notas del concepto de trabajador asalariado (Capítulo 5.I.1), y la diferenciación entre el contrato de trabajo y las figuras contractuales afines (Capítulo 12.I.2).

			Una vez perfilados los conceptos básicos sobre los que debe asentarse la reflexión sobre el trabajo humano desde el punto de vista jurídico, estaremos en mejores condiciones de abordar la tarea de definición y de descripción del contenido del Derecho del Trabajo; a ello dedicamos la sección III. En fin, la sección IV propone una reflexión, también de carácter general, sobre los fines y funciones del Derecho del Trabajo, en la que abordamos dos temas estrechamente relacionados, pero diferentes: el de los objetivos que se propone, y el del papel que cumple este sector del ordenamiento.

			
I. EL TRABAJO COMO OBJETO DE REGULACIÓN JURÍDICA

			BIBLIOGRAFÍA: M. ALONSO OLEA, Introducción al Derecho del Trabajo, 6.ª ed., Civitas, Madrid, 2002 (de 1963 es la 1.ª ed.), con amplia y selecta bibliografía clásica y moderna; M. ALONSO OLEA, El trabajo como bien escaso y la reforma de su mercado, Civitas, Madrid, 1995; H. ARENDT, La condición humana, Planeta, 2023; R. ARON, 18 Lecciones sobre la sociedad industrial (especialmente, Lecciones 1, 2, 5, 6, 9, 10, 15, 18), Seix Barral, Barcelona, 1964; F. DÍEZ RODRÍGUEZ, Homo Faber. Historia intelectual del trabajo, 1675-1945, Siglo XXI, Madrid, 2014; J. T. DUNLOP, Sistemas de relaciones laborales, Península, Barcelona, 1976; J. T. DUNLOP y W. GALENSON, El trabajo en el siglo XX, MTSS, Madrid, 1985; O. GIARINI y P. LIEDTKE, El dilema del empleo. El futuro del trabajo (Informe al Club de Roma), Galaxia Gutemberg/Círculo de Lectores, Madrid, 1998; R. E. PAHL, Divisiones del trabajo, MTSS, Madrid, 1991; R. REICH, El trabajo de las naciones, Vergara, Madrid, 1993.

			A la especie humana no se le ofrecen gratuitamente las condiciones y medios de su existencia. Tampoco el equipo instintivo del hombre está dotado, a diferencia de los animales, para que estas condiciones y medios sean adquiridos por aplicación de mecanismos biológicos simples. Como ha dicho Jaspers, «el animal satisface sus necesidades inmediatamente en la naturaleza. Allí encuentra terminado lo que necesita. El hombre, en cambio, sólo puede satisfacer sus necesidades mediatamente por la intervención consciente y planeada. Esta intervención se hace mediante el trabajo».

			La apreciación de la necesidad del esfuerzo laboral para la especie humana vale para toda época y para todo lugar. Ahora bien, los tipos de prestación del trabajo y el contenido de los actos de trabajo dependen en gran medida de cómo esté organizada la producción de los medios y condiciones de vida en las distintas sociedades; de cuál sea, dicho con otras palabras, la «división social del trabajo».

			
1. LAS ACEPCIONES DEL TÉRMINO «TRABAJO»

			El término «trabajo» tiene varios sentidos o acepciones que, aunque no coincidan exactamente, guardan entre sí un parentesco muy próximo. Se habla habitualmente de «trabajo» («desempeñar un trabajo», «desarrollar un trabajo») —﻿y así lo hemos hecho en los párrafos anteriores﻿— como actividad productiva, como aplicación o ejercicio de facultades humanas para la producción de medios y condiciones de vida. Se habla otras veces de «trabajo» («encargar un trabajo», «entregar un trabajo») como resultado de dicha actividad productiva, como materialización o concreción de un esfuerzo laboral. Hay ocasiones también en que el término «trabajo» («encontrar trabajo», «perder el trabajo») se utiliza como sinónimo de empleo u ocupación en la esfera mercantil del sistema de producción. En fin, en una acepción frecuente en el lenguaje económico, «trabajo» equivale a veces a producción o actividad productiva agregada o globalizada; es éste el sentido que tiene, sin ir más lejos, en la expresión «división del trabajo».

			De todas estas acepciones la de más frecuente uso, y también la que emplea el término con más propiedad, es la de trabajo-actividad productiva. De todas maneras, las acepciones trabajo-producción, trabajo-resultado y trabajo-empleo desvelan también aspectos interesantes desde el punto de vista jurídico-laboral, como vamos a ver enseguida. Téngase en cuenta, en fin, que la calificación de la actividad de trabajo como actividad «productiva» permite distinguirla de otras actividades igualmente exigentes en cuanto a método y esfuerzo, como son el estudio, el entrenamiento o práctica previos a la participación en la producción, y el deporte no profesionalizado. En una acepción amplísima y no muy apropiada, estas actividades de esfuerzo metódico no productivo (o no directamente productivo) se designan también con el término «trabajo», a menudo en el lenguaje coloquial, y excepcionalmente en el lenguaje del legislador (art. 27 Ley General Penitenciaria, sobre las diversas clases de «trabajo», además del productivo, que pueden realizar los internos: estudio, formación, terapia ocupacional, etc.).

			
2. LA ORGANIZACIÓN SOCIAL DEL TRABAJO


			El trabajo no ha sido casi nunca, ni menos es hoy, una relación solitaria del individuo con la naturaleza. Salvo en supuestos excepcionales (como el del personaje literario de Robinson Crusoe) las actividades productivas o laborales están determinadas por reglas sociales. Ello es verdad incluso en las economías de autoconsumo, en las que las unidades de producción son compartimentos estancos para satisfacer las necesidades de un individuo o de un grupo pequeño. En estas formas rudimentarias de organización de la producción, de las que sólo quedan reliquias en las sociedades contemporáneas, la dimensión social del trabajo está presente en el trasfondo: las reglas sobre la propiedad y sobre el parentesco que sustentan tales actividades son reglas sociales, reglas segregadas por la sociedad a través de variados procedimientos.

			A medida que ha ido progresando el proceso de división del trabajo se ha ido haciendo más fuerte y evidente la organización del mismo y la determinación de sus condiciones por parte de la sociedad. El carácter social del trabajo, sólo entrevisto en las economías de autoconsumo como trasfondo o marco general, se suele manifestar directamente en las economías de intercambio, en las que el esfuerzo laboral se convierte en uno de los objetos o elementos materiales de determinadas relaciones sociales complejas, como la del dueño con el esclavo, o la del señor y el siervo, o la del amo y el criado.

			En una fase histórica más avanzada, las relaciones sociales que tienen por objeto el trabajo son despojadas de otros ingredientes de vinculación personal, y aparecen como relaciones específicas de intercambio de trabajo —﻿como relación entre empleador o empresario y trabajador﻿—, en las que sólo la fuerza de trabajo o actividad productiva humana es el objeto de la relación intersubjetiva. Es en este momento cuando el mercado de trabajo se consolida como uno de los tipos básicos de mercado que funcionan en la vida económica.

			
3. TRABAJO Y SISTEMA DE PRODUCCIÓN


			La producción de medios y condiciones de vida es el resultado de la conjunción de distintos factores: recursos o medios materiales, tecnología, fuerza de trabajo, formación o cualificación profesional de los trabajadores («capital humano»). Estos factores son interdependientes, por lo que se influyen y condicionan recíprocamente. A su vez, la producción de medios y condiciones de vida en las distintas sociedades está relacionada de manera estrecha con las necesidades que en ellas deben o pueden satisfacerse.

			A) Sistema de necesidades y sistema de producción


			En todas las épocas la actividad de producción ha debido atender a la cobertura de ciertas necesidades vitales o esenciales: casa, vestido, alimentos, atenciones personales en situaciones de necesidad o desvalimiento. La manera de cubrir estas necesidades esenciales ha variado mucho a lo largo del tiempo en cuanto al modo y al nivel de satisfacción. También ha variado mucho la lista de necesidades que, junto a las consideradas vitales, pueden dar lugar a actividades de trabajo: cultura, información, entretenimientos, viajes, etc.

			Al conjunto de necesidades que son atendidas en una determinada sociedad, y al grado o nivel de satisfacción de las mismas, se le llama «sistema de necesidades». La cobertura del sistema de necesidades corresponde a lo que puede llamarse también «sistema de producción» o «sistema productivo». En este último concepto se engloban de un lado el acervo o conjunto de los factores de producción disponibles; y de otro lado la organización social de los mismos, es decir, las instituciones que regulan cada uno de ellos, y que procuran su integración o coordinación.

			Al igual que los sistemas de necesidades, los sistemas productivos varían grandemente entre sí, tanto en sus elementos personales o materiales, como en sus elementos institucionales. Un rasgo común a todos ellos, a partir de cierto momento histórico, es el desdoblamiento entre una esfera o modo de producción mercantil, caracterizado por relaciones de intercambio en el mercado, y una esfera de producción doméstica y comunal, en la que se atienden, por razones no lucrativas, determinadas necesidades personales de bienes o servicios. Lo que varía es el peso relativo de uno y otra en el conjunto del sistema. Puede señalarse también como una tendencia constante de los sistemas de producción la de su creciente complejidad.

			B) El sistema de producción en las sociedades desarrolladas


			El rasgo más destacado de los sistemas productivos desarrollados es la incorporación de máquinas y tecnologías que han permitido una muy alta productividad en la cobertura de las necesidades vitales. Ello se traduce en que una parte limitada de la fuerza de trabajo hace posible la atención a estas necesidades, liberándose así muchos recursos para facilitar la satisfacción de otras aspiraciones o condiciones de vida. El paso rápido de las sociedades tradicionales a las sociedades industriales, y de éstas a las sociedades posindustriales o de servicios, ilustra claramente esta tendencia.

			El propio progreso tecnológico, especialmente el producido en los transportes y comunicaciones, ha dado lugar a la «mundialización» o «globalización» de la economía. Este fenómeno de la globalización, impulsado principalmente en los últimos decenios por las tecnologías de la información y la comunicación, tiene muchas facetas. Entre ellas conviene destacar, desde el punto de vista de la división del trabajo, la mayor facilidad de trasladar las actividades productivas de un país a otro, la progresiva pérdida de importancia del marco nacional para las decisiones económicas, y la repercusión en las economías desarrolladas maduras de la competencia de nuevos países industrializados, que cuentan, entre otras ventajas competitivas, con costes laborales más reducidos.

			Otro rasgo característico del sistema de producción de las sociedades desarrolladas es el alto grado de especialización del trabajo, que conlleva una mayor exigencia de preparación profesional de la población. Sucede incluso que ya no es bastante con la acumulación inicial de formación en el proceso educativo o en el comienzo de la vida de trabajo, sino que hace falta normalmente una formación continua o permanente a lo largo de toda la vida activa para adaptarse a los requerimientos del progreso técnico.

			La mayor exigencia de cualificación, junto con la mayor sofisticación y carestía de buena parte de los medios materiales de producción han dado lugar a otro fenómeno característico de las sociedades contemporáneas, que es la dificultad para buena parte de la población de encontrar empleo en la esfera de producción mercantil de sus respectivos sistemas productivos (empleo como «bien escaso»). Esta dificultad es la base de las reivindicaciones sociales que reclaman el «derecho al trabajo», cuyo objeto es la facilitación de empleo u ocupación en dicha esfera del sistema productivo.

			Atendiendo al elemento o ingrediente institucional, los actuales sistemas de producción presentan tres rasgos característicos. El primero de ellos es el predominio del trabajo libre y por cuenta ajena, dato institucional que tiene su reflejo económico en la importancia decisiva del mercado de trabajo como mecanismo de asignación de este factor de producción. Un segundo rasgo es el mantenimiento de una cuota significativa, que las nuevas tecnologías han favorecido, de trabajadores por cuenta propia. El tercer rasgo es la aparición de determinados sujetos colectivos que asumen una parte importante de la labor de regulación o determinación de las condiciones de trabajo a que nos referíamos antes: tales son las representaciones profesionales, especialmente las de carácter sindical.

			
4. LA REGULACIÓN JURÍDICA DE LAS RELACIONES DE TRABAJO


			Desde que las relaciones de trabajo hicieron su aparición en la vida social ha existido algún tipo de regulación jurídica de las mismas. Las finalidades que persigue esta regulación suelen ser tres. La primera y principal es la indicación de a quién pertenecen los frutos del trabajo, y en particular a través de qué mecanismos o títulos jurídicos los frutos o resultados del trabajo pueden pasar del trabajador a otra persona. Esta indicación lleva implícita la respuesta a la cuestión de la causa o motivación central del trabajador en la actividad de trabajo, que es normalmente la adquisición de medios de vida.

			La segunda finalidad de la regulación jurídica de las relaciones de trabajo es la determinación del modo y de las circunstancias en que se presta el esfuerzo laboral, así como de las contrapartidas que lo compensan; lo que hoy llamamos determinación o fijación de condiciones de trabajo y empleo. El cumplimiento de esta finalidad de fijación de condiciones de trabajo y empleo ha suscitado la aparición de instrumentos de ordenación específicos del mundo del trabajo, que atienden a la doble misión de regular de forma unitaria una contratación en masa, y de compensar la posición de desventaja que el trabajador individual ocupa normalmente en el mercado de empleo; el principal de estos instrumentos es hoy en día el convenio colectivo de trabajo.

			A las dos finalidades mencionadas suele añadirse una tercera, que es propia de las relaciones en las que el trabajador se inserta en una organización de trabajo de cierta complejidad. Tal finalidad es la predisposición de medios jurídicos de coordinación e integración de la actividad del grupo de trabajadores. En los ordenamientos contemporáneos estos medios jurídicos para conjuntar las actividades de trabajo en las empresas y organizaciones son las facultades organizativas que integran el poder de dirección del empleador o empresario.

			Desde la terminación del «Antiguo Régimen» hasta bien avanzada la segunda mitad del siglo XIX el trabajo estuvo regulado por normas civiles, mercantiles o administrativas. A partir de entonces empiezan a aprobarse normas de nuevo cuño que han dado lugar a lo que hoy en día conocemos como Derecho del Trabajo; este moderno sector del ordenamiento no se ocupa de todo tipo de trabajo, sino tan sólo del que reviste unas determinadas notas, que vamos a señalar en la sección siguiente.

			
II. TIPOS DE PRESTACIÓN DE TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: M. R. ALARCÓN CARACUEL, «La ajenidad en el mercado», REDT, núm. 28 (1986); I. ALBIOL MONTESINOS, «En torno a la polémica ajenidad-dependencia», CCDT, núm. 1 (1971); M. ALONSO OLEA, Introducción al Derecho del Trabajo, 6.ª ed., Civitas, Madrid, 2002, Parte I; F. PÉREZ DE LOS COBOS, «El trabajo subordinado como tipo contractual», DL, núm. 39 (1993); M. RODRÍGUEZ-PIÑERO, «La dependencia y la extensión del ámbito del Derecho del Trabajo», RPS, núm. 71 (1966).

			En los párrafos que siguen vamos a considerar los principales tipos de prestación de trabajo, con trascendencia jurídica, utilizando cuatro clasificaciones: 1) trabajo libre y trabajo forzoso; 2) trabajo por cuenta propia y trabajo por cuenta ajena; 3) trabajo autónomo y trabajo dependiente; y 4) trabajo a título oneroso y trabajo benévolo. La descripción de las distintas clases de prestación de trabajo interesa sobre todo en este capítulo, para marcar las diferencias institucionales entre distintos sistemas productivos. El estudio de los tipos o clases de prestación de trabajo nos servirá, además, como una primera aproximación al campo de aplicación de la legislación laboral y del Derecho del Trabajo.

			
1. TRABAJO LIBRE Y TRABAJO FORZOSO


			En todas las sociedades históricas la gran mayoría de los individuos y de las familias ha tenido necesidad de trabajar para atender adecuadamente a la propia subsistencia. Las «clases ociosas», voluntariamente autoexcluidas del mundo de la producción por privilegios de uno u otro tipo, han sido siempre un sector pequeño de la población. Esta compulsión económica para el trabajo es un dato básico para comprender las relaciones de trabajo y las formas de regulación de las mismas. Ahora bien, cuando se habla de trabajo libre y trabajo forzoso no nos estamos refiriendo a dicha compulsión o necesidad de origen económico. El criterio que sirve para perfilar la distinción que nos ocupa ahora no es económico sino jurídico.

			Existe trabajo forzoso cuando existe imposición de trabajo por parte de otra persona; y trabajo libre cuando esta imposición externa no se da, sea cual sea el peso y el apremio de las motivaciones económicas para el mismo. La forzosidad del trabajo no concurre en los compromisos u obligaciones de trabajo que una persona pueda asumir libremente. El trabajo libre es, por contra, aquel en el que el trabajador asume el esfuerzo laboral mediante actos voluntarios sucesivamente renovados. La libertad de trabajo no es, en consecuencia, incompatible con la existencia de obligaciones de trabajar. Pero sí exige, por una parte, que estas obligaciones sean aceptadas libremente por el trabajador y no impuestas; y, por otra, que tales compromisos u obligaciones de trabajo libremente asumidos no sean demasiado prolongados o difíciles de deshacer.

			A) La generalización de la libertad de trabajo


			Hasta el siglo XIX el trabajo por cuenta ajena (o, a veces, el trabajo por cuenta propia con fuertes gravámenes tributarios en relaciones de señorío) fue impuesto a amplias capas de la población. Las instituciones que regularon estas formas de aplicación forzosa de la fuerza de trabajo fueron la esclavitud y la servidumbre, en las que los individuos eran adscritos de por vida al servicio de un dueño o señor, o al trabajo de la tierra en una determinada jurisdicción territorial («siervos de la gleba»). La revolución liberal significó en su momento la implantación de la libertad de trabajo como principio fundamental de la organización de las actividades productivas; lo que condujo necesariamente a la supresión del trabajo forzoso como modo normal de prestación de trabajo.

			Hoy día el trabajo forzoso, de acuerdo con las normas internacionales en la materia (por ejemplo, art. 2.2 del Convenio OIT núm. 29 de 1930), sólo se admite en supuestos muy especiales, como el actualmente en suspenso servicio militar obligatorio y las prestaciones personales en caso de emergencia pública. La vigencia del principio de libertad de trabajo se extiende entre nosotros al ámbito del derecho punitivo, donde rige una prohibición de la pena de «trabajos forzados» (art. 25.2 CE), y donde, en consecuencia, la sanción de «trabajos en beneficio de la comunidad no podrá imponerse sin el consentimiento del penado» (art. 49 CP, TS Penal 409/2023, de 29 de mayo).

			El servicio militar obligatorio ha sido suspendido en España por la Ley 17/1999, de 18 de mayo (complementada por RD 247/2001, de 9 de marzo), la cual contempla, no obstante, como último recurso y previa autorización parlamentaria, la llamada a «reservistas obligatorios» «para satisfacer las necesidades de la defensa nacional» (art. 178). La Ley 17/2015, de 9 de julio, de Protección Civil (desarrollada por el RD 524/2012, de 20 de junio), prevé prestaciones personales obligatorias por el «tiempo estrictamente necesario» en caso de emergencia (art. 7 bis 3 y 5), encargándose la propia Ley de definir el concepto de «emergencia de protección civil» (art. 2.5). La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, sobre estados de alarma, excepción y sitio, prevé también, entre las prácticas que puede adoptar la autoridad gubernativa, la imposición de prestaciones personales obligatorias [art. 11.b)] y la «movilización» del personal de empresas y servicios que hayan sido objeto de «intervención» (art. 12).

			La liberación de la fuerza de trabajo de las trabas jurídicas que la sujetaban fue conseguida gracias a la abolición de la esclavitud y del régimen feudal. Pero no se trataba solamente de desatar los vínculos de trabajo forzoso del pasado, sino de impedir que éstos pudieran reproducirse en el futuro bajo la forma institucional distinta de la «servidumbre contractual». A esta finalidad responden determinadas reglas básicas de las constituciones y de los códigos civiles decimonónicos, incorporadas desde entonces a los ordenamientos jurídicos. Tales reglas son la voluntariedad en la asunción de obligaciones de trabajo por cuenta ajena (acogida actualmente, de manera implícita, en el art. 17.1 CE), la prohibición de compromisos contractuales de prestación de servicios por toda la vida (art. 1.583 CC), y la libertad de desistimiento de la relación de trabajo de duración indefinida por parte del trabajador [en el derecho hoy vigente, art. 49.1.d) ET].

			B) La pervivencia de reductos de trabajo forzoso


			La abolición de las distintas manifestaciones del trabajo forzoso quedó limitada inicialmente a los territorios metropolitanos. En las formaciones sociales menos evolucionadas siguió vigente el trabajo forzoso como modo habitual de organización de la producción, al menos en algunos sectores o actividades. La regresión a situaciones más o menos duraderas de pérdida de la libertad de trabajo para una parte de la población se ha producido también en determinados países desarrollados, en períodos de sometimiento a regímenes políticos totalitarios; ejemplos señalados son el Gulag soviético y el reclutamiento forzoso de mano de obra (sobre todo, extranjera o no aria) en la Alemania nazi. Por otra parte, aunque se haya producido su abolición o supresión jurídica, las situaciones de trabajo forzoso «de hecho» pueden brotar con cierta facilidad allá donde no alcanza el Estado de Derecho o en los enclaves en que desfallece.

			Una buena demostración de la pervivencia del trabajo forzoso en las sociedades actuales se encuentra en la legislación y en la jurisprudencia internacionales. En pleno siglo XX han sido aprobados tres Convenios de la Organización Internacional del Trabajo sobre la materia: el Convenio OIT núm. 29 (1930) para «suprimir lo más pronto posible el empleo de trabajo forzoso u obligatorio en todas sus formas»; el Convenio OIT núm. 105 (1957), que concreta y precisa el alcance del anterior; y, al final de la centuria, el Convenio OIT núm. 182 (1999), de prohibición de las peores formas de trabajo infantil («esclavitud», «prácticas análogas», como «venta» y «tráfico de niños», «servidumbre por deudas» y «condición de siervo»). La propia Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea contiene una prohibición del «trabajo forzado» (art. 5) en virtud de la cual «nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre» (apartado 1), «nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio» (apartado 2) y «se prohíbe la trata de seres humanos» (apartado 3). Por su parte, el Protocolo ONU (2000) para «prevenir y sancionar la trata de personas» detalla diversos supuestos o modalidades de trabajo forzoso como las «operaciones de captación» y «recepción» de seres humanos, mediante amenaza o coacción, con «fines de explotación» («prostitución ajena», «esclavitud», «servidumbre», «extracción de órganos») [art. 3.a)].

			Un caso de trabajo forzado en territorio europeo ha sido enjuiciado en sentencia TEDH de 30 de marzo de 2017 (Chowdury), donde se aprecia, con cita de precedentes y análisis de la normativa internacional, la infracción de la prohibición del trabajo forzado contenida en el artículo 4 CEDH. Los denunciantes eran inmigrantes de Bangladés en situación irregular en Grecia, que trabajaron en una explotación agrícola de ese país. Junto con la vulnerabilidad generada por la situación irregular, las condiciones de vida y trabajo que determinaron la decisión del Tribunal fueron, entre otras: jornadas muy prolongadas, con horas de exceso no tenidas en cuenta en la remuneración; prestación de servicios bajo vigilancia armada de los lugares de trabajo; retención por parte del empleador de salarios debidos; riesgo cierto de pérdida de tales remuneraciones ya devengadas si dejaban el trabajo. El desencadenante de la denuncia fue que, en fecha 17 de abril de 2013, con ocasión de una huelga en la que se reclamaba precisamente el abono de salarios debidos, la vigilancia de la explotación abrió fuego contra un grupo de trabajadores hiriendo gravemente a treinta de ellos. El propio TEDH, en sentencia de 25 de junio de 2020 (S.M. v. Croacia), ha apreciado violación de la prohibición del trabajo forzado en un supuesto de «prostitución forzada», valorando los diversos indicios de esta situación coercitiva de explotación de personas.

			
2. TRABAJO POR CUENTA PROPIA Y TRABAJO POR CUENTA AJENA


			La clasificación que distingue entre trabajo libre y trabajo forzoso es decisiva para el estudio de la Historia del Derecho y, aunque ha perdido el papel protagonista, sigue conservando virtualidad en los ordenamientos contemporáneos. La clasificación trabajo por cuenta ajena/trabajo por cuenta propia es la que tiene mayor sustantividad para la visión de conjunto de los sistemas jurídicos actuales. Los tipos del trabajo autónomo y del trabajo subordinado, y del trabajo a título oneroso y del trabajo benévolo suelen estar normalmente, aunque no siempre ocurre así, en función de los términos de la dicha clasificación básica. Conviene adelantar, no obstante, que la subordinación del trabajo es, como se verá más adelante [Capítulos 5.I.1.C) y 12.I.2], un criterio de gran importancia operativa en Derecho del Trabajo.

			A) La definición de la ajenidad


			Según la atribución de sus frutos o resultados el trabajo puede ser trabajo por cuenta propia y trabajo por cuenta ajena. En el trabajo por cuenta propia es el propio trabajador el que adquiere o se beneficia inmediatamente de los resultados productivos, apropiándose de aquellos que son susceptibles de apropiación. Un supuesto particular de trabajo por cuenta propia, muy frecuente en los actuales sistemas productivos, es el llamado trabajo asociado, donde el esfuerzo productivo corresponde a un grupo de personas y no a un individuo aislado, y donde además el resultado se atribuye conjuntamente al propio grupo. Ejemplos de trabajo asociado son el trabajo en cooperativas o en sociedades laborales, el trabajo en sociedades colectivas o comanditarias, y también (con particularidades) el trabajo en régimen familiar.

			El destino final de los resultados productivos del trabajo por cuenta propia puede ser o bien la utilización o consumo directo por el trabajador o su familia, o bien su transmisión o puesta a disposición de otras personas por uno u otro mecanismo jurídico: venta en el mercado, entrega de la obra encargada, comunicación de los conocimientos o informaciones adquiridos mediante la actividad laboral, etc. En todo caso, la nota distintiva del trabajo por cuenta propia radica en que tales resultados productivos ingresan, al menos de momento, en el patrimonio o en el haber profesional de quien los obtiene.

			En el trabajo por cuenta ajena los frutos o resultados del trabajo no son adquiridos ni siquiera en un primer momento por el trabajador, sino que pasan directamente a otra persona, que se beneficia de ellos desde el instante en que se producen. Cuando el resultado del trabajo se concreta en un fruto o producto susceptible de apropiación, la propiedad sobre los mismos es adquirida por el beneficiario del trabajo. Cuando el resultado del trabajo es un servicio inmaterial no apropiable o una aportación del mismo carácter a una organización, la ajenidad aparece más desdibujada, consistiendo en que el trabajo se organiza y se lleva a cabo de manera que satisfaga las necesidades o conveniencias no del que trabaja, sino de la persona o entidad a favor de la cual se prestan los servicios.

			B) Títulos jurídicos de la ajenidad del trabajo


			El título o fundamento jurídico de la ajenidad del trabajo ha variado mucho a lo largo del tiempo como veremos en el estudio del trabajo por cuenta ajena en la historia (Capítulo 2.I). Ciñéndonos a los ordenamientos contemporáneos, dicho título es en la mayoría de los casos de naturaleza contractual: la utilidad o ventaja del trabajo es adquirida por una persona u organización distinta de la que lo presta, mediante acuerdo de transmisión del resultado del trabajo entre el trabajador y quien recibe la utilidad del esfuerzo laboral, acuerdo que suele incluir lógicamente una compensación económica para el primero. De no mediar la transmisión contractual de los frutos de trabajo, éstos se atribuyen normalmente a quien los produce. Así sucede, por ejemplo, en el supuesto de la obra de autor: «La propiedad intelectual de una obra literaria, artística o científica corresponde al autor por el solo hecho de su creación» (art. 1, texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril).

			De todas maneras, en las relaciones de trabajo por cuenta ajena, el fundamento jurídico de la atribución del resultado productivo no es siempre de manera exclusiva el compromiso contractual del trabajador de cederlo por anticipado al empleador o empresario. Hay supuestos de trabajo por cuenta ajena en los que la atribución de los frutos o productos del trabajo está determinada también, complementariamente, por la aplicación de las reglas civiles o mercantiles sobre la propiedad y sus modos de adquisición. Así sucede en la atribución de frutos o productos en la siembra, la plantación y la edificación en suelo ajeno (arts. 358 a 361 CC), en determinados trabajos de transformación de materia (art. 383 CC), y en algunos supuestos de invenciones laborales (arts. 15 a 17 de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes) [Capítulo 16.V.1.A)].

			
3. TRABAJO AUTÓNOMO Y TRABAJO SUBORDINADO


			Para la estadística y para la economía «trabajo autónomo» es sinónimo de trabajo por cuenta propia. Este mismo significado ha tenido la expresión en Seguridad Social [art. 10.2.a) LGSS]. Sin embargo, desde el punto de vista de la regulación jurídica del trabajo no existe coincidencia total, aunque sí una notable proximidad entre uno y otro concepto. En términos jurídicos-laborales, lo contrario de trabajo autónomo es trabajo subordinado, es decir, jurídicamente dependiente, y no trabajo por cuenta ajena, por lo que caben combinaciones diversas de los términos de una y otra clasificación.

			A) Distinción entre trabajo autónomo y trabajo subordinado


			Cuando el trabajador puede disponer plenamente sobre el modo de ejecución de su trabajo nos encontramos ante el trabajo autónomo. Cuando, por el contrario, una persona distinta del trabajador tiene un poder jurídico de disposición sobre el esfuerzo laboral de este último, se está hablando de trabajo subordinado. El criterio de distinción entre uno y otro es la existencia o no de órdenes ajenas sobre el modo de ejecución o realización del trabajo; en el trabajo subordinado existen, y han de ser atendidas en principio; en cambio, en el trabajo autónomo no cabe hablar de órdenes de trabajo, sino, a lo sumo, de encargos genéricos de obras o servicios que el trabajador autónomo realiza como le parece oportuno.

			El trabajo autónomo se caracteriza por carecer de condicionamientos jurídicos en su realización. Pero, obviamente, no está exento de los condicionamientos económicos del mercado, y de las exigencias de la racionalidad técnica. En términos jurídicos los trabajadores autónomos pueden hacer el trabajo como quieran; pero el rendimiento económico de su actividad —﻿e incluso su propia subsistencia como agentes económicos en el mercado﻿— depende de que se ajusten a los gustos del público y a los imperativos de la tecnología.

			B) Grados y aspectos de la subordinación laboral


			El concepto jurídico de trabajo autónomo, como aquel en que no existe intervención ajena que determine su modo de ejecución, es un concepto de contornos rígidos y precisos, que no admite graduaciones. El trabajo subordinado, en cambio, sí se presenta como un concepto graduable, que consiente diversos niveles de intensidad. En efecto, la subordinación aparece unas veces como sometimiento a órdenes en todos los aspectos y circunstancias —﻿de tiempo, de lugar y de modo﻿— de la prestación de trabajo. Otras veces, en cambio, en el extremo opuesto, la subordinación no pasa de ser una adaptación o acomodación de la propia actividad laboral a los criterios organizativos (objetivos, condicionamientos y programas) del empleador o empresario.

			Un factor muy influyente en el grado de la subordinación y en la configuración de la prestación de trabajo como autónoma o subordinada, es la cualificación profesional. Los trabajos muy cualificados se prestan con frecuencia en régimen de autonomía o «ejercicio libre»; cuando se prestan en régimen de subordinación las formas de ésta son más sutiles y relajadas, no afectando a la lex artis o reglas técnicas de ejecución del trabajo. Otro factor que puede influir también en el grado de la subordinación es el modo de organizar la producción y el trabajo, que no tiene que responder necesariamente a un principio o criterio único, sino que admite formas de control de distinta extensión e intensidad. Estas formas de control van desde el taylorismo, en el que las órdenes de trabajo llegan al máximo detalle en la ejecución del acto de trabajo, a los llamados «equipos semiautónomos de trabajo», en los que el control jerárquico se reduce al mínimo. En el paso siguiente nos encontramos con la «descentralización productiva», que es ya, jurídicamente, trabajo autónomo, donde el control interno es sustituido por el juego de la coordinación en el mercado entre empresas y colaboradores externos.

			C) La correlación ajenidad-subordinación y sus límites


			Como ya se ha dicho, la clasificación que estamos considerando ahora está estrechamente conectada con la distinción entre trabajo por cuenta propia y trabajo por cuenta ajena; hasta el punto que se ha sostenido que el trabajo por cuenta ajena y el trabajo subordinado, así como el trabajo por cuenta propia y el trabajo autónomo, son dos perspectivas o aspectos de una misma realidad: dos caras de la misma moneda.

			La anterior afirmación es acertada sólo en parte. Es verdad que el trabajo por cuenta ajena es prestado normalmente en régimen de subordinación, ya que quien va a adquirir los frutos o resultados del trabajo procurará por uno u otro mecanismo jurídico influir en su ejecución para que sean los apetecidos. La misma correlación, aunque por razones inversas, se puede apreciar entre trabajo por cuenta propia y trabajo autónomo. Pero el factor de la atribución de los frutos o resultados del trabajo no es el único que determina la autonomía o la subordinación en la realización del mismo. También influyen sobre ello el carácter individual o colectivo del trabajo realizado, y las exigencias técnicas y deontológicas de ciertas profesiones.

			El carácter colectivo del trabajo realizado suele llevar consigo un grado más o menos intenso de subordinación para integrar y coordinar las distintas aportaciones laborales individuales. La subordinación aparece aquí como una exigencia técnica del trabajo en grupo o colectividad, que también deja sentir sus efectos en el trabajo asociado o colectivo por cuenta propia. Un buen ejemplo de ello es el del trabajo de los menores en el ámbito familiar, trabajo por cuenta propia en el que el sometimiento a las potestades familiares se utiliza como equivalente funcional de la subordinación.

			La quiebra de la correlación entre trabajo por cuenta ajena y trabajo subordinado responde también en ocasiones a las exigencias técnicas y deontológicas de ciertas profesiones, que pueden determinar o bien la atenuación o relajación de la subordinación, o bien la reducción de la misma a las circunstancias del acto de trabajo (pero no a su contenido), o bien a su desaparición pura y simple. En este último supuesto nos encontramos ante un trabajo por cuenta ajena realizado en régimen de autonomía. Ejemplos claros son los servicios de un abogado o de un médico prestados a los particulares como profesionales libres, o prestados por cuenta de una organización que requiere su colaboración para actos singulares (Capítulo 5.III.10).

			D) Subordinación o dependencia jurídica y dependencia económica


			La Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo, pone de manifiesto la compatibilidad, tanto en el terreno de los conceptos como en la práctica de los modos de producción, entre el trabajo autónomo y los dos términos de la clasificación trabajo por cuenta propia/trabajo por cuenta ajena. Una de las notas que definen al trabajador autónomo «de régimen común» es la realización de una actividad económica o profesional «por cuenta propia» (art. 1.1). Pero esta característica natural del trabajo autónomo parece desvanecerse en la definición del llamado «trabajador autónomo económicamente dependiente», donde la actividad de trabajo se realiza «para una persona física o jurídica denominada cliente» (art. 11.1), es decir por cuenta del cliente, si bien «bajo criterios organizativos» y con «infraestructura y material propios» del trabajador [art. 11.2.c) y d)].

			El reconocimiento legal de la figura del «trabajador autónomo económicamente dependiente» aconseja distinguir con nitidez los conceptos de subordinación y dependencia, que hasta la Ley 20/2007 venían siendo utilizados en la práctica como sinónimos. La subordinación o «dependencia jurídica» se refiere, como se ha visto, al modo de ejecución del trabajo con sometimiento a órdenes o criterios organizativos de otra persona. El concepto de «dependencia económica», que ya había sido elaborado por la doctrina y que ahora ha sido acuñado por el legislador, se refiere a que la fuente predominante de los ingresos del trabajador proviene de manera estable de un solo «cliente», del que aquél pasa a depender en cuanto a provisión de medios de vida. El umbral fijado en la Ley 20/2007 a partir del cual se aprecia la dependencia económica del trabajador autónomo respecto de su cliente es «el 75 por 100 de sus ingresos por rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales» (art. 11.1). Esta Ley ha supuesto la creación para el trabajador autónomo económicamente dependiente de un régimen profesional intermedio, en cuanto a nivel de protección, entre el trabajo asalariado y el trabajo autónomo de régimen común.

			
4. TRABAJO A TÍTULO ONEROSO Y TRABAJO BENÉVOLO


			El criterio de diferenciación entre trabajo a título oneroso y trabajo benévolo o de favor es el de la motivación principal que impulsa al trabajador en la realización del trabajo. Si la motivación principal es la adquisición de una ventaja económica nos encontramos ante el trabajo prestado a título oneroso. Si la motivación principal es altruista —﻿ayudar a otras personas, colaborar a una causa que se estima digna de apoyo﻿— nos encontramos ante trabajo benévolo o de favor.

			En las sociedades contemporáneas que han suprimido la compulsión jurídica para trabajar, el trabajo por cuenta ajena es prestado normalmente a título oneroso. La perspectiva de una contraprestación económica es, sin duda, la motivación más generalizada del trabajo prestado para otros, desde el momento en que la libertad de trabajo ha hecho desaparecer como motivación el temor a las sanciones o penas que en régimen de trabajo forzoso se imponen a los que no se someten al mismo.

			Pero entre trabajo por cuenta ajena y trabajo a título oneroso no existe tampoco una correlación necesaria. El trabajo de favor por cuenta ajena se ha dado siempre, y se sigue dando con alguna frecuencia, de manera ocasional e incluso a veces con cierta continuidad. Las motivaciones del trabajo benévolo por cuenta ajena pueden ser muy diversas: amistad, vecindad, caridad, militancia política o sindical, profesión religiosa, etc. Una de las modalidades del trabajo benévolo es la participación personal, sin contraprestación económica, en actividades de interés general —﻿asistenciales, sanitarias, de cooperación al desarrollo, de defensa del medio ambiente, culturales, etc.— desarrolladas por organizaciones sin ánimo de lucro privadas o públicas; este régimen de trabajo se conoce con el nombre de «voluntariado» [Capítulo 5.II.1.D)].

			Nótese que la ventaja económica que caracteriza al trabajo a título oneroso consiste normalmente en una remuneración dineraria, pero puede consistir además, en el supuesto de los denominados «contratos de trabajo formativos» (Capítulo 13.III), en la adquisición intensiva de cualificación o de práctica profesional. Por otra parte, a partir de un cierto grado de cobertura de las necesidades primarias, la motivación económica para el trabajo se suele combinar con otras motivaciones de creatividad o autorrealización. Esta idea del trabajo no sólo como medio de vida, sino como medio de desarrollo de la personalidad empieza a abrirse paso en los ordenamientos jurídicos contemporáneos. Una huella de la misma encontramos en el artículo 10.1 de la Constitución española, que sirve de pórtico a su Título I («De los derechos y deberes fundamentales»); se dice en esta cláusula constitucional de alcance valorativo muy general, que «el libre desarrollo de la personalidad» es (junto con «la dignidad humana», «los derechos inviolables que le son inherentes» y «el respeto a la ley y a los derechos de los demás»), «fundamento del orden político y de la paz social»; y el trabajo es sin duda uno de los principales presupuestos e ingredientes del «desarrollo de la personalidad».

			
III. CONCEPTO Y ESTRUCTURA DEL DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: A. BAYLOS GRAU, Derecho del Trabajo: modelo para armar, Trotta, Madrid, 1991; G. GIUGNI, «Derecho del Trabajo (voz para una enciclopedia)», TL, núm. 13, 1987; O. KAHN-FREUND, Trabajo y Derecho, trad. J. Galiana, MTSS, Madrid, 1987; A. MONTOYA MELGAR, Sobre la esencia del Derecho del Trabajo, Escuela Social, Murcia, 1972; J. RIVERO LAMAS, «Las transformaciones de la Seguridad Social ante el Derecho del Trabajo», RISS, núm. 5 (1968); T. SALA FRANCO, «Datos para una caracterización material del Derecho del Trabajo», CDT, núm. 0, 1974; M. SÁNCHEZ MORÓN, Derecho de la función pública, 12.ª ed., Tecnos, Madrid, 2019; A. V. SEMPERE NAVARRO, «Sobre el concepto del Derecho del Trabajo», REDT, núm. 26 (1986); VV. AA. (coordinación A. Supiot), Trabajo y empleo. Transformaciones del trabajo y futuro del Derecho del Trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999.

			La generalidad de los autores define el Derecho del Trabajo, como es habitual en la definición de las ramas del Derecho, por referencia al objeto o sector de la realidad social que se encarga de regular: este sector de la realidad está formado hoy por un conjunto de relaciones sociales en las que aparecen implicados determinados sujetos: los trabajadores, los empresarios que los contratan, los sindicatos, los representantes de los trabajadores en las empresas, las asociaciones empresariales, las Administraciones de Trabajo, la Jurisdicción de Trabajo. La labor intelectual de definición del Derecho del Trabajo tiene, por tanto, mucho que ver con la descripción de las partes o elementos estructurales de la misma.

			
1. EL CONCEPTO DEL DERECHO DEL TRABAJO


			Dejando a un lado el trabajo prestado en las esferas doméstica y comunal [supra I.3.A)], en las sociedades contemporáneas encontramos dos modalidades o supuestos principales de prestación o realización de trabajo: el trabajo libre, por cuenta propia, realizado con autonomía; y el trabajo libre, por cuenta ajena, en régimen de subordinación, y a cambio de una retribución económica. Este segundo supuesto es designado con una denominación de síntesis: «trabajo asalariado». A la categoría socioprofesional de los trabajadores asalariados pertenece el grueso de la población activa en los sistemas productivos desarrollados.

			La referencia al trabajo asalariado es clave para la definición del Derecho del Trabajo. Pero no basta con ella. Ha habido regulaciones históricas del trabajo asalariado que no han formado una rama del derecho distinguible de las demás. Por otra parte, a partir de un cierto momento histórico, el objeto de regulación del Derecho del Trabajo no es sólo la relación de trabajo asalariado, sino también lo que se ha dado en llamar el «sistema de relaciones laborales». En el significado de la expresión que aquí acogemos, el sistema de relaciones laborales es el conjunto formado por las representaciones profesionales de trabajadores y empresarios y por las prácticas desarrolladas o establecidas por ellas. La función característica que cumple este conjunto organizado de sujetos y de prácticas es la fijación de condiciones de trabajo y empleo para los distintos segmentos o sectores del sistema productivo.

			La definición de sistema de relaciones laborales como conjunto de las relaciones colectivas de trabajo corresponde a la distinción de los ordenamientos anglosajones entre labour relations y employment contract. Hay que advertir, no obstante, que en nuestra práctica lingüística tradicional las expresiones relaciones de trabajo y relaciones laborales se utilizan a menudo indistintamente. Por ejemplo, la Ley 16/1976, de Relaciones Laborales, es en realidad una Ley sobre la relación individual de trabajo; y el Decreto-ley 17/1977, de Relaciones de Trabajo, contiene normas tanto de derecho individual (despidos) como sobre todo de derecho colectivo (huelga, cierre patronal, convenios y conflictos colectivos).

			A) Dos definiciones de «Derecho del Trabajo»


			Los conceptos de «trabajo asalariado» y de «sistema de relaciones laborales» que se acaban de precisar facilitan una fórmula de síntesis para la definición del Derecho del Trabajo que puede ser la siguiente: el Derecho del Trabajo es «el conjunto diferenciado de normas que regulan el trabajo asalariado y el sistema de relaciones laborales». Una definición más descriptiva, que menciona los principales núcleos normativos del Derecho del Trabajo en el momento actual puede ser la siguiente: «el Derecho del Trabajo es el conjunto diferenciado de normas que regulan el mercado de trabajo, la relación individual de trabajo asalariado, y la organización y actividad de las representaciones profesionales de trabajadores y empresarios». Esta segunda definición subraya también que el Derecho del Trabajo no se limita hoy a la regulación de la relación individual de trabajo asalariado, sino que extiende su campo de acción a otra serie variada de relaciones; a saber: 1) relaciones entre trabajadores, empresarios, poderes públicos y agencias de colocación en el mercado de trabajo «externo»; 2) relaciones entre dirección y representantes del personal en el seno de las empresas y organizaciones de trabajo; 3) relaciones entre sindicatos y organizaciones de empresarios para la regulación de condiciones de trabajo y empleo en las distintas ramas de la actividad económica; 4) relaciones internas entre los sindicatos y sus respectivos afiliados; y 5) relaciones de vigilancia y exigencia del cumplimiento de las normas de protección del trabajo asalariado.

			B) El proceso de diferenciación del Derecho del Trabajo


			El Derecho del Trabajo es bastante posterior a la implantación del régimen capitalista de producción; y, por tanto, del trabajo asalariado como modo más típico de prestación del trabajo por cuenta ajena. Ciñéndonos a España: la revolución liberal se consuma hacia la tercera década del siglo XIX, mientras que el Derecho del Trabajo sólo emerge, y de manera muy rudimentaria, a comienzos del siglo XX. En efecto, no puede decirse que la legislación civil sobre el arrendamiento de servicios o la regulación mercantil de los auxiliares del comerciante, o la legislación general sobre las asociaciones, o los preceptos penales sobre las coligaciones sean normas de Derecho del Trabajo, aunque todas y cada una de ellas tengan que ver directa o indirectamente con el trabajo asalariado. Para que surja el ordenamiento laboral no basta con una regulación cualquiera del trabajo asalariado y de las representaciones profesionales, sino que es precisa una regulación diferenciada, es decir, inspirada en principios o criterios distintos de los que inspiran el derecho común [infra IV].

			A lo largo de su evolución desde los orígenes hasta el momento actual, el proceso de diferenciación del Derecho del Trabajo respecto de otros sectores del ordenamiento jurídico se ha ido haciendo más acusado. Hoy por hoy el Derecho del Trabajo no sólo ofrece soluciones normativas diferentes a las del derecho común (privado o público), sino que cuenta con fuentes de producción normativa específicas, como el convenio colectivo, y está dotado además de medios propios para exigir el cumplimiento de sus normas. La singularidad del Derecho del Trabajo puede apreciarse, por consiguiente, en todas las facetas de la experiencia jurídica: en el contenido de las reglas sustantivas; en los sujetos que las establecen; en los instrumentos para su elaboración; y en los procedimientos para ponerlas en práctica o hacerlas efectivas.

			
2. PARTES E INSTITUCIONES DEL DERECHO DEL TRABAJO


			En el contenido bastante complejo y extenso del Derecho del Trabajo actual se aprecian diferentes partes o subconjuntos con características propias. La doctrina suele distinguir entre ellos el Derecho individual del Trabajo, el Derecho del empleo, el Derecho colectivo del Trabajo, el Derecho procesal del Trabajo y el Derecho administrativo del Trabajo. A su vez, las distintas partes del ordenamiento laboral giran en torno a las principales instituciones del mismo: el contrato de trabajo, los representantes de los trabajadores, el convenio colectivo, el proceso de trabajo, las sanciones administrativas laborales. Pero conviene advertir que muchos institutos jurídicos-laborales combinan disposiciones de origen diverso. Así sucede en materia de colocación y empleo, en la que el marco normativo está compuesto de disposiciones de Derecho individual y de Derecho administrativo del Trabajo. Así ocurre también en el despido y, en general, en la extinción del contrato de trabajo, donde los aspectos sustantivos y procesales aparecen íntimamente mezclados. Y esto es lo que sucede, por otro lado, en las normas sobre organización del trabajo en la empresa, en las que se entrelazan con frecuencia lo individual y lo colectivo.

			Utilizamos el término «institución» en su acepción más genérica, como conjunto de normas funcionalmente integrado para la regulación de una determinada materia o realidad que tiene autonomía y relevancia en la vida social. El término «instituto» es empleado en este contexto, siguiendo también un uso lingüístico bastante habitual, para designar subconjuntos normativos más reducidos formados por los ingredientes o aspectos destacados que integran las distintas instituciones.

			A) Derecho individual del Trabajo y Derecho colectivo del Trabajo


			En un sentido amplio y más propio, la expresión «contrato de trabajo» comprende la relación individual de trabajo nacida del acto contractual [Capítulo 12.I.1C)]. Dicha relación se caracteriza por la incardinación del trabajador en una organización de trabajo ajena, establecida y controlada por el empleador o empresario. El Derecho individual del Trabajo abarca las normas sobre la relación de trabajo y sobre el acto contractual que la origina; entre ellas, en un lugar destacado, las normas de regulación de condiciones mínimas de trabajo, y las normas sobre las vicisitudes y la extinción del vínculo laboral.

			Los distintos aspectos de la regulación de la relación de trabajo suelen conocerse con la denominación de condiciones de trabajo o condiciones de empleo, expresiones que se utilizan con mucha frecuencia en la legislación y en la doctrina como si fueran equivalentes, o al menos sin una significación unívoca y precisa. Creemos de interés, no obstante, indicar el significado más propio de unas y otras, y precisar las diferentes acepciones que encontramos en su utilización. Las «condiciones de trabajo» en sentido propio y estricto comprenden los aspectos de la regulación de la relación de trabajo concernientes a la ejecución de la prestación de trabajo (función laboral, tiempo de trabajo, lugar y medio de trabajo, etc.) y a las contrapartidas de la misma (retribución, beneficios complementarios, etc.). Por su parte, las «condiciones de empleo» en sentido estricto comprenden los aspectos de la regulación de la relación de trabajo atinentes a su duración, vicisitudes y extinción (ingreso, modalidad de contratación por tiempo indefinido o por tiempo determinado, formación, ascensos, movilidad funcional y geográfica, ceses). El Derecho español contempla la acepción estricta de condiciones de trabajo en las enumeraciones de los artículos 41.1 y 82.3 ET; y también en los artículos 9.5 ET («condiciones de ejecución de la prestación laboral») y 82.2 ET («condiciones de trabajo y de productividad»). El Derecho de la Unión Europea comparte esta distinción en las numerosas ocasiones en que utiliza la expresión «condiciones de empleo y trabajo» [por ejemplo, en el art. 7.1 del Reglamento (UE) 492/2011, de libre circulación de trabajadores]. Pero en determinadas regulaciones la jurisprudencia europea se ha visto obligada, atendiendo a la finalidad de la norma, a acoger una acepción amplia de condiciones de trabajo, que comprende típicas condiciones de empleo como el preaviso o la indemnización de fin de contrato en la contratación de duración determinada (TJUE 25 de julio de 2018, Vernaza Ayovi; TJUE 12 de mayo de 2022, Luso Temp).

			El Derecho colectivo del Trabajo abarca las normas sobre organización y acción de las representaciones profesionales; es decir, sobre el sistema de relaciones laborales. En los sistemas de relaciones laborales desarrollados las representaciones profesionales que forman parte del mismo varían según la categoría profesional representada —﻿empresarios o trabajadores﻿—; según el nivel o ámbito de representación —﻿empresa, sector, ámbito general o interprofesional﻿—; y según la fórmula organizativa adoptada —﻿asociación, delegación, comisión, corporación﻿—. Las actividades o prácticas que se despliegan en el sistema de relaciones laborales pueden ser unilaterales, como las medidas de presión o conflicto; y conjuntas o acordadas, como la negociación de convenios y pactos colectivos.

			El Derecho colectivo del Trabajo está formado hoy por cuatro grupos de normas o conjuntos institucionales, que son los sindicatos y las asociaciones empresariales, los convenios y acuerdos colectivos, las medidas de conflictos colectivos y los medios de solución de los mismos y la participación y representación de los trabajadores en la empresa. Todos estos elementos del sistema de relaciones laborales están estrechamente articulados entre sí, de forma que el cambio de uno repercute en los demás, y que la privación de cualquiera de ellos impide el desarrollo normal del conjunto.

			El nexo entre el Derecho colectivo y el Derecho individual del Trabajo es de naturaleza funcional. Las instituciones de aquél tienen como función principal la regulación de condiciones de trabajo y también, aunque en menor medida, de condiciones de empleo, permitiendo además adoptar por consenso determinadas decisiones empresariales.

			B) Derecho del empleo


			En la etapa de formación del ordenamiento laboral vieron la luz varios institutos jurídicos —﻿el permiso para el trabajo de extranjeros, las oficinas de colocación, la formación en la empresa de futuros trabajadores﻿— que tenían en común la preparación o facilitación de la contratación laboral en el mercado de trabajo externo. La doctrina científica calificó acertadamente estos institutos como «estadios previos al contrato de trabajo», procediendo a su ubicación sistemática en los preliminares del Derecho individual del Trabajo. A partir de los años ochenta del siglo pasado se han incorporado a los anteriores otros conjuntos normativos que persiguen los mismos o similares propósitos: fomento del empleo, discriminación positiva de grupos de personas con especiales dificultades de colocación, empresas de trabajo temporal, libre circulación de trabajadores comunitarios, formación ocupacional y formación continua. Las dimensiones y las propias características normativas de todos estos institutos permiten hoy la consideración aparte de los mismos bajo la rúbrica de «Derecho del empleo».

			C) Derecho procesal del Trabajo y Derecho administrativo del Trabajo


			En bastantes países, entre los que se encuentra España, aparecen, junto a los anteriores, otros conjuntos normativos como el Derecho procesal del Trabajo, y las normas especiales sobre la Administración de Trabajo y sobre los procedimientos administrativos laborales (Inspección de Trabajo, infracciones y sanciones laborales). Estos segmentos de la regulación procesal y administrativa forman parte del Derecho del Trabajo, cuando las respectivas normas orgánicas o de procedimiento presentan especialidades de cierta entidad respecto de las normas comunes del enjuiciamiento civil o del ordenamiento jurídico-administrativo.

			El Derecho procesal del Trabajo cuenta en España con una larga tradición, que se remonta a la legislación sobre jurisdicción en materia laboral de principios del siglo XX. A diferencia de otros países en los que la especialidad de los órganos y de los procedimientos de solución jurisdiccional de los conflictos de trabajo es mínima o inexistente, la normativa procesal española ha configurado desde sus comienzos el proceso laboral como proceso civil especial, y ha mantenido desde entonces a los tribunales de trabajo como órganos jurisdiccionales especializados. En cuanto al Derecho administrativo del Trabajo, su desarrollo en España ha sido y sigue siendo también mayor que en otros países del entorno europeo, debido al intervencionismo en las relaciones laborales que ha sido una de las constantes históricas del Derecho del Trabajo español [Capítulo 2.V.2.B)].

			
3. LA POSICIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO


			La rama del Derecho que reguló el trabajo asalariado antes de la aparición del Derecho del Trabajo es principalmente el Derecho Civil (Capítulo 2.I.3 y II.3). Las relaciones que mantienen estos dos sectores del ordenamiento son las propias del derecho especial con el derecho común. El Derecho del Trabajo es especial respecto al Derecho Civil porque regula con arreglo a principios propios, distintos de los del derecho común, las relaciones contractuales, asociativas y de representación de intereses que integran su objeto.

			La especialidad del ordenamiento laboral significa corrección o sustitución de buena parte de las reglas civiles, pero no ruptura con el derecho privado común, que sigue desempeñando en la ordenación de las relaciones de trabajo un doble papel, de suplencia normativa y de acervo conceptual. Así, se recurre a las normas civiles en defecto de norma laboral aplicable, lo que acontece con cierta frecuencia. Y así, también, las categorías jurídicas del Derecho Civil —﻿el contrato, las obligaciones y su cumplimiento, la relación contractual y sus vicisitudes, la persona, las formas de organización de los grupos, etc.— son trasplantadas al Derecho del Trabajo y, en su caso, reelaboradas luego por éste.

			Una relación similar de derecho especial respecto al derecho común guarda el Derecho procesal laboral con el Derecho procesal civil, en la medida en que el proceso de trabajo está inspirado en principios propios, pero al mismo tiempo establece múltiples conexiones con el proceso civil. En términos similares el Derecho Administrativo actúa como derecho supletorio respecto de las normas laborales que regulan la actividad y los procedimientos administrativos en el ámbito de las relaciones de trabajo.

			A) Derecho del Trabajo y Derecho de funcionarios


			En el actual momento histórico el Derecho del Trabajo regula las relaciones laborales tanto en las empresas privadas como en las empresas públicas. Pero, como ya hemos apuntado, una buena parte de los trabajadores del sector público están excluidos, en principio, del ámbito de la legislación laboral: los funcionarios públicos y asimilados. El estudio de estas relaciones de trabajo corresponde al ordenamiento jurídico-administrativo.

			En el ordenamiento español la separación de los funcionarios públicos de los restantes trabajadores está consolidada en la Constitución, que, aunque reconoce los mismos derechos profesionales a todos los españoles (art. 35.1), prevé un «Estatuto de los trabajadores» (art. 35.2) separado y distinto del «Estatuto de los funcionarios» (art. 103.3). El primer texto del Estatuto de los Trabajadores (ET) fue aprobado mediante la Ley 8/1980, de 10 de marzo. El Estatuto Básico del Empleado Público ha sido aprobado en su versión inicial por Ley 7/2007, de 12 de abril (EBEP). Pero esta disposición legal no limita su regulación a los funcionarios públicos, sino que es de aplicación también, en buena parte de sus preceptos, a los trabajadores de las Administraciones Públicas sometidos a régimen laboral, de modo que este grupo de empleados públicos se rige por normas y disposiciones de una y otra ley estatutaria.

			La singularidad del Derecho de la Función Pública radica en el sometimiento a una reglamentación de la relación de empleo más estricta que la de los trabajadores de régimen laboral común, exigida para servir «con objetividad los intereses generales» (art. 103.1 CE). De esta exigencia derivan el mayor rigor en el acceso al empleo público por «mérito y capacidad» (art. 103.3 CE), la exclusión de la autonomía de la voluntad que caracteriza a las relaciones de mercado (art. 1.2 EBEP), la consiguiente uniformidad de las condiciones de trabajo y empleo de los funcionarios y el propio principio de «inamovilidad» de los «funcionarios de carrera» (art. 14 EBEP). Ahora bien, la evolución de las últimas décadas está marcada por un continuo trasvase institucional desde la legislación laboral a la legislación de funcionarios y, en menor medida, desde esta última a la primera. Hasta tal punto que algunas leyes importantes, como la Ley Orgánica de Libertad Sindical y la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, contienen una regulación común para ambos sectores de trabajadores asalariados. La misma tendencia se aprecia en el ordenamiento laboral de la Unión Europea.

			B) Derecho del Trabajo y Derecho de la Seguridad Social


			¿Forman parte las instituciones jurídicas de la Seguridad Social del sistema de normas que llamamos Derecho del Trabajo? La respuesta a esta pregunta debía ser la afirmativa hasta el segundo tercio de siglo XX. En sus primeras etapas la Seguridad Social se concibió como un mecanismo de protección destinado exclusivamente a los trabajadores asalariados, y para la cobertura de riesgos relacionados con el trabajo: accidentes de trabajo, enfermedades profesionales, incapacidades laborales, enfermedad común del trabajador asalariado y de los miembros de su familia, desempleo, retiro de la actividad laboral.

			La tendencia manifestada tras la Segunda Guerra Mundial a generalizar la protección social a toda la población activa, e incluso a todos los ciudadanos, impide considerar hoy la Seguridad Social como una parte del Derecho del Trabajo. La separación entre Derecho del Trabajo y Derecho de la Seguridad Social ha adquirido carta de naturaleza en el ordenamiento español en la Constitución de 1978. En la enumeración de ramas del Derecho que realiza el texto constitucional a propósito de la distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas, la «legislación laboral» (art. 149.1.7.ª) aparece como un conjunto normativo distinto de la «legislación de la Seguridad Social» (art. 149.1.17.ª). La propia Constitución habla también de la Seguridad Social como un régimen de protección para «todos los ciudadanos» (art. 41), y no sólo para los trabajadores. Esta tendencia ha obligado en ocasiones a redefinir las contingencias o situaciones de necesidad protegidas, que ya no aparecen vinculadas necesariamente al trabajo asalariado: accidente (y no sólo accidente de trabajo), asistencia sanitaria (y no sólo enfermedad incapacitante), dependencia (y no sólo invalidez para el trabajo), carencia de rentas (y no sólo desempleo), vejez (y no sólo jubilación o retiro).

			De todas maneras, aunque no quepa negarle sustantividad como rama del ordenamiento, la Seguridad Social sólo se puede estudiar en buenas condiciones a partir del Derecho del Trabajo; al menos en los sistemas de Seguridad Social, como el español, que responden al llamado «modelo profesional». Primero, porque los conceptos fundamentales de aquélla provienen en buena parte de éste. Segundo, porque el núcleo central y principal punto de referencia normativo de la Seguridad Social vigente es el denominado Régimen General de la Seguridad Social, que es el aplicable a los trabajadores asalariados. Y tercero, y sobre todo, porque existe una evidente complementariedad funcional en materia de protección social entre la Seguridad Social y determinadas instituciones del Derecho del Trabajo.

			El Derecho laboral sensu stricto y el Derecho de la Seguridad Social constituyen los dos principales bloques normativos del denominado Derecho Social. Algunas disposiciones legales, como la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social o la Ley de Infracciones y Sanciones (LISOS), abordan conjuntamente la regulación de derecho adjetivo de la denominada «rama social del Derecho» (art. 1 LRJS) o de las también llamadas «leyes del orden social» (art. 1 LISOS), reflejando esta conexión estrecha de uno y otro sector de la legislación [Capítulo 1.III.3.B)].

			
IV. FINES Y FUNCIONES DEL DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: E. BORRAJO DACRUZ, «Los supuestos ideológicos del Derecho del Trabajo», RPS, núm. 57 (1960); F. DURÁN LÓPEZ, Una visión liberal de las relaciones laborales, Córdoba, 2006; J. GALIANA, «Reflexiones sobre el carácter transaccional del Derecho del Trabajo», Estudios de Derecho del Trabajo en memoria del Prof. Gaspar Bayón Chacón, Madrid, 1980; A. MARTÍN VALVERDE, Derecho del Trabajo y mercado de trabajo. Evolución y reforma del ordenamiento laboral (1976-2019), Tecnos, Madrid, 2021; J. L. MONEREO, Introducción al nuevo Derecho del Trabajo (parte primera, I), Tirant lo Blanch, Valencia, 1996; A. MONTOYA MELGAR, «Sobre el Derecho del Trabajo y su ciencia», REDT, núm. 58 (1993); M. PINTO, «La función del Derecho del Trabajo en la situación económica y social contemporánea», REDT, núm. 25 (1986); A. SUPIOT, «¿Por qué un DT?», DL, núm. 39 (1993); L. E. DE LA VILLA, «La función del Derecho del Trabajo en la situación económica y social contemporánea», RT, núm. 76 (1984).

			El tema de los fines y funciones del Derecho del Trabajo puede abordarse desde distintas perspectivas y con enfoques diferentes, que no siempre se distinguen con claridad. En nuestro planteamiento, al hablar de los fines del Derecho del Trabajo haremos referencia a los objetivos o propósitos que persigue el ordenamiento laboral. La identificación de los fines del Derecho del Trabajo exige, por tanto, una indagación llevada a cabo con los instrumentos de la ciencia jurídica, sobre la orientación teleológica de los distintos grupos de normas que forman esta rama del Derecho. Desde una perspectiva distinta, histórica y sociológica, se suele hablar de las funciones del Derecho del Trabajo para designar la contribución real que el ordenamiento laboral ha aportado a la vida social, unas veces de acuerdo y otras veces al margen de los propósitos u objetivos de las distintas normas e instituciones que lo integran. Se trata aquí de indicar el papel que ha cumplido y cumple efectivamente el Derecho del Trabajo en el funcionamiento de sociedades históricas concretas.

			
1. LOS FINES DEL DERECHO DEL TRABAJO


			En los comienzos de la legislación laboral puede hablarse de una finalidad institucional única del Derecho del Trabajo: la finalidad tuitiva o protectora de la persona del trabajador. Este planteamiento unilateral no se corresponde con la complejidad actual de los ordenamientos laborales, en los que resulta claro que a la finalidad de protección individual se han añadido otras de carácter colectivo o de naturaleza económica. Las específicas finalidades sociales y económicas que persigue el ordenamiento laboral exigen, tanto en la producción de sus normas como en la aplicación de las mismas, una atenta observación del mercado de trabajo y de las relaciones laborales, tal como funcionan o se desarrollan en sociedades concretas y determinadas. En consecuencia, los métodos de elaboración y de interpretación del Derecho del Trabajo, sin caer en excesos proteccionistas ni tampoco en excesos economicistas, han de tener muy en cuenta la viabilidad, la eficacia y la efectividad de las soluciones adoptadas.

			El Derecho del Trabajo impone restricciones por razones de equidad al libre juego del mercado de trabajo y al libre ejercicio de las actividades empresariales. La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (trasposición de la Directiva europea 2006/123 relativa a los servicios en el mercado interior) se ha encargado de declararlo de manera detallada: «esta Ley no afecta a las disposiciones legales o reglamentarias en materia de empleo y condiciones de trabajo, incluida la seguridad y salud en el trabajo, ni a las cláusulas contenidas en convenios colectivos o en contratos individuales de trabajo ni al ejercicio de derechos colectivos en el ámbito laboral, como el derecho a negociar, celebrar y aplicar convenios colectivos y a emprender acciones de conflicto colectivo» (Preámbulo II).

			A) La finalidad tuitiva


			La singularidad principal del trabajo humano como objeto de transacción o intercambio radica en que es un bien inseparable de la persona del trabajador. A diferencia de las transacciones sobre cosas o mercancías o sobre bienes de capital, los contratos sobre actividades de trabajo implican o comprometen personalmente (podríamos decir «físicamente») a quienes han de prestarlas. Esta implicación personal en el acto de trabajo da cuenta de la tendencia a imponer límites sustantivos o de contenido a los acuerdos sobre las actividades laborales. Tales límites externos al juego del mercado de trabajo se justifican en la necesidad de defender determinados intereses personales —﻿la vida, la salud, la dignidad﻿— frente a condiciones de intercambio que puedan afectarles negativamente. La declaración de que «el trabajo no es una mercancía», muchas veces afirmada como fundamento del actual régimen jurídico del trabajo, y que ha llegado a ser incluida desde 1944 en la Constitución de la OIT, es una fórmula de síntesis que apunta precisamente a estas restricciones del libre juego del mercado de trabajo establecidas para la defensa de la persona del trabajador.

			El objetivo de protección de los intereses personales del trabajador ha sido durante la etapa inicial de este sector del ordenamiento la finalidad más característica del Derecho del Trabajo. Las manifestaciones de este fin del Derecho del Trabajo son diversas, de acuerdo con la diversidad de los intereses personales implicados en la ejecución del trabajo: protección de la salud laboral, de la intimidad personal, de la conciliación de la vida familiar y laboral, de la dignidad frente a un trato discriminatorio o lesivo de derechos fundamentales. Es claro también que, según las prioridades o valores dominantes en cada período histórico, se puede poner mayor o menor énfasis en la protección de unos u otros de estos intereses personales. En general, los intereses prioritarios a los que suele atender el ordenamiento laboral son tres. Uno es la seguridad del trabajador en sus distintos aspectos (seguridad y salud en el trabajo, seguridad en el empleo, seguridad o garantía de condiciones mínimas). Otro la libertad del trabajador en su vertiente de refuerzo de su esfera personal frente a una posible y probable posición dominante del empresario. Un tercer interés del trabajador al que atiende el Derecho del Trabajo es facilitar la compatibilidad de las obligaciones laborales con el desarrollo de sus capacidades.

			B) La finalidad compensadora


			Junto a la implicación de la persona del trabajador en las transacciones o contratos que tienen por objeto la actividad laboral, otro rasgo característico de las relaciones de trabajo en las economías de mercado es la desigualdad de fuerza contractual o poder de negociación entre las partes o sujetos individuales de las mismas. En efecto, quienes ofrecen empleo se encuentran a menudo en una situación económica más sólida, que permite una mayor capacidad de maniobra y de resistencia en la negociación del precio y demás condiciones de la prestación de servicios. Quienes demandan empleo lo suelen hacer, en cambio, más apremiados por la necesidad de adquirir medios de vida, y con la presión de una balanza numérica desfavorable por el excedente de fuerza de trabajo.

			La caracterización del mercado de trabajo como mercado de posiciones desiguales o asimétricas, en el que la oferta de empleo tiene ventaja sobre la demanda, admite, no obstante, gradaciones y excepciones. Hay situaciones de escasez de recursos humanos —﻿en general, o más frecuentemente en relación con ciertas cualificaciones profesionales﻿— que pueden alterar la balanza de las posiciones de las partes. Un efecto análogo de atenuación del desequilibrio de poder de negociación es el producido en las sociedades actuales por la cobertura pública de las necesidades básicas a través de rentas sociales mínimas o de prestaciones de desempleo.

			Del análisis de intereses que se acaba de exponer deriva la segunda de las finalidades institucionales del Derecho del Trabajo, que es la compensación de la debilidad contractual del trabajador en la relación de trabajo asalariado. Este propósito de reequilibrar la posición del trabajador-contratante débil se procura en el ordenamiento laboral por distintos medios o vías. Uno es la legislación de condiciones mínimas de empleo y trabajo, que impone a los empresarios límites o barreras a posibles abusos de su posición dominante. Otro es la legislación sobre los instrumentos procesales y administrativos de exigencia o aplicación del ordenamiento laboral, en la que cabe apreciar también con toda claridad la huella de esta finalidad compensadora. En fin, otra vía para alcanzar el mismo objetivo es el reconocimiento a los trabajadores de medios de autotutela o autodefensa colectivas, que permitan restablecer la balanza de intereses con los empresarios en un punto de mayor equilibrio.

			La finalidad compensadora del Derecho del Trabajo tiene su fundamento, no en méritos o deméritos abstractos de los trabajadores y los empresarios como grupos sociales, sino en aspectos o datos concretos del mercado de empleo y de la relación de trabajo asalariado. Tales datos responden, como se ha apuntado más arriba, a características estables de la estructura social y de la división del trabajo; pero presentan, no obstante, notables variaciones de grado o cantidad, según el país y el momento histórico. De ahí que el óptimo de balanza compensatoria del ordenamiento laboral no coincida con la máxima ventaja para los trabajadores, sino con la dosis de compensación necesaria para contrapesar el desequilibrio inicial de posiciones; dosis compensatoria que no es, por tanto, la misma en distintas épocas, en distintos países, o en distintos sectores del mercado de trabajo. El dinamismo y la diversificación del ordenamiento laboral tienen aquí una de sus principales raíces.

			C) La finalidad de construcción y sostenimiento del sistema de relaciones laborales


			En un primer momento las normas de Derecho del Trabajo se limitaron a tolerar la existencia y las actividades de las representaciones profesionales. En un momento posterior los ordenamientos laborales han asumido como objetivo o finalidad la gobernabilidad y operatividad del «sistema de relaciones laborales», entendido como el conjunto formado por las representaciones profesionales y por las prácticas de negociación o interacción existentes entre las mismas [supra III.1].

			Por esta razón la legislación sobre sindicatos y sobre relaciones colectivas de trabajo no se limita al mero reconocimiento de la libertad de asociación profesional y de los derechos de acción colectiva de trabajadores y empresarios, sino que establece además las reglas de juego a que se han de someter los distintos actores de las relaciones laborales. Tales reglas de juego no suelen ser neutrales desde el punto de vista de la selección de los sujetos colectivos o de las prácticas de actuación de los mismos, sino que tienen una importante función promocional de unos y otras. En el caso de España la legislación sobre sindicatos y relaciones colectivas de trabajo ha ejercido una profunda influencia sobre el sistema de relaciones laborales, erigiéndose en uno de los principales factores de configuración del mismo. Los instrumentos jurídico-laborales de esta legislación promocional son el régimen de la representatividad sindical (Capítulo 7.V) y las reglas sobre legitimación y sobre unidades de negociación en el convenio colectivo de eficacia general (Capítulo 9.II).

			D) La finalidad de rendimiento de la fuerza de trabajo


			Los aspectos del ordenamiento laboral de protección de la persona del trabajador, o de compensación de su debilidad contractual, o de «promoción» de un sistema de relaciones laborales de ciertas características, no agotan, sin embargo, los objetivos de esta rama del Derecho. Junto a ellos hay que situar otro propósito, que es el rendimiento del capital humano o fuerza de trabajo disponible. El rendimiento o productividad de la fuerza de trabajo es un objetivo primariamente económico. Pero a través de él se persigue también, mediatamente, un objetivo social, que es el mantenimiento y la creación de puestos de trabajo en las empresas y en el conjunto del sistema productivo. La compaginación de este objetivo de empleo con las otras finalidades del Derecho del Trabajo se ha convertido en el principal motor de las «reformas del mercado de trabajo» que caracterizan la evolución de los ordenamientos laborales a partir de los años ochenta del siglo pasado [Capítulo 2.IV.2.C)].

			Para alcanzar el objetivo de rendimiento de la fuerza de trabajo en el ámbito de las empresas, el Derecho del Trabajo ha puesto a disposición de los empleadores una amplia gama de recursos de gestión de personal que no figuran en el acervo del derecho común de los contratos. Entre ellos destacan las facultades directivas y disciplinarias, los derechos concernientes a la movilidad y a la modificación de condiciones de trabajo, las instituciones de participación del personal en los centros de trabajo, y la negociación colectiva de empresa.

			
2. LA FUNCIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO EN LA VIDA SOCIAL


			Es frecuente la definición de la función del Derecho del Trabajo mediante la apelación a la justicia; concretamente, a una de las manifestaciones de la justicia que es la «justicia social». Aunque la definición de la justicia social no resulte tarea fácil, puede considerarse opinión compartida que en ella se incluyen dos ingredientes: 1) la igualdad de oportunidades a todos los individuos, en compensación de las desigualdades de origen social entre los mismos, y 2) la asunción por la sociedad organizada de la atención de aquellas necesidades vitales que determinados grupos de individuos no pueden atender satisfactoriamente por sí mismos. La justicia social formaría parte, por tanto, de la justicia distributiva, consistente en el reparto de posiciones y recursos a cargo de la sociedad organizada; una y otra suponen un complemento y también a veces una corrección a la justicia conmutativa, consistente en el respeto al intercambio contractual de bienes y servicios.

			Otro enfoque posible de la función del Derecho del Trabajo en la sociedad puede realizarse desde la perspectiva de la finalidad de paz social que corresponde en general al ordenamiento jurídico. Desde este punto de vista se suele insistir en la consideración de esta rama del ordenamiento como factor de coexistencia pacífica en un sector de la sociedad particularmente conflictivo, como suele ser el mundo del trabajo. Formulación concreta de este enfoque es la visión del Derecho del Trabajo como derecho «transaccional»; esto es, como recurso de la sociedad organizada para aplacar tensiones sociales mediante compromisos entre posiciones divergentes.

			Desde una perspectiva más próxima a las distintas instituciones del Derecho del Trabajo, el análisis de la función del ordenamiento laboral se limita a veces a los ámbitos o subsistemas particulares en que éste actúa de manera más inmediata: el mercado de empleo, el trabajo en la empresa, las relaciones entre representaciones profesionales y el subsistema político. Entre las reflexiones realizadas a este nivel de abstracción sobre el papel del Derecho del Trabajo no faltan las valoraciones críticas negativas sobre algunas de sus instituciones principales o de sus modos de regulación más típicos. Así sucede con la posición neoliberal y con el libertarismo que le suele servir de sustento ideológico, que consideran al Derecho del Trabajo como una interferencia contraproducente e incluso injusta en el libre juego del mercado. Y así sucede también, en el polo opuesto, con la posición marxista tradicional, la cual afirma de entrada que el trabajo asalariado, es decir el contrato de trabajo, comporta en las economías capitalistas la explotación del trabajador, valorando a continuación el ordenamiento laboral en su conjunto como una concesión calculada de la burguesía para hacer tolerable tal explotación de la clase obrera. Esta última visión se encuentra ya, con una retórica convertida luego en estereotipo, en el folleto de Lenin «La Ley de multas de fábricas» (1897).

			No podemos abordar en este curso de Derecho del Trabajo una explicación detallada de la función del ordenamiento laboral desde una perspectiva general o desde el punto de vista más concreto de las instituciones y de los subsistemas normativos que lo integran. Más factible resulta contemplar la función histórica más relevante que ha cumplido el Derecho del Trabajo en las sociedades desarrolladas, que es, a nuestro juicio, la integración de las clases trabajadoras en la sociedad. Esta visión retrospectiva permite analizar el ordenamiento laboral como proyecto y como resultado. Y explica al mismo tiempo, por la historia y la idiosincrasia de los pueblos, la diversidad de sistemas normativos que se han ido formando en los distintos países, sobre el eje de una mayor o menor intervención de los poderes públicos, y de la asignación de un campo mayor o menor a las representaciones profesionales.

			El acento en la integración de las clases trabajadoras permite, además, ofrecer una explicación satisfactoria a la importante presencia de las representaciones profesionales en los ordenamientos laborales de hoy. En efecto, la atribución a los propios representantes de trabajadores y empresarios de instrumentos de intervención y defensa, en vistas a la regulación de las relaciones de trabajo, se ha revelado a lo largo de la historia como una vía efectiva de integración de los trabajadores asalariados en la sociedad. En la base de tal atribución subyace la idea de que la integración de sectores, grupos o clases no está asegurada de antemano, y ha de apoyarse más en reglas de procedimiento y de negociación que en una pretendida armonía preestablecida de los intereses sociales.

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
ORIGEN, FORMACIÓN Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			SUMARIO: I. Instituciones históricas del trabajo por cuenta ajena. 1. Las instituciones del trabajo forzoso: esclavitud y servidumbre. 2. La «prehistoria» del Derecho del Trabajo: trabajo gremial y contratos de servicios del antiguo régimen. 3. Arrendamiento de servicios y mandato de los auxiliares del comerciante. II. Los orígenes del Derecho del Trabajo. 1. «Cuestión social» y «reforma social». 2. Las «leyes de fábricas». 3. De la tolerancia a la legalización de sindicatos y coaliciones. 4. La emergencia de la Administración de Trabajo y de la Jurisdicción Social. III. La formación del Derecho del Trabajo. 1. El paso del arrendamiento de servicios al contrato de trabajo. 2. La aparición del Derecho colectivo del Trabajo. 3. La etapa de formación del Derecho del Trabajo en España. IV. Evolución del Derecho del Trabajo en España. 1. El Derecho del Trabajo en el régimen franquista. 2. El Derecho del Trabajo a partir de la Constitución de 1978. V. El ordenamiento laboral español en el Derecho comparado. 1. Elementos configuradores de los ordenamientos laborales. 2. Rasgos característicos del Derecho del Trabajo en España.

			El recorrido histórico del Derecho del Trabajo no ha sido hasta ahora muy largo; por recordar una fecha simbólica: la primera ley laboral que fue objeto de aplicación efectiva en el Derecho español —﻿la Ley de accidentes de trabajo de 30 de enero de 1900﻿— data del primer mes del primer año del siglo XX. Pero, a pesar de su reciente aparición, la historia del ordenamiento laboral abunda en cambios normativos. Vamos a proceder a la descripción del panorama histórico del Derecho del Trabajo mediante la distinción de tres etapas distintas, delimitadas con un criterio secuencial abstracto que pueda permitir su identificación como períodos significativos tanto en el Derecho español como en el derecho comparado. Estas tres etapas son la de los «orígenes» o aparición de la legislación de trabajo (II), la etapa de la «formación» del Derecho del Trabajo (III), y la etapa de la «evolución» del conjunto normativo ya formado (IV). El estudio de la historia del Derecho del Trabajo en el que se centra este capítulo irá precedido de una somera indicación de las instituciones básicas del trabajo por cuenta ajena en períodos precedentes (I), y se cerrará con una exposición de los rasgos singulares del Derecho del Trabajo español desde la perspectiva del derecho comparado (V).

			
I. INSTITUCIONES HISTÓRICAS DEL TRABAJO POR CUENTA AJENA

			BIBLIOGRAFÍA: M. ALONSO OLEA, De la servidumbre al contrato de trabajo, Tecnos, Madrid, 1987; M. ALONSO OLEA, «Las raíces del contrato de trabajo», Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, núm. 4, curso 1988-1989; G. BAYÓN CHACÓN, La autonomía de la voluntad en el Derecho del Trabajo, Madrid, 1955; H. Coing, Derecho Privado Europeo, Fundación Cultural del Notariado, Madrid, 1996, Tomo I (1500-1800), pp. 574-584 (contratos de locatio conductio y de mandato) y Tomo II (El siglo xix), pp. 235-261 (Capítulo VI: Los comienzos del moderno Derecho del Trabajo) y pp. 594-606 (contratos de locatio conductio y de mandato); R. GIBERT, «El contrato de servicios en el Derecho medieval español», RPS, núm. 101 (1974); O. GIERKE, Los orígenes del contrato de servicios, trad. y estudio preliminar de G. Barreiro, Civitas, Madrid, 1980; J. MARTÍNEZ GIRÓN, Los pleitos de derecho privado sobre esclavitud ultramarina en la jurisprudencia del Tribunal Supremo (1857-1890), Civitas, 2002; A. MENGER, El Derecho civil y los pobres, versión española de A. Posada, Victoriano Suárez, Madrid, 1898 (nueva edición facsímil, Comares, Granada, 1998); G. SALVIOLI, El Derecho civil y el proletariado, ed. de B. Clavero, Universidad de Sevilla, 1979 (la 1.ª ed. es de 1907); K. POLANYI, La gran transformación. Los orígenes económicos y políticos de nuestro tiempo, Fondo de Cultura Económica, 2007.

			Desde el punto de vista histórico, el principal elemento diferenciador de las instituciones del trabajo por cuenta ajena es la libertad de trabajo (Capítulo 1.II.1). En esta sección vamos a considerar, agrupándolas con arreglo a este criterio, las distintas instituciones del trabajo por cuenta ajena que han tenido vigencia en épocas anteriores a la aparición del Derecho del Trabajo. En la esclavitud y en la servidumbre el trabajador es forzado a prestar trabajo con independencia de su voluntad. En el trabajo gremial y en los contratos de servicios del Antiguo Régimen, herederos de la locatio conductio operarum del Derecho Romano, el trabajo se presta en cumplimiento de una obligación asumida voluntariamente. El arrendamiento de servicios del Código Civil y los contratos de servicios de los auxiliares del comerciante del Código de Comercio se ajustan también al modelo de la locatio conductio operarum, trasplantado al modo de producción del liberalismo inicial.

			
1. LAS INSTITUCIONES DEL TRABAJO FORZOSO: ESCLAVITUD Y SERVIDUMBRE


			La esclavitud y la servidumbre son las dos instituciones del trabajo forzoso de mayor relieve histórico. Los períodos de vigencia de una y otra son en parte coincidentes. La diferencia entre ellas se encuentra en el reconocimiento en la servidumbre y no en la esclavitud de una esfera de autonomía del individuo en la vida personal y familiar.

			En la Edad Antigua la forma más frecuente de trabajo por cuenta ajena es la esclavitud. Ésta se define como una relación en la que una persona (dueño) detenta facultades dominicales de uso, disfrute y disposición sobre otra persona (esclavo), a la que rebaja así a la condición de cosa o semoviente; en los términos del artículo 5 de la Convención de Ginebra de 25 de septiembre de 1926: «La esclavitud es el estado o condición de un individuo sobre el que se ejercen todos o algunos de los atributos del derecho de propiedad.» Entre las facultades dominicales del dueño se encuentra desde luego —﻿y tal es precisamente la clave económica de la institución﻿— la de hacer trabajar a los esclavos, y la de aprovechar su fuerza de trabajo, apropiándose de los frutos o resultados del mismo.

			El título inicial de la esclavitud (esto es, el procedimiento por el cual un individuo se convierte en esclavo de otro) es en este período de la Edad Antigua la conquista guerrera: los vencidos en guerra o bien son exterminados, o bien son esclavizados. A partir de tal caída o degradación inicial, la condición del esclavo se prolonga en los hijos por el carácter estamental de estas sociedades. Aunque el apogeo de la esclavitud, como institución reguladora de un tipo de trabajo forzoso y por cuenta ajena, se da en la Edad Antigua, existen manifestaciones de la misma, algunas de ellas notorias, durante las Edades Media, Moderna y Contemporánea. En estas últimas la esclavitud aparece estrechamente conectada con el fenómeno colonial y con el tráfico de mano de obra hacia los territorios del Nuevo Mundo.

			Así como el de esclavitud es un concepto jurídico de gran simplicidad (lo que no obsta, desde luego, a que la condición fáctica de los esclavos haya variado mucho a lo largo del tiempo), la servidumbre es, en cambio, muy difícil de reducir a una definición sintética, puesto que la diversidad de la situación de los siervos no es meramente fáctica sino jurídica. Tal diversidad obedece a dos tipos de causas: la multiplicidad de cauces de acceso a la condición servil (manumisión, encomienda, colonato, también captura en guerra, etc.), y las variaciones normativas de la institución en los distintos territorios o feudos y en los diferentes momentos de su evolución. En todo caso, a diferencia del esclavo, el siervo es sujeto de ciertos derechos en la esfera personal y familiar, si bien no puede disponer libremente de su propia actividad productiva, habiendo de aplicarla con carácter forzoso al servicio del señor o al cultivo de la tierra.

			Además de trabajo forzoso, el trabajo en régimen de servidumbre —﻿típico del medio rural en el feudalismo﻿— es, normalmente, trabajo por cuenta ajena, en el que los resultados productivos benefician o son adquiridos por el señor feudal. De todas maneras, conviene tener presente que la ajenidad en el trabajo no es consustancial con el trabajo servil. Lo definitorio de la servidumbre es la transmisión forzosa de excedentes productivos de los siervos a los señores, y no el mecanismo jurídico a través del cual dicha transmisión tiene lugar. Trabajo servil es el de los que prestan servicios personales a los señores o cultivan obligatoriamente las tierras de estos últimos —﻿y aquí nos encontramos indudablemente ante relaciones de trabajo por cuenta ajena﻿—. Y trabajo servil es también el de los siervos de la gleba titulares del dominio útil de la misma, sobre los que recae el gravamen de dedicar parte de las cosechas o de sus trabajos en beneficio del señor —﻿y aquí, en cambio, nos encontramos formalmente ante relaciones de trabajo por cuenta propia﻿—.

			
2. LA «PREHISTORIA» DEL DERECHO DEL TRABAJO: TRABAJO GREMIAL Y CONTRATOS DE SERVICIOS DEL ANTIGUO RÉGIMEN


			La esclavitud y la servidumbre son las instituciones clave de los regímenes económicos que preceden a la revolución liberal, que marca la línea divisoria entre el Antiguo Régimen y la Edad Contemporánea. Pero en los regímenes preliberales encontramos también instituciones de trabajo libre por cuenta ajena: el trabajo gremial de oficiales y aprendices, y los contratos de servicios. En estas instituciones de la «prehistoria del Derecho del Trabajo» se encuentran ya muchos rasgos que enlazan con la regulación contemporánea del trabajo asalariado; en particular, la libertad de trabajo y la regulación heterónoma o corporativa de las condiciones de empleo y trabajo.

			Las notas distintivas del trabajo en régimen gremial se pueden reducir a tres. La primera es la prestación de los servicios en el marco de una corporación profesional en la que se reconocen tres categorías socioprofesionales diferentes: la posición de maestro, que es al mismo tiempo trabajador por cuenta propia y «patrono» o empleador; la posición de oficial que es, netamente, trabajador por cuenta ajena; y la posición de aprendiz, que también presta servicios en régimen de ajenidad, al tiempo que adquiere las aptitudes y habilidades del oficio. El segundo rasgo del trabajo gremial es la ejecución del mismo con arreglo a normas sobre producción y sobre condiciones de trabajo establecidas con carácter imperativo por la propia corporación gremial, de forma que la autonomía de los contratantes y la iniciativa empresarial quedan reducidas a la mínima expresión. Muchas de estas normas de las «ordenanzas gremiales» relativas a condiciones de trabajo y empleo (período de prueba, disciplina, duración del contrato, tiempo de trabajo) tienen una orientación análoga a la de las regulaciones vigentes en la materia. La tercera nota del trabajo gremial, y la que más interesa destacar aquí, es que tanto los oficiales como los aprendices (y, por supuesto, los maestros) son trabajadores libres. Bien es verdad que la libertad de trabajo de los aprendices quedaba seriamente afectada en muchos casos por la combinación de una larga duración de sus contratos —﻿seis años es un término frecuente﻿— con un régimen de desvinculación de los mismos muy riguroso.

			Fuera del ámbito reducido de los gremios, y fuera incluso del ámbito de las ciudades, pueden encontrarse también formas institucionales de trabajo libre y por cuenta ajena en períodos históricos anteriores a la revolución liberal. Tales son los contratos de servicios, procedentes tanto de la tradición jurídica romana como de la germánica, que aparecen o reaparecen en distintos sectores o actividades económicas, como el trabajo en el mar, o las manufacturas, o la propia actividad agrícola. En efecto, aunque rodeados de trabajo servil, existen numerosos enclaves de trabajo libre y por cuenta ajena incluso en el medio rural: son los contratos agrarios de servicios cuyas huellas documentales se remontan a la Baja Edad Media. La característica que conviene resaltar de estos contratos es su celebración por meses u otros períodos limitados de tiempo, al cabo de los cuales el jornalero o campesino libre quedaba desvinculado de la obligación de trabajar. La determinación de las condiciones de trabajo en los contratos de servicios del Antiguo Régimen se llevó a cabo en muchas ocasiones mediante normas de diverso origen y naturaleza. Al igual que las ordenanzas gremiales, estos antecedentes normativos preliberales se refirieron a aspectos muy diversos de la relación individual de trabajo, coincidiendo muchos de ellos con los que están presentes en la actual regulación de la misma: limitación de la jornada y del tiempo de servicio, duración de los contratos, garantías de las retribuciones, deberes de protección del empleador en los supuestos de enfermedad, etc.

			
3. ARRENDAMIENTO DE SERVICIOS Y MANDATO DE LOS AUXILIARES DEL COMERCIANTE


			En la definición del Código Civil español el arrendamiento de servicios es aquel contrato en virtud del cual «una de las partes se obliga a prestar a la otra un servicio por un precio cierto» (art. 1.544). Se trata, pues, de un instituto que regula un tipo de trabajo a título oneroso o retribuido («precio cierto»), libre (en la doble vertiente de la constitución voluntaria de la obligación de trabajar, y también, como se verá luego, de la facilidad de desvinculación de la misma) y por cuenta ajena (los servicios son prestados en favor de la otra parte del contrato). Por su parte, el Código de Comercio contempla y regula las relaciones de servicios de las personas que auxilian al comerciante, efectuando operaciones de «tráfico en su nombre y por su cuenta» (art. 281).

			A) Dependencia y autonomía en el arrendamiento de servicios y en el mandato mercantil


			Nada dice el Código Civil sobre el carácter subordinado del trabajo realizado en cumplimiento del arrendamiento de servicios, si bien en las previsiones del legislador el tipo contractual estaba diseñado para el trabajo prestado de tal manera. Es significativo, en este sentido, que los ejemplos de servicios que contiene se refieran a trabajadores que normal o necesariamente prestan trabajo dependiente: «criados (domésticos y de labranza), menestrales, artesanos y demás trabajadores asalariados» (arts. 1.586 y 1.587). Pero la falta de referencia expresa en sus preceptos a la subordinación en la prestación del trabajador ha permitido a la jurisprudencia posterior la aplicación extensiva de los mismos al trabajo autónomo prestado en favor de otro; señaladamente, a los servicios de profesionales en régimen de ejercicio libre. En cambio, la subordinación en la relación de servicios de los auxiliares del comerciante sí consta en varios pasajes del Código de Comercio; de manera evidente en el artículo 297, donde se afirma la responsabilidad de los mismos frente a «sus principales» por «infracción de las órdenes e instrucciones que hubieren recibido».

			B) El régimen «liberal» de los contratos de servicios


			El arrendamiento de servicios incorpora a la ordenación del trabajo por cuenta ajena dos principios básicos del régimen liberal: el principio de libertad de trabajo, y el principio de autonomía de la voluntad o de abstención de los poderes públicos en la regulación del contenido de las relaciones entre particulares. La incorporación de la libertad de trabajo se manifiesta, de entrada, en el origen voluntario (contractual) de la obligación de trabajar; pero se manifiesta también en otro aspecto fundamental, que es el de las reglas de desistimiento o desvinculación de la prestación de servicios por parte del trabajador; este «puede despedirse» con «justa causa» en todo caso, y puede también deshacer la relación contractual por su mera voluntad en el contrato por tiempo indefinido (art. 1.586, interpretado a contrario), o al vencimiento del término en el contrato por tiempo determinado (art. 1.586), o incluso antes de expirar el término en el caso del «criado doméstico» (art. 1.584). El abstencionismo normativo se refleja también con toda claridad en los escasos preceptos que el Código Civil dedica a la materia; entre ellos figuran los citados artículos 1.584 y 1.586 sobre desistimiento o desvinculación del contrato, que contienen una regulación idéntica para la dimisión del trabajador y para el despido o desistimiento del contrato por voluntad del empresario, estableciendo así lo que hoy llamaríamos un régimen de «despido libre». Otro precepto significativo es el artículo 1.585, que advierte sobre la «vigencia acerca de los amos y sirvientes [de] lo que determinen las leyes y reglamentos especiales»; se trata de una alusión clara a la legislación de trabajo en proyecto o de reciente promulgación en el momento de la aprobación del Código Civil (1889). Sucedió, sin embargo, que cuando estas leyes y reglamentos adquirieron cierta consistencia el tipo contractual cambió su denominación por la de «contrato de trabajo».

			La escasez y fragmentariedad de la regulación civil del arrendamiento de servicios supone que los aspectos principales de la relación de trabajo surgida de este contrato —﻿el salario o «precio» de los servicios, el tiempo de trabajo, la intensidad del mismo, el modo de la prestación, las restantes condiciones de trabajo﻿— son remitidos implícitamente a la autonomía de la voluntad, esto es, a los pactos o acuerdos entre los contratantes. En suma, en el arrendamiento de servicios se aplican a la fuerza de trabajo las mismas reglas y principios de intercambio que valen para la generalidad de los compromisos y transacciones concertados entre particulares. En la época en que dicha figura contractual fue el soporte institucional de la regulación del trabajo asalariado, este quedó sometido, por tanto, al derecho común de los contratos, en el que la voluntad de los contratantes (la «autonomía de la voluntad» reconocida en el art. 1.255 CC) es la principal fuente de las obligaciones; y en el que no existe como regla general fijación de condiciones contractuales a cargo de los poderes públicos o de instancias colectivas.

			La consideración de la regulación de la relación de servicios de los auxiliares del comerciante conduce a conclusiones semejantes. El Código de Comercio dedica especial atención a los respectivos poderes y responsabilidades de los factores, dependientes y mancebos, pero no a los aspectos internos de su relación con el comerciante, que se remiten implícitamente a la autonomía de la voluntad. En lo que concierne a la extinción del contrato, la regulación mercantil se mantiene fiel al régimen de despido libre (art. 302: «[e]n los casos en que el empeño no tuviere tiempo señalado, cualquiera de las partes podrá darlo por fenecido»), si bien las disposiciones sobre el preaviso (art. 302) y sobre la indemnización por terminación anticipada del contrato «por tiempo fijo» (art. 299) son más favorables para los empleados mercantiles que las del Código Civil.

			
II. LOS ORÍGENES DEL DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: M. R. ALARCÓN CARACUEL, El Derecho de asociación obrera en España (1839-1900), Ed. Rev. de Trabajo, Madrid, 1975; M. ALONSO OLEA, «Sobre la historia de los procesos de trabajo», RT, núm. 15 (1966); A. ÁLVAREZ BUYLLA, A. GONZÁLEZ POSADA y L. MOROTE, El Instituto de Trabajo. Datos para la historia de la reforma social en España, MTSS, Madrid, 1986 (la 1.ª ed. es de 1902); E. HERCKNER, La cuestión obrera, Reus, Madrid, 1916; J. E. LÓPEZ AHUMADA, La gran reforma social de 1900, Cinca, Madrid, 2018; A. MARVAUD, La cuestión social en España, Ed. Rev. de Trabajo, Madrid, 1975 (la 1.ª ed. es de 1910); M.ª T. SOSA MANCHA, La emergencia del contrato de trabajo (la codificación civil y los proyectos de ley de contrato de trabajo, 1821-1924), Civitas, Madrid, 2002; F. SUÁREZ GONZÁLEZ, Mujeres y menores ante el Derecho del Trabajo, IEP, Madrid, 1967; VV. AA. (coord. A. Montoya), Centenario del Instituto de Reformas Sociales, núm. extraordinario de la RMTAS, 2003.

			Los orígenes del Derecho del Trabajo suelen ser parecidos en los países del área cultural europea y americana. Las diferencias en las normas que señalan el nacimiento del Derecho del Trabajo son a veces muy notables en cuanto a la cronología, pero no en cuanto a su contenido sustantivo. La semejanza de los distintos ordenamientos laborales en la etapa de los orígenes tiene su razón de ser en las similitudes y coincidencias de los cuatro presupuestos o procesos históricos entrelazados que, aunque no de forma simultánea en todos los países, han contribuido al nacimiento de esta rama del Derecho.

			El primero de estos procesos históricos es la revolución liberal, que trajo consigo la consagración de la libertad de trabajo y la consiguiente generalización del trabajo asalariado y del mercado de trabajo como instituciones sociales básicas del trabajo por cuenta ajena. El segundo presupuesto es el conjunto de cambios en el sistema productivo derivados de la introducción en el mismo de nuevas máquinas y medios técnicos, que se conoce con el nombre de revolución industrial. Un tercer presupuesto de la aparición del Derecho del Trabajo es la llamada cuestión social, expresión que designa al complejo de problemas políticos y sociales originados en el mundo del trabajo en la fase inicial del liberalismo y la industrialización. El cuarto y más inmediato proceso histórico que explica la emergencia de este sector del ordenamiento es el movimiento ideológico y de propuesta legislativa que se conoce con el nombre de «reforma social». Puede afirmarse, en resumen, que el Derecho del Trabajo ha surgido como un movimiento legislativo de reforma social para resolver o dar respuesta a los aspectos de la cuestión social relativos al trabajo asalariado y al mercado de trabajo a raíz de la primera revolución industrial.

			El intervalo entre la revolución liberal y los orígenes del Derecho del Trabajo abarca en España desde la década de los treinta del siglo XIX (abolición definitiva del Antiguo Régimen) hasta los comienzos del siglo XX (primeras leyes laborales de aplicación efectiva). En estos dos tercios de siglo maduran los procesos históricos que están en el origen del ordenamiento laboral: consolidación de los primeros focos de producción fabril, formación del mercado nacional, aparición de los problemas sociales y políticos derivados de las condiciones de vida y trabajo de los obreros asalariados. Las leyes de trabajo empiezan entre nosotros unos años más tarde que en otros países europeos, como Inglaterra, Francia o Alemania. La razón principal de este retraso es el propio relativo retraso de la primera revolución industrial en nuestro país. Si las primitivas leyes laborales son, por lo general, la respuesta a los problemas sociales más urgentes generados por la naciente producción fabril, no es extraño que a una incorporación tardía a los nuevos adelantos y técnicas industriales le corresponda una legislación laboral también más tardía.

			
1. «CUESTIÓN SOCIAL» Y «REFORMA SOCIAL»

			El primero y principal aspecto de la «cuestión social» es la explotación de la fuerza de trabajo, incluso en el segmento más débil y vulnerable de la mano de obra infantil. Tal explotación derivaba de la superioridad económica de los patronos, que les permitía de hecho en el contrato de arrendamiento de servicios fijar unilateralmente las condiciones de trabajo. Bajo capa de un contrato entre iguales y de determinación conjunta de sus cláusulas por ambas partes se encubría un «contrato de adhesión», en el que el trabajador se limitaba a aceptar las condiciones contractuales impuestas por el empresario.

			El segundo elemento de la «cuestión social» es el malestar generado por dicha situación de explotación, malestar alimentado también, en una relación circular de causa y efecto, por la represión de las organizaciones o actividades de defensa colectiva creadas o desarrolladas por los propios trabajadores. La posibilidad de autodefensa colectiva por parte de estos últimos, mediante negociaciones o medidas de conflicto, se encontraba cerrada en la época por obra de los principios individualistas entonces vigentes, que no reconocían ningún papel a los grupos intermedios entre el Estado y el ciudadano, y que consideraban incluso contrarias al orden social las llamadas «coligaciones» o «sociedades de resistencia». De ahí que, con una u otra tipificación penal («restricción de comercio» o «conspiración» en los países anglosajones: «asociación ilícita», «coalición» o «coligación» en los países latinos) las actividades de los sindicatos y demás uniones de trabajadores para conseguir mejores condiciones de trabajo fueran calificadas y castigadas como delito.

			La legislación de trabajo surge en muchos países tras un período más o menos dilatado de investigación e información promovidas por los poderes públicos, sobre los problemas sociales de las clases trabajadoras que se acaban de reseñar. Así ocurre en España, donde en 1883 se crea la Comisión de Reformas Sociales, a la que sustituye en 1903 el Instituto de Reformas Sociales. Los trabajos de estas instituciones fueron el fondo de documentación y de doctrina del que proceden las medidas legislativas que habrían de venir más tarde. Las ideas de reforma social, que inspiran a la legislación de trabajo de los «orígenes», se pueden resumir en tres, cada una de las cuales pugna con un dogma fundamental del liberalismo individualista inicial. Frente al dogma liberal-individualista de la igualdad de los contratantes, la legislación de trabajo se apoya en la idea de la asimetría del contrato de servicios a causa de la desigualdad de poder económico de patronos y obreros. Frente al dogma del abstencionismo normativo del Estado, la legislación de trabajo significa la intervención del poder público para la protección del contratante débil en la relación individual de trabajo. Frente al dogma liberal-individualista del entendimiento directo entre individuos en el mercado de empleo, la legislación de trabajo acaba admitiendo la intervención en dicho mercado de representaciones colectivas de trabajadores y empresarios.

			
2. LAS «LEYES DE FÁBRICAS»

			La expresión «leyes de fábricas» apunta a un rasgo destacable de la primitiva legislación de trabajo, que es la tendencia de estas normas protectoras a restringir su radio de acción al sector industrial, donde los problemas del nuevo modo de producción se presentaban con mayor agudeza. Bien es verdad que de este ámbito originario de la fábrica o el taller, las normas tuitivas de la primera hora se extendieron luego al comercio, al trabajo en el campo, y a las oficinas y despachos. Dentro de las leyes de fábricas se pueden distinguir tres grupos; el primero es el de las leyes de protección de las mujeres y los menores; el segundo, el de las normas legales de prevención y cobertura de accidentes de trabajo; y el tercero, el de las disposiciones sobre descanso dominical y jornada máxima de trabajo.

			A) Protección de mujeres y menores


			La intervención legislativa en el mercado de empleo se inicia en la generalidad de los países, y también entre nosotros, con la protección de los segmentos de la clase obrera más perjudicados por las condiciones de trabajo de la revolución industrial: primero los niños y después las mujeres. La aparición anticipada de este grupo normativo respondió probablemente a dos razones. La primera de ellas fue la advertencia por los poderes públicos de que la explotación masiva de mujeres y niños acarrearía a la sociedad a medio y largo plazo una grave depauperación de la salud de la población. La segunda fue la condición de víctimas indefensas de los grupos de trabajadores afectados, cuyo sacrificio desmentía de forma concluyente el axioma liberal-individualista (laissez-faire) de la armonía preestablecida del orden social.

			Entre los textos originarios de la legislación laboral española sobre menores y mujeres destacan la Ley de 24 de julio de 1873, sobre «el trabajo en los talleres y la instrucción en las escuelas de los niños obreros», conocida por el nombre de su promotor como «Ley Benot»; la Ley de 26 de julio de 1878, sobre «trabajos peligrosos de los niños»; y, sobre todo, la Ley de 13 de marzo de 1900, sobre «condiciones de trabajo de mujeres y menores». La importancia histórica de la Ley Benot estriba en dos puntos. El primero es la incorporación de algunos elementos normativos que habían de quedar de manera permanente en el ordenamiento con unos u otros contenidos o valores numéricos: edad mínima de admisión al trabajo, fijación de jornadas máximas de trabajo, prohibición a los menores del trabajo nocturno. El segundo punto de interés de esta ley es la ya señalada deficiente aplicación de la misma, que puso de relieve la necesidad de mecanismos de exigencia ad hoc en el ordenamiento laboral. La Ley de 1878 difirió notablemente en su ámbito y en su contenido de la Ley Benot. Los trabajos peligrosos a que se refería eran los de equilibrio, fuerza, dislocación, valor o proeza física de los «funámbulos, gimnastas, buzos, toreros, domadores de fieras» o profesionales del «circo». El objetivo final de la ley era la prohibición o restricción por debajo de dieciséis años tanto de estas actividades de trabajo como de la dedicación de los niños a la mendicidad. La técnica que se utilizó para conseguir este objetivo fue la persecución penal de los padres que los consentían o los fomentaban, y también de los organizadores de espectáculos o de actividades mendicantes a quienes aquellos los entregasen. En cuanto a la Ley de 1900 sobre «condiciones de trabajo de mujeres y menores», las novedades más importantes fueron la protección de la mujer en el embarazo y la maternidad, y la previsión de medios de exigencia de su cumplimiento que la convirtieron en una disposición bastante más efectiva que sus predecesoras. Además, buena parte de su contenido había de estar vigente muchos años, y se trasvasó virtualmente intacto a otras normas posteriores (incluido el texto refundido de la Ley de Contrato de Trabajo de 1944) [infra IV.1 C)].

			B) Prevención y protección de accidentes de trabajo


			Otro grupo normativo de la fase inicial de la legislación de trabajo es el de la prevención y protección de los riesgos profesionales. Esta legislación tiene dos partes distintas. Una referente a seguridad e higiene en el trabajo, y la otra relativa a la responsabilidad del empresario por las lesiones producidas por accidente de trabajo. La responsabilidad especial por accidente de trabajo, a diferencia de la civil común por daños, no requiere intervención dolosa o culposa del empresario; es, por tanto, una responsabilidad objetiva, inspirada en el «principio del riesgo», en virtud del cual quien pone en marcha fábricas o medios mecánicos potencialmente peligrosos debe hacer frente en todo caso a los siniestros producidos por los mismos.

			La responsabilidad objetiva de los empresarios por las secuelas de los accidentes de trabajo de los trabajadores a su servicio se introduce en España en la Ley de accidentes de trabajo de 1900 («Ley Dato»). El reglamento de esta Ley contiene también un «catálogo» de medidas de seguridad y prevención en el trabajo. La legislación posterior en la materia, tanto en España como en otros ordenamientos, evoluciona en una triple dirección. La primera es la extensión de su campo de aplicación desde la industria a la agricultura y los servicios. La segunda, la ampliación de las medidas de prevención y seguridad de necesaria observancia. Y la tercera, la exigencia de aseguramiento obligatorio de la responsabilidad objetiva del empresario de las resultas dañosas de los siniestros laborales.

			C) Descanso semanal y jornada máxima de trabajo


			La normativa laboral de limitación del tiempo de trabajo empieza por la fijación de jornadas máximas para los niños y las mujeres. El paso siguiente suele ser la implantación del descanso semanal. El establecimiento de jornadas máximas de trabajo se extiende más adelante a determinados sectores de trabajos penosos o peligrosos. Y de ellos se pasa finalmente a la jornada máxima de trabajo en todas las actividades e industrias.

			Este esquema de evolución es, efectivamente, el que sigue la legislación española. Después de las normas que hemos visto para la protección de menores y mujeres en el trabajo, aparece la Ley de Descanso dominical (de 3 de marzo de 1904). En la segunda década del siglo XX tiene lugar la limitación de la jornada máxima en las minas (Ley de 27 de diciembre de 1910); en el textil (Real Decreto de 24 de agosto de 1913), sector con un alto porcentaje de población femenina; en la dependencia mercantil (Ley de 4 de julio de 1918); y en la construcción (Real Decreto de 15 de marzo de 1919). Finalmente se aprobó el Real Decreto de 3 de abril de 1919, sobre la jornada máxima de ocho horas «en todos los trabajos». La lista de excepciones a esta regla general fue, sin embargo, bastante amplia, y dentro de ella se incluía buena parte del trabajo asalariado en el campo.

			
3. DE LA TOLERANCIA A LA LEGALIZACIÓN DE SINDICATOS Y COALICIONES


			El régimen jurídico de las organizaciones y actividades colectivas que surgen en las relaciones de trabajo pudo ser abordado por el liberalismo inicial desde dos líneas de razonamiento contrarias. Por una parte, la lógica liberal de la época conducía a que los fenómenos espontáneos de asociación o agrupación fueran admitidos por el Estado como cualquier otra actividad libre de los ciudadanos. Pero, de otro lado, los grupos intermedios de carácter profesional entre el individuo y el Estado eran vistos con desconfianza, en cuanto podían significar o bien una vuelta a las corporaciones del Antiguo Régimen, o bien una interferencia en el libre juego del mercado de trabajo.

			En un primer momento, el camino escogido en la generalidad de los países fue el de la represión de las distintas manifestaciones del fenómeno sindical. Así ocurrió también en España. De la represión se pasaría luego al reconocimiento de la organización y la acción colectiva en el sistema de relaciones laborales. Entre una y otra fase hay un estadio de tolerancia, que coincide con la etapa de los orígenes del Derecho del Trabajo. La fase de tolerancia de sindicatos y coaliciones se caracteriza, de un lado, por la relajación o cumplimiento poco riguroso de la legislación represiva, y de otro lado por la disponibilidad de vías legales de derecho común a las que aquellos pueden acogerse. De todas maneras, en la fase de tolerancia el marco legal no atribuye papel alguno a las representaciones profesionales; a lo más que llega, y no siempre ocurre así, es a ignorar su existencia.

			Las asociaciones sindicales, de acuerdo con la Novísima Recopilación de 1805 (Título XII, Leyes 12 y 13) entraban normalmente en la categoría de las asociaciones ilícitas, en cuanto formadas «sin el consentimiento de la Autoridad Pública», o en cuanto incumplidoras de las «condiciones de actuación que esta les hubiese fijado». Las únicas asociaciones profesionales permitidas sin obstáculo legal fueron ya bien entrado el siglo XIX las sociedades de socorros mutuos, acogidas a una Orden circular de 1839. La legalización de las asociaciones profesionales se inicia entre nosotros a raíz de la llamada «Revolución de septiembre», con el Decreto de 20 de noviembre de 1868. A este reconocimiento, reiterado en sucesivas normas constitucionales, sigue la regulación de la Ley General de Asociaciones de 30 de junio de 1887, que permitió la salida a la luz de las organizaciones sindicales, buena parte de las cuales se acogió a sus disposiciones. Pero la Ley de 1887, que ni siquiera las mencionaba en la lista de asociaciones típicas de la vida social, no fue un marco legal adaptado a sus peculiaridades organizativas ni tampoco a las actividades sindicales de negociación, conflicto o representación.

			En efecto, la legalización de las asociaciones profesionales no alcanzó en un principio la acción colectiva de los trabajadores, problema tanto más importante cuanto que el sindicato se diferencia de los demás tipos de asociaciones precisamente por los medios de acción que pone en juego (Capítulo 7.I.2). Así, poco después del reconocimiento del derecho de asociación de 1868, el Código Penal de 1870 mantuvo la persecución penal de las «coligaciones» o coaliciones profesionales establecidas «con el fin de encarecer o abaratar abusivamente el precio del trabajo o regular sus condiciones». Si nos atenemos exclusivamente al cambio legislativo, hubo que esperar a la Ley de huelgas y coligaciones de 1909 para la despenalización de las huelgas y cierres patronales. En la práctica de los tribunales, la despenalización se produjo, sin embargo, unos años antes, mediante una interpretación restrictiva, centrada en el adverbio «abusivamente», del supuesto de hecho tipificado en el Código Penal; se entendió por parte del Ministerio Fiscal que no significaba encarecimiento «abusivo» del precio del trabajo la concertación de trabajadores «sin violencias ni amenazas» para rechazar la prestación de servicios por debajo de una determinada retribución (Circular de 20 de junio de 1902).

			
4. LA EMERGENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN DE TRABAJO Y DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL


			La falta de aplicación efectiva de las primeras leyes laborales dio lugar a que los poderes públicos adquirieran conciencia de que la intervención legislativa en el mercado de empleo, para encauzar las fuerzas económicas que en él se manifestaban, sólo podía tener posibilidades de éxito si contaba con medios ad hoc de vigilancia o apoyo al cumplimiento de la ley: sanciones penales o administrativas suficientemente disuasorias; procedimientos eficaces de vigilancia; órganos públicos especializados de inspección.

			Junto a los medios especiales de exigencia de la legislación de trabajo hay que considerar los medios o garantías jurisdiccionales del cumplimiento de dicha normativa, para el caso de que falle o exista discrepancia en su aplicación voluntaria o administrativa. Esta aplicación contenciosa de la legislación de trabajo se lleva a cabo también, a partir de un cierto momento histórico, a través de reglas orgánicas y de procedimiento distintas de las que rigen en el proceso civil ordinario. Los fines que persigue tal regulación especial son dos: facilitar el acceso a la justicia por parte de los trabajadores, compensando las dificultades particulares de defensa jurisdiccional que derivan de su posición de debilidad económica y de subordinación jurídica; y conseguir un funcionamiento eficaz de los tribunales en este sector de la vida social, adaptando su modo de proceder a los problemas peculiares del mundo del trabajo. Las normas que se encargan de atender a los fines anteriores son de muy diversa naturaleza: justicia gratuita, abreviación de plazos procesales, aligeramiento de requisitos, etc. Eventualmente, a las anteriores especialidades procedimentales se añade una distinta configuración del órgano jurisdiccional, que da lugar a la especialización de los tribunales de trabajo.

			La creación de la Inspección de Trabajo en España tiene lugar mediante Real Decreto de 1 de marzo de 1906. La implantación de la misma se dejó sentir en una efectividad mayor del ordenamiento laboral. La conversión del proceso civil en proceso de trabajo, mediante la adaptación de las estructuras normativas de aquél a las peculiaridades de las relaciones de trabajo tiene lugar entre nosotros a raíz de las leyes de «Tribunales industriales» de 19 de mayo de 1908 y de 22 de julio de 1912, que sustituyó a la anterior. La especialidad de esta regulación no se limitó al acondicionamiento del cauce procesal, sino que afectó también, como señalaba el propio título de las citadas leyes, al organismo jurisdiccional encargado del conocimiento y resolución de los pleitos laborales. Otra Ley de 19 de mayo de 1908 creó «consejos de conciliación y arbitraje industrial» para la solución de los conflictos de trabajo que hubieran dado lugar a huelgas o paros patronales.

			
III. LA FORMACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: M. ÁLVAREZ DE LA ROSA, La construcción jurídica del contrato de trabajo, Comares, Granada, 2011; M. GARCÍA FERNÁNDEZ, La formación del Derecho del Trabajo, Universidad de Palma de Mallorca, 1984; J. GARCÍA MURCIA, «La legislación social», Comentarios a la Constitución española de 1931 (dir. J. Oliver Araujo y A. Ruiz Robledo), Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2021; R. GIL ALBURQUERQUE, El Derecho del Trabajo democrático en la República de Weimar, Bomarzo, Albacete, 2017; A. MARTÍN VALVERDE, «La formación del Derecho del Trabajo en España», Estudio preliminar a La legislación social en la Historia de España. De la revolución liberal a 1936, Congreso de los Diputados, Madrid, 1987; J. MONTALVO CORREA, Fundamentos de Derecho del Trabajo, Civitas, Madrid, 1975; A. MONTOYA MELGAR, Ideología y lenguaje en las leyes laborales de España (1873-2009), Civitas, Pamplona, 2009; M. C. PALOMEQUE LÓPEZ, Derecho del Trabajo e ideología, 6.ª ed., Tecnos, Madrid, 2002; H. SINZHEIMER, Crisis económica y Derecho del Trabajo, IELSS, Madrid, 1984; L. E. DE LA VILLA, La formación histórica del Derecho español del Trabajo, Comares, Granada, 2003; VV. AA. (comp. B. Hepple), La formación del Derecho del Trabajo en Europa, MTSS, 1994.

			La configuración del Derecho del Trabajo como un sistema normativo se produce en Europa en los años siguientes a la Primera Guerra Mundial. Ven la luz en esta época en distintos países leyes sobre sindicatos, convenios colectivos y regulación de condiciones de trabajo. En España se asiste también en estos años, que coinciden con la fase final del régimen de la Restauración (1917-1923) y se prolongan hasta la II República, a una intensa actividad normativa. Las señas de identidad de la formación del Derecho del Trabajo son dos: el paso del arrendamiento de servicios al contrato de trabajo, y el reconocimiento legal de las instituciones del Derecho colectivo del Trabajo.

			
1. EL PASO DEL ARRENDAMIENTO DE SERVICIOS AL CONTRATO DE TRABAJO


			El esquema o estructura básica del contrato de trabajo y del arrendamiento de servicios son virtualmente idénticos: en ambos se produce el intercambio de un trabajo por una retribución (facio ut des). Cabe apreciar, sin embargo, diferencias muy notables entre uno y otro; el contrato trabajo es un arrendamiento de servicios «reformado», que ha incorporado a su estructura y a su contenido los principios de la «reforma social» a que nos hemos referido (supra II.1). Dos procesos normativos caracterizan esta metamorfosis: a) la ampliación y expansión de la normativa de condiciones mínimas de trabajo; y b) la regulación de la vida de la relación individual de trabajo, es decir, de las condiciones de empleo.

			A) Ampliación y expansión de la normativa de condiciones de trabajo mínimas


			En un primer momento la cobertura de la normativa laboral se extiende de los grupos más vulnerables o necesitados de protección de la población activa (menores y mujeres) al conjunto de los obreros industriales. Un segundo paso es la aplicación del ordenamiento laboral al conjunto de la clase obrera, tanto urbana como rural. El tercer paso comprende la inclusión de todos los trabajadores subordinados por cuenta ajena, sean empleados u obreros, con excepción de los funcionarios públicos.

			La emergencia del contrato de trabajo, como tipo contractual distinto del arrendamiento de servicios, deriva también de la expansión de la normativa laboral de condiciones mínimas, que tiene lugar en dos direcciones distintas. Una primera dirección es la extensión de las condiciones de trabajo objeto de su regulación. Las medidas de seguridad e higiene se hacen cada vez más numerosas; la regulación del tiempo de trabajo se refiere al principio a la jornada diaria, y pasa luego al descanso semanal y a las vacaciones; el salario es abordado inicialmente para la prohibición del «sistema de trueque» (modalidad abusiva de pago mediante vales canjeables en establecimientos controlados por el empleador), y su tratamiento se extiende después al lugar y tiempo de abono, y a otras garantías de su percepción. La segunda línea de desarrollo del ordenamiento laboral es la elevación de los niveles de las condiciones mínimas, perceptible de manera especial en aquellas condiciones de trabajo, como la jornada o los descansos, que pueden cifrarse en una escala de cantidad.

			B) Regulación de las condiciones de empleo


			Las normas del Código Civil y del Código de Comercio sobre los contratos de servicios se limitan a establecer la facultad de ambas partes de desistimiento del vínculo contractual; con ello se asegura la libertad de trabajo de quien se obliga a prestar servicios, y la libertad de despido de los empleadores o empresarios [supra I.3.B)]. La regulación del contrato de trabajo, iniciada en España en los años veinte, significa un cambio muy notable en este estado de cosas. No sólo las condiciones mínimas del intercambio entre trabajo y salario, sino también las condiciones de empleo, conectadas a los distintos momentos de la vida de la relación individual de trabajo, van a experimentar una profunda transformación en su régimen jurídico.

			En el momento de la constitución de la relación contractual, la normativa del contrato de trabajo en dicha etapa inicial se deja sentir sobre todo en la exigencia de los requisitos especiales de capacidad de los sujetos del contrato y en la prohibición de la renuncia o disposición por parte del trabajador de los beneficios o derechos laborales que se le reconocen por ley. La regulación especial del contrato de trabajo en esta etapa histórica se adentra también en el régimen de las vicisitudes de la relación de trabajo; cambio de sujeto-empresario por transmisión de empresa, interrupciones o suspensiones de la ejecución del contrato por distintos motivos (enfermedad, maternidad, huelgas, cierres patronales, imposibilidad objetiva de la prestación, etc.), modificaciones o novaciones del objeto de la relación laboral (ascensos, cambios de puesto de trabajo, etc.). En fin, es en esta etapa de formación del ordenamiento laboral cuando aparecen normas que exigen la concurrencia de causas justas para el despido del trabajador, marcando la transición desde un régimen de «despido libre» a un régimen de «despido causal».

			
2. LA APARICIÓN DEL DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO


			La formación del sistema de relaciones laborales, en cuanto conjunto de representaciones de trabajadores y empresarios y de prácticas de comunicación, negociación y conflicto entre ellos, presupone, cuando menos, la licitud tanto de las organizaciones representativas de unos y otros como de las actividades típicas de las mismas. Pero el reconocimiento jurídico de los elementos orgánicos y funcionales del sistema de relaciones laborales que aporta el Derecho colectivo del Trabajo se ha producido de formas muy diferentes en los distintos países. Es esta, sin duda, la parte del ordenamiento laboral donde encontramos una mayor diversidad en un panorama de derecho comparado. En general, la legalización de las asociaciones sindicales ha tenido lugar en buena parte de los ordenamientos por obra de la normativa común de asociaciones. A este primer marco legal, que suele corresponder cronológicamente a la etapa de los orígenes, sigue, ya en la etapa de formación del Derecho del Trabajo, la aparición de una legislación especial para los sindicatos y las asociaciones profesionales, que se refiere de manera concreta y expresa a las actividades y prácticas que estas desarrollan en el sistema de relaciones laborales.

			En la etapa de los orígenes del ordenamiento laboral, el acuerdo o convenio colectivo sobre condiciones de trabajo o bien carece por completo de eficacia jurídica, o bien no se diferencia en nada de un contrato de derecho común, con eficacia limitada a los sujetos contratantes. En ambos casos el cumplimiento de sus previsiones depende sobre todo de la buena voluntad o de los recursos de persuasión de que dispongan una u otra parte. En cambio, en la etapa de formación del Derecho del Trabajo se atribuye a lo pactado en convenio, mediante una u otra construcción jurídica, eficacia de regulación de los contratos de trabajo celebrados por los afiliados a las representaciones profesionales pactantes. Incluso en algunos ordenamientos el convenio colectivo se configura ya como un acto de carácter normativo, cuyo contenido tiene la fuerza vinculante de una norma jurídica.

			De acuerdo con una conocida clasificación, el régimen jurídico de la huelga (y también, aunque con ciertas variantes, de otras medidas de conflicto colectivo) recorre diversos estadios. En el primero la huelga se considera delito, con unas u otras tipificaciones penales (supra II.1). En un segundo estadio la conducta de huelga deja de ser un ilícito penal, pero sigue siendo un ilícito civil o laboral, por incumplimiento del contrato de trabajo. En un tercer momento se reconoce la libertad de huelga, lo que comporta la consideración de la huelga como comportamiento lícito desde el punto de vista de las relaciones de trabajo. Un estadio final, al que han llegado algunos ordenamientos, es el reconocimiento del derecho de huelga, que lleva consigo una cierta protección de la conducta de huelga. En la etapa de formación del Derecho del Trabajo las huelgas y medidas de conflicto colectivo dejan de estar bajo la amenaza de la persecución penal, y se encaminan de manera más o menos clara hacia el reconocimiento pleno de su licitud como elementos funcionales del sistema de relaciones laborales. El estadio intermedio de las huelgas y medidas de conflicto como incumplimientos contractuales, que se prolonga a veces durante años, marca la transición hacia esta etapa del ordenamiento laboral.

			
3. LA ETAPA DE FORMACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO EN ESPAÑA


			En los años finales del régimen de la Restauración la legislación laboral experimentó entre nosotros cambios de notable extensión e intensidad. La normativa de condiciones de trabajo fue muy abundante, abandonándose definitivamente las vacilaciones anteriores sobre la política de reforma social. Al mismo tiempo se ensayó en Cataluña el reconocimiento de la función normativa de determinadas representaciones profesionales de tipo corporativo: la Comisión mixta de Trabajo de Cataluña, creada en 1919; y la Comisión mixta del Comercio de Barcelona, puesta en marcha al año siguiente. Este ensayo corporativo se extendió a toda España durante la Dictadura de Primo de Rivera. La prolongada transición de la legislación de trabajo al Derecho del Trabajo en España culmina, sobre el papel de la ley, durante el régimen de la Segunda República. Después de las reformas en materia de legislación laboral del bienio azañista, puede afirmarse que el ámbito de aplicación, el sistema de fuentes y el contenido material de esta rama del derecho presentan ya los signos distintivos que caracterizan el actual Derecho del Trabajo.

			A) De los proyectos de ley de contrato de trabajo de la Restauración a la Ley de contrato de trabajo de 1931


			Los intentos iniciales de regulación del contrato de trabajo en España se producen en los primeros años del siglo XX. Desde entonces hasta la Dictadura de Primo de Rivera se tramitaron en el Parlamento distintos proyectos de ley de contrato de trabajo, que no consiguieron ser aprobados. En cambio, sí alcanza este objetivo el Código de Trabajo de 1926, aprobado por Real Decreto-ley de 23 de agosto, cuyo Libro I se dedica precisamente al «contrato de trabajo». La regulación de dicho Libro I contiene algunas innovaciones de interés, en materia de requisitos de los sujetos, de duración del contrato, de protección del salario, y de suspensión y terminación de la relación de trabajo. Pero se trata todavía de una normativa a medio camino entre el arrendamiento de servicios y el contrato de trabajo propiamente dicho. Además, su campo de aplicación estaba limitado a los obreros o trabajadores manuales. La formación del contrato de trabajo en España se completa con la Ley de contrato de trabajo de 21 de noviembre de 1931. Su campo de aplicación y su contenido normativo responden plenamente a su denominación; comprende a los trabajadores de todas clases, y no sólo a los obreros; y regula las principales condiciones de trabajo y empleo. Su redacción está inspirada directamente en un anteproyecto del jurista alemán Heinz Potthoff. Otra importante disposición legal del período republicano en el ámbito del Derecho individual del Trabajo es la Ley de jornada máxima de 1 de julio de 1931.

			B) La legislación sobre representaciones profesionales, negociación colectiva y conflictos colectivos


			La Ley general de asociaciones de 1887 supuso el primer reconocimiento legal de los sindicatos y las asociaciones profesionales en España. Pero para encontrar una legislación específica sobre representaciones profesionales de trabajadores y empresarios hay que esperar a las normas sobre organismos corporativos, que culminan en el Decreto-ley de Organización Corporativa Nacional de 1926. En el marco de esta legislación los sindicatos quedaban desprovistos de sus funciones de negociación y conflicto, aunque podían servir de sostén a la estructura corporativa, mediante la presentación de candidaturas sindicales a la elección de los miembros de dichos organismos representativos.

			La legislación de la Segunda República mantuvo, con adaptaciones, el modelo de representación corporativa de la Dictadura de Primo de Rivera. Los comités paritarios que habían comenzado a constituirse en el paso de la década de los veinte a los treinta tuvieron continuidad en los jurados mixtos, regulados por una Ley de 27 de noviembre de 1931. Pero junto a las representaciones corporativas la legislación de este período reconoció a las representaciones profesionales de tipo asociativo, a las que consagró la Ley de asociaciones profesionales de 8 abril de 1932. Dichas asociaciones profesionales podían desarrollar su actividad dentro o al margen de los jurados mixtos.

			La negociación colectiva como actividad de regulación conjunta de las representaciones profesionales tuvo escasa vitalidad en la etapa de los orígenes de nuestro ordenamiento laboral. Al final del período de la Restauración y durante la Dictadura de Primo de Rivera, asistimos a la creación de una «negociación colectiva corporativa» a cargo de «comités paritarios», organismos públicos de representación conjunta de trabajadores y empresarios. Esta fórmula de negociación colectiva se caracteriza por la predeterminación administrativa de las unidades de negociación, y por la propia presencia de la Administración en el seno de los organismos negociadores. Ya en los años de la Segunda República aparecen modalidades de «negociación colectiva voluntaria» en las que las partes eligen sin intervención de los poderes públicos las cuestiones laborales o sociales que van a ser negociadas, las unidades de negociación y los medios de confrontación o persuasión que pondrán en juego para hacer valer sus intereses; esta modalidad de negociación colectiva aparece regulada, con el nombre de «pactos colectivos» de condiciones de trabajo, en la propia Ley de contrato de trabajo de 1931. Pero el espacio de la negociación colectiva voluntaria en la España de la Segunda República fue estrecho, debido al importante despliegue de la negociación colectiva corporativa de los jurados mixtos.

			A partir de una Ley de 27 de abril de 1909 las huelgas y medidas de conflicto colectivo dejan de ser consideradas como delito y pasan a ser valoradas como meras alteraciones del desenvolvimiento normal de la relación de trabajo. La consideración de las huelgas (y cierres patronales) como conductas lícitas desde el punto de vista laboral no llega hasta los años treinta. Las experiencias corporativas de la década anterior dejaban resquicio solamente para el planteamiento de conflictos colectivos ante instancias de solución de los mismos, pero no permitían medidas de presión o de conflicto abierto. Es de nuevo en la Ley de contrato de trabajo de 1931, donde se da el paso al reconocimiento de la libertad de huelga y de cierre patronal, considerando tales conductas no como incumplimientos del contrato de trabajo sino como supuestos de suspensión de la relación de trabajo.

			
IV. EVOLUCIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO EN ESPAÑA

			BIBLIOGRAFÍA: F. BERNAL GARCÍA, El Sindicalismo vertical, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2010; F. DURÁN LÓPEZ, «Globalización y relaciones de trabajo», REDT, núm. 92 (1998); M.ª F. FERNÁNDEZ LÓPEZ, «25 años de legislación laboral. La legislación laboral en el último cuarto de siglo: cambios y continuidad», RL, diciembre 2010; J. GARCÍA MURCIA, La reglamentación sectorial del trabajo: de la intervención pública a la autonomía colectiva, Civitas, Madrid, 2001; A. MARTÍN VALVERDE, «El Derecho del Trabajo de la crisis en España», REDT, núm. 26 (1986); A. MARTÍN VALVERDE, Derecho del Trabajo y mercado de trabajo. Evolución y reforma del ordenamiento laboral (1976-2019), Tecnos, Madrid, 2021; J. MERCADER UGUINA, Algoritmos e Inteligencia Artificial en el Derecho digital del Trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2022; A. MONTOYA MELGAR, Derecho del Trabajo y crisis económica, Temis, Bogotá, 1990; OIT, La situación laboral y sindical en España, Ginebra, 1969; F. PÉREZ DE LOS COBOS, Nuevas tecnologías y relación de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 1990; A. V. SEMPERE NAVARRO, Nacionalsindicalismo y relación de trabajo, Akal, Madrid, 1982; VV. AA. (coord. A. Supiot), Trabajo y Empleo. Transformaciones del trabajo y futuro del Derecho del Trabajo en Europa, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999; M. E. CASAS, El Derecho del Trabajo en la emergencia de la pandemia COVID-19, Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Madrid, 2021; VV.AA. (coord. C. Sáez, F. Navarro, P. Gómez Caballero), Los desafíos del Derecho del Trabajo ante el cambio social y económico, Libro-homenaje a F. Durán López, Justel, Madrid, 2021.

			En un panorama de conjunto, la evolución del Derecho del Trabajo desde los años treinta está caracterizada por varias notas. Una de ellas es el despliegue de la negociación colectiva como procedimiento de determinación de condiciones de trabajo y empleo y de adopción de decisiones en las empresas en materia de personal. Otra característica común de la evolución de los ordenamientos laborales es la importancia creciente de la empresa como marco de regulación de las relaciones de trabajo; consecuencia de ello es el reconocimiento de órganos y medios de acción específicos para la representación de los trabajadores en las empresas y centros de trabajo. Caracteriza también a la evolución del Derecho del Trabajo a partir de su formación la aparición y desarrollo de normas laborales internacionales y supranacionales. En fin, desde finales de los años setenta se está produciendo en los ordenamientos laborales una revisión de buena parte de sus disposiciones e institutos («reforma del mercado de trabajo») con propósito de dotar de una mayor flexibilidad y adaptabilidad a las relaciones de trabajo. Este complejo proceso de reforma legislativa cumple diversos objetivos, que van desde la facilitación de la creación y el mantenimiento del empleo en el contexto de la globalización económica hasta la respuesta al impacto de las nuevas tecnologías en los medios de trabajo; y desde el reforzamiento de la negociación colectiva hasta la conciliación de la vida laboral y familiar de los trabajadores.

			En el caso de España, los hitos de la evolución del ordenamiento laboral están determinados sobre todo, al igual que los de etapas precedentes, por la sucesión de regímenes políticos de signo distinto. De todas maneras, los cambios políticos no han supuesto entre nosotros hacer tabla rasa del acervo anterior de legislación laboral; el inventario de disposiciones legislativas heredadas de regímenes precedentes ha sido casi siempre muy nutrido. Ya hemos tenido ocasión de comprobar las afirmaciones anteriores en lo que concierne a la etapa de los orígenes, que coincide con el período de la Restauración, y a la etapa de formación, que culmina en la Segunda República, después del período de transición de la Dictadura de Primo de Rivera. De la misma manera, como vamos a ver en este apartado, el régimen de Franco y el actual régimen de Monarquía parlamentaria constituyen dos fases de la evolución del Derecho del Trabajo nítidamente diferenciadas, pero no absolutamente separadas. La legislación de trabajo ha experimentado, además, notables transformaciones dentro de cada una de estas etapas. A lo largo del régimen franquista se produjeron algunos cambios sensibles en el ordenamiento laboral a partir de 1958, aun manteniendo las mismas bases o principios estructurales en lo concerniente a la libertad sindical y a la regulación de la huelga. Estas bases y principios sí experimentaron una importante mutación en la etapa de la «transición política», en la que se anuncian las transformaciones que poco después vendrían con la Constitución de 1978.

			
1. EL DERECHO DEL TRABAJO EN EL RÉGIMEN FRANQUISTA


			El franquismo no es un período enteramente homogéneo desde el punto de vista político; y durante su transcurso la sociedad y la economía experimentaron cambios muy considerables. Existen, no obstante, varias constantes de toda la era de Franco, además de la organización del sistema político como régimen autoritario de poder personal. En lo concerniente a las relaciones de trabajo, tales constantes son la supresión de las libertades de organización y acción de los grupos profesionales (libertad sindical y libertad o derecho de huelga), el mantenimiento de una compleja maquinaria de organismos corporativos —﻿los llamados «sindicatos verticales»— con funciones de encuadramiento y representación profesional, y el protagonismo de la Administración laboral en la regulación de las condiciones de trabajo.

			A) Los sindicatos verticales


			El régimen que surge de la Guerra Civil suprimió el sistema de relaciones laborales del período anterior; declaró fuera de la ley las «agrupaciones políticas y sociales» opuestas al levantamiento militar, decretando su disolución y la incautación de sus bienes (Decreto de 13 de septiembre de 1936 y Orden de 10 de enero de 1937); atribuyó en exclusiva al Estado la fijación de las «bases para la regulación del trabajo», sin dejar espacio para la regulación de origen profesional (Fuero del Trabajo de 1938, Declaración III.4); prohibió aquellas «asociaciones creadas para defender o representar total o parcialmente intereses económicos o de clases» (art. 2 de la Ley de 26 de enero de 1940 sobre unidad sindical); y consideró como delito «los actos individuales y colectivos que de algún modo turben la normalidad de la producción» (Fuero del Trabajo, Declaración XI.1), y específicamente las «huelgas de obreros» (art. 222 del Código Penal de 1944). En sustitución de las representaciones profesionales suprimidas el régimen franquista implantó unas organizaciones profesionales por ramas de producción, a las que se adscribían obligatoriamente todos los trabajadores y empresarios: los «sindicatos verticales» (Ley de Bases de la Organización sindical, de 6 de diciembre de 1940).

			El sindicato vertical se definía como organismo corporativo de carácter público «ordenado jerárquicamente bajo la dirección del Estado» (Fuero del Trabajo, Declaración XIII.7); esta organización profesional era la única reconocida por el Estado, quien no admitía la existencia de ninguna otra con fines análogos o similares (art. 1 de la Ley de 26 de enero de 1940). Las atribuciones de los sindicatos verticales eran tanto de orden administrativo como de orden político. En el primer ámbito se le asignó la gestión de las oficinas de colocación (Fuero del Trabajo, Declaración XIII.7) otorgándoseles además autorización para «iniciar, mantener o fiscalizar organismos de carácter social» (Fuero del Trabajo, Declaración XIII.6). El papel de los sindicatos verticales en el sistema político era el de «instrumento al servicio del Estado», principalmente para la política económica (Fuero del Trabajo, Declaración XIII.5), y el de vehículo o canal de comunicación de las «aspiraciones y necesidades […] [de] los elementos productores» y de las «directrices económicas» del Estado (art. 1 de la Ley de 26 de enero de 1940).

			B) Las reglamentaciones de trabajo


			El Fuero del Trabajo de 1938 no descartaba la colaboración de la organización sindical oficial en la regulación de las condiciones de trabajo: «El sindicato vertical podrá intervenir por intermedio de órganos especializados en la reglamentación, vigilancia y cumplimiento de las condiciones de trabajo» (Declaración XIII.5). No obstante, hasta 1958 prevaleció una concepción de la regulación de las condiciones de trabajo como «función privativa del Estado, que se ejercitará sin delegación posible por el Departamento ministerial de Trabajo» (art. 1 de la Ley de Reglamentaciones de Trabajo de 16 de octubre de 1942).

			La aprobación por el Ministerio de Trabajo de normas sectoriales de regulación de condiciones de trabajo, llamadas inicialmente «reglamentaciones de trabajo», y a partir de los años sesenta «ordenanzas laborales», constituye el rasgo más característico del Derecho del Trabajo del franquismo. Son estas disposiciones sectoriales el principal cauce de innovación normativa en esta época, tanto en condiciones de trabajo (salarios, tiempo de trabajo, poder de dirección, facultad disciplinaria, etc.) como en condiciones de empleo (clasificación profesional, modalidades de contratación, período de prueba, modificación de condiciones laborales, vicisitudes del contrato de trabajo, etc.).

			En virtud de la disposición transitoria 2.ª de la Ley 8/1980 (texto inicial del Estatuto de los Trabajadores), numerosas ordenanzas o reglamentaciones de trabajo de la época de Franco fueron paulatinamente o bien sustituidas por normas de los convenios colectivos [Capítulo 3.VI.1.C)] o bien derogadas por disposiciones del Ministerio de Trabajo. En la reforma de la legislación laboral de 1994 (art. 9 de la Ley 11/1994) se decidió la derogación de todas ellas en dos plazos escalonados (31 de diciembre de 1994 y 31 de diciembre de 1995).

			C) La regulación legal de la relación individual de trabajo: de la Ley de Contrato de Trabajo de 1944 a la Ley de Relaciones Laborales de 1976


			Las reglamentaciones de trabajo y las ordenanzas laborales coexisten durante este período histórico con la Ley de Contrato de Trabajo de 1944, que refunde en su Libro I (Decreto de 26 de enero de 1944) gran parte del material normativo de su homónima de 1931, recopilando en el Libro II (Decreto de 31 de marzo de 1944) diversas disposiciones de épocas anteriores sobre «contrato de embarco», «contrato de trabajo a domicilio», «contrato de aprendizaje» y trabajo de mujeres y menores. Entre la Ley de Contrato de Trabajo y las reglamentaciones u ordenanzas laborales surgieron numerosos conflictos normativos, que se saldaron unas veces en favor de la primera, apelando al principio de jerarquía normativa, y otras veces en favor de las segundas, haciendo uso del principio de especialidad.

			En los años de transición del régimen de Franco a la Monarquía parlamentaria fue aprobada la Ley 16/1976, de 8 de abril, de relaciones laborales. Esta disposición legal supuso una importante reforma de la regulación de la relación individual de trabajo, anticipando numerosas normas que luego pasarían al Estatuto de los Trabajadores, e incorporando al ordenamiento laboral común institutos que han permanecido en él desde entonces, como el Fondo de Garantía Social, los contratos de trabajo en prácticas y para la formación, las excedencias voluntaria y por cuidado de hijos, los permisos formativos, o la reducción de jornada por cuidado a personas dependientes.

			Además de las leyes anteriores, durante el franquismo se mantuvo en vigor la Ley de Jornada Máxima de 1931 y se aprobaron numerosas disposiciones sobre condiciones de trabajo y de empleo de ámbito general. Entre estas últimas se encuentran los Decretos de salarios mínimos interprofesionales (aprobados desde el año 1963); el Decreto de prohibición de la cesión de trabajadores y de protección del trabajo en contratas (1970); los Decretos de empleo de mayores de cuarenta años (1970) y de empleo de trabajadores minusválidos (1970); la Ordenanza general de seguridad e higiene en el trabajo (1971); y el Decreto de ordenación de salarios (1973). El Decreto 3090/1972, de 2 de noviembre, de política de empleo, reguló los expedientes de regulación del empleo por causas tecnológicas o económicas. La Ley 56/1961, de 22 de julio, reconoció derechos políticos y profesionales a la mujer, desarrollados estos últimos por Decreto 258/1962, de 1 de febrero, conforme al cual «la mujer podrá celebrar toda clase de contratos de trabajo, concertar convenios colectivos y ejercer funciones laborales propias o en representación ante las empresas en que trabaja», sin perjuicio de «las disposiciones legales protectoras del trabajo femenino y de las que regulan la capacidad de la mujer casada».

			La disposición final 3.ª de la Ley 8/1980 (redacción inicial del Estatuto de los Trabajadores) derogó la Ley de Contrato de Trabajo de 1944 y la Ley de Relaciones Laborales de 1976 en cuanto disposiciones legales. Pero, a efectos de cobertura de lagunas de regulación, la disposición final 4.ª de la propia Ley 8/1980 mantuvo en vigor sus preceptos en «calidad de normas reglamentarias», en las materias «relativas a jornada, salarios y cualesquiera otros aspectos y circunstancias de las relaciones laborales individuales». Catorce años después la Ley 11/1994 procedió a su derogación total y definitiva.

			D) La regulación de las relaciones colectivas de trabajo en la segunda etapa del franquismo


			El ordenamiento laboral del régimen de Franco experimentó una evolución paulatina desde finales de los años cincuenta, al compás de la profunda mutación de la economía y de la sociedad iniciada en aquel momento. El rasgo más destacado de esta evolución es el reconocimiento, con numerosas cautelas y restricciones, de los fenómenos colectivos que se desarrollan en el mundo del trabajo. Una primera manifestación de este cambio fue la apertura de una modalidad de negociación colectiva de condiciones de trabajo, a cargo de las representaciones corporativas de trabajadores y empresarios establecidas en el seno de los sindicatos verticales. Junto a las reglamentaciones y ordenanzas de trabajo aparecen así, en posición subordinada y con una función de «mejora» de condiciones de trabajo, los llamados «convenios colectivos sindicales» (Ley de 24 de abril de 1958, a la que sucederá la Ley 38/1973, de 19 de diciembre).

			Poco después de la apertura de este cauce de negociación colectiva corporativa, el ordenamiento laboral evoluciona en el sentido de una menor rigidez en el tratamiento de los conflictos colectivos. Los hitos más señalados de esta evolución son la despenalización parcial de las huelgas en la reforma del Código Penal de 1965, los Decretos sobre procedimientos de solución de los conflictos colectivos de trabajo (Decreto 2354/1962, de 20 de septiembre, y Decreto 1376/1970, de 22 de mayo), y el Decreto-ley 5/1975, de 22 de mayo, de «legalización del recurso a la huelga». Estos cambios legislativos vinieron acompañados de una relativa tolerancia de actividades sindicales realizadas al margen de los sindicatos verticales o no controladas por los mismos. Ahora bien, a pesar de estas nuevas actitudes y comportamientos de los poderes públicos, la legislación sobre los sujetos colectivos de las relaciones laborales no modificó sus bases de sustentación; la aprobación de la Ley Sindical 2/1971, de 17 de febrero, supuso la reforma del aparato administrativo del sindicalismo vertical, pero no el reconocimiento de la libertad sindical.

			Para completar el bosquejo general de la regulación de las relaciones colectivas a partir de 1958 conviene mencionar el Decreto 1878/1971, de garantía de los cargos sindicales electivos, que eran a la sazón los «enlaces sindicales» y los «jurados de empresa» constituidos estos últimos en las empresas de más de cincuenta trabajadores, como órgano de colaboración «entre el capital, la técnica y la mano de obra» (Decretos de 18 de agosto de 1947, de 11 de septiembre de 1953 y de 23 de diciembre de 1957). La participación de los trabajadores en la empresa se encauzó, además, por la vía de la cogestión, mediante la Ley 41/1962, de 21 de julio, desarrollada por Decreto 2241/1965, de 15 de julio. Esta disposición legal instauró la presencia de representantes de los trabajadores como miembros de los consejos de administración de las empresas con forma jurídica de sociedad; se trataba de una cogestión de alcance limitado (art. 1 de la Ley: proporción de un representante del personal «por cada seis o fracción superior a tres representantes del capital») [Capítulo 8.I.1.A)].

			E) Las normas laborales de la «transición política»


			Además de la aprobación de la Ley de Relaciones Laborales de 1976 [supra C)], durante el período llamado de la «transición política» (1975-1978) se llevaron a cabo dos relevantes operaciones normativas: 1) la recuperación de la libertad sindical mediante la disolución del «sindicato vertical» (RDL 19/1976, de 8 de octubre), la ratificación de los Convenios 87 y 98 de la OIT (Instrumentos de 20 de abril de 1977); la aprobación de la Ley 19/1977, de 1 de abril, de asociación sindical, y la supresión de la sindicación obligatoria (RDL 31/1977, de 2 de junio); y 2) la modificación de diversos bloques de la legislación laboral precedente a través del RDL 17/1977, de 4 de marzo, de relaciones de trabajo, que afectó a la regulación del despido y de la negociación colectiva, y que reconoció y reguló el derecho de huelga, junto al cierre patronal y el procedimiento de conflicto colectivo.

			
2. EL DERECHO DEL TRABAJO A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN DE 1978

			La Constitución de 1978 ha sido el origen de una serie de reformas legislativas importantes en materia de Derecho colectivo del Trabajo. Otros factores que han tenido un fuerte impacto en la fase actual del ordenamiento laboral han sido de un lado la incorporación a la actual Unión Europea y de otro las profundas transformaciones del sistema productivo. La reconstrucción del sistema de relaciones laborales a partir de 1978 ha afectado a todos los elementos del mismo: a las representaciones profesionales, tanto a las que actúan en las empresas y centros de trabajo (comités de empresa, delegados de personal, secciones y delegados sindicales), como a las organizaciones sindicales y empresariales que intervienen en ámbitos más amplios, sectoriales o interprofesionales; y a los modos de interacción de las representaciones profesionales, es decir, a la negociación colectiva laboral y a las medidas unilaterales de conflicto colectivo.

			A) La incorporación del Derecho laboral europeo


			La internacionalización del Derecho del Trabajo se inicia en España en los años veinte y treinta con la ratificación de numerosos Convenios de la OIT. La recepción de estas normas laborales internacionales se reanuda en la segunda etapa del franquismo y en los años de la transición política. Pero el salto decisivo en el proceso de internacionalización del Derecho del Trabajo español se produce con la adhesión a la Comunidad Europea en 1986. El protagonismo de las normas internacionales pasa entonces de los convenios de la OIT a los reglamentos y directivas de la UE [Capítulo 3.IV.1.A) y 2].

			El acervo de directivas y reglamentos comunitarios en materia de relaciones de trabajo que existía en el momento de la integración de España en la actual Unión Europea fue incorporado al ordenamiento español de manera inmediata [Capítulo 3.I.2.B)]. A estas disposiciones laborales supranacionales del acervo comunitario existente en 1986 se han añadido luego las directivas de armonización que han visto la luz desde entonces, cuyo número ha crecido de manera notable a partir del Tratado de Maastricht (1992). Las áreas del ordenamiento laboral donde ejerce mayor influencia el Derecho Común Europeo son la regulación del acceso al mercado de trabajo, la igualdad de trato en el empleo y en las condiciones de trabajo, la prevención de los riesgos laborales y la información y consulta a los representantes de los trabajadores.

			B) La adaptación a las transformaciones del sistema productivo


			La transición a la democracia y los primeros años del régimen político vigente coincidieron con una fuerte crisis económica, a la que siguió a partir de los años ochenta y noventa un proceso de transformaciones económicas de gran profundidad. Estas crisis y transformaciones económicas han traído consigo importantes consecuencias en el mercado de trabajo: acusadas oscilaciones del nivel de empleo, aumento en el balance final del número de empleados, incorporación de nuevas tecnologías en los procesos de trabajo y reestructuración del sistema de empresas. En los años 2008-2013 una fuerte crisis económico-financiera («la gran recesión») afectó con particular intensidad a nuestro sistema productivo. A partir de 2020 la economía y el empleo han experimentado nuevos cambios y convulsiones (extensión del trabajo a distancia, crisis energética) por el impacto de la pandemia COVID-19 y de la guerra de Ucrania.

			La incorporación reciente a los procesos de trabajo de nuevas tecnologías, en particular de tecnologías de la información y la comunicación (TIC), ha tenido en el mercado de trabajo varias e importantes repercusiones; desde la reducción de empleos o puestos de trabajo hasta la aparición de nuevos sectores productivos (por ejemplo, producción de aparatos informáticos, «empresas tecnológicas»); desde la modificación de las funciones laborales para acomodarlas a los nuevos medios técnicos (ordenadores, robots, inteligencia artificial) hasta la disponibilidad de nuevos instrumentos de vigilancia empresarial (videovigilancia, geolocalización) (Capítulo 14.VI.1); desde la aparición de nuevos modelos de negocio (por ejemplo, «plataformas digitales») hasta el despliegue de nuevos tipos de trabajo (por ejemplo, teletrabajo, crowdwork o «trabajo en concurrencia») (Capítulo 6.II.6). A todo ello hay que añadir que las TIC han prestado una contribución decisiva a la globalización, en su faceta de internacionalización de la producción; han realzado el papel de los contratos formativos y de las actividades de formación permanente; han agudizado la necesidad de adquirir competencias «digitales»; y han difuminado las fronteras del tiempo de trabajo, aconsejando reafirmar el derecho del trabajador a la «desconexión» durante el tiempo libre [Capítulo 14.II.1.C)].

			Todas las circunstancias económicas y tecnológicas reseñadas han repercutido en el Derecho del Trabajo, originando institutos y principios de regulación que no existían antes, desarrollando otros que se encontraban en fase embrionaria y obligando, en fin, a modificar parcelas enteras de este sector del ordenamiento. De este movimiento de reforma del mercado de trabajo forman parte las normas de fomento del empleo; la implantación o reforma de las instituciones de garantía de rentas laborales y sociales; y las encaminadas a la flexibilidad del mercado de trabajo en sus distintas manifestaciones (flexibilidad de plantillas, flexibilidad «interna» y flexibilidad en las modalidades de contratación y en el acceso al trabajo). En cualquier caso, la flexibilidad del mercado de trabajo se ha llevado a cabo entre nosotros procurando su compatibilidad con la seguridad en el empleo, lo que se conoce como «flexiseguridad».

			C) Episodios de la reforma del mercado de trabajo


			Los hitos más señalados de esta línea de evolución del ordenamiento laboral español han sido hasta ahora las reformas de la legislación laboral de 1984 (Ley 32/1984), 1994 (RDL 18/1993, Leyes 10/1994, 11/1994 y 14/1994), 1997 (RDL 8/1997 y Ley 63/1997; RDL 9/1997 y Ley 64/1997), 2001 (RDL 5/2001 y Ley 12/2001), 2006 (Ley 42/2006), 2010 (Ley 35/2010 y RDL 7/2011), 2012 (RDL 3/2012 y Ley 3/2012) y 2021 (RDL 32/2021). La primera de ellas tuvo como eje principal la flexibilidad de la contratación temporal, aceptándose entre otros tipos de contratos por tiempo determinado el contrato de trabajo temporal para el fomento del empleo. Las reformas de 1994, 1997 y 2001 han corregido sensiblemente este primer rumbo de la liberalización de la contratación temporal, poniendo el acento en otros aspectos del régimen jurídico de las relaciones laborales, como el acceso al trabajo, las modificaciones de las condiciones de trabajo, la estructura y contenido de la negociación colectiva, y los despidos por necesidades de la empresa. Las reformas laborales de 2010 y de 2012 han perseguido al mismo tiempo objetivos de flexibilidad interna y de flexibilidad externa, avanzando además un paso más en la liberalización de la colocación y del acceso al empleo y otorgando preferencia a la negociación colectiva de empresa. En cambio, la última reforma laboral de 2021 se ha centrado de nuevo, principalmente, en las modalidades de contratación que regulan el acceso al trabajo (Capítulo 13.II y III).

			Los aspectos principales de la reforma de la legislación laboral de 1994 se pueden resumir en los siguientes puntos: 1) la supresión del monopolio público de la colocación; 2) la facilitación de la movilidad interna de la fuerza de trabajo en las empresas; 3) una liberalización moderada del régimen de los despidos por causas económicas; 4) la reducción de costes empresariales en los despidos individuales; 5) la deslegalización de buena parte de las condiciones de trabajo, en el sentido de trasvase de las competencias de regulación de las mismas desde la ley a la autonomía colectiva; y 6) la reordenación de atribuciones dentro de la autonomía colectiva, normalmente en favor de las unidades de negociación de ámbito inferior (descentralización de la negociación colectiva).

			Las reformas laborales de 1997 y 2001 son una especie de complemento o prolongación de dos de las tendencias apuntadas en la reforma legislativa de 1994. En ellas se dan algunos pasos hacia la liberalización paulatina del régimen de los despidos por causas económicas que afectan a una pluralidad de trabajadores, y hacia la reducción de los costes empresariales en los despidos individuales. También contienen estas reformas legislativas numerosas modificaciones en el régimen de las modalidades de contratación y del fomento del empleo. Modificaciones legislativas de menor entidad en estas últimas materias se han llevado a cabo en la Ley 43/2006.

			Las reformas laborales de 2010 y de 2012 han procurado dar respuesta a la crisis económica desencadenada en 2008, crisis que ha agravado significativamente, como dice la exposición de motivos de la Ley 3/2012, las principales «debilidades del modelo laboral español»: tasa de desempleo elevada, acusada segmentación del mercado de trabajo entre trabajadores temporales e indefinidos, y escasa eficiencia de la regulación de los despidos por causas empresariales. Un rasgo destacado de estas reformas laborales es la extensión a la gran mayoría de los institutos jurídico-laborales que configuran el mercado de trabajo. Prácticamente todas las condiciones de empleo experimentan algún retoque; desde las agencias de colocación y empresas de trabajo temporal hasta los referidos despidos por causas empresariales; desde el fomento del empleo a las distintas modalidades de contratos temporales y contratos formativos; desde la movilidad geográfica a la modificación de condiciones de trabajo y a la suspensión del contrato de trabajo. A ello debe añadirse que la reforma se extiende también a la negociación colectiva y a la representación de los trabajadores en la empresa.

			A diferencia de su antecedente inmediato, la reforma del mercado laboral de 2012 se distingue por su mayor intensidad y determinación. Las innovaciones más importantes contenidas en ella son: 1) la supresión de la autorización administrativa para los despidos colectivos; 2) la reducción o restricción de las indemnizaciones por despido improcedente; 3) la fijación de un límite temporal para la «ultraactividad» de los convenios colectivos; 4) la habilitación a las empresas de trabajo temporal para que actúen como agencias de colocación; 5) la facilitación de la modificación de condiciones de trabajo (movilidad funcional, «salarial» y «horaria»); y 6) la implantación de una nueva modalidad contractual de «apoyo a los emprendedores» con ampliación del período de prueba del contrato de trabajo «a un año en todo caso».

			La particularidad más destacada de la reforma laboral de 2021 radica en que, a diferencia de las precedentes, se ha preocupado más de recuperar la estabilidad en el empleo de los ocupados que las propias expectativas de ocupación o empleo de los trabajadores desempleados. Dicha recuperación de la estabilidad en el empleo se ha propiciado sobre todo mediante una reordenación de las modalidades del contrato de trabajo (contratos formativos, contrato de duración determinada, contrato fijo-discontinuo). Esta nueva regulación reduce, por una parte, los márgenes temporales de la contratación por tiempo determinado, y limita, por otra parte, el espacio de las modalidades de contratación temporal, entre las que ya no figura el contrato para obra o servicio determinado (trasvasado en alguna medida al fijo-discontinuo y al «indefinido adscrito a obras de construcción») (Capítulo 13.I.2 y 3). Junto a estas innovaciones en las modalidades de contratación, el RDL 32/2021 ha aportado otras novedades menores en materia de negociación colectiva, de reducción de jornada o suspensión del contrato por causas empresariales (flexibilidad interna) y de «cómputo estadístico» como «ocupados» de desempleados a tiempo parcial (disp. adic. 6.ª); novedad esta última amplificada por la equivalente exclusión en la estadística de desempleo de los fijos-discontinuos en período de inactividad. Es de notar, por último, desde el punto de vista de las fuentes, que la habitual transformación en ley de las iniciales disposiciones de urgencia de las reformas laborales no está prevista en este último episodio reformista.

			D) Legislación de urgencia y de emergencia (COVID-19) a partir de 2018


			¿Puede afirmarse que las numerosas disposiciones laborales de los decretos leyes de diciembre de 2018 (RDL 28/2018) y de marzo de 2019 (RDL 6/2019 y RDL 8/2019) supusieron en su momento una reforma del mercado laboral? La respuesta debe ser negativa, si, como parece conveniente, se quiere reservar la expresión a innovaciones o cambios legislativos de especial importancia. Dentro de esta normativa encontramos novedades de naturaleza diversa, algunas apreciables pero ninguna de primer orden. Entre los cambios de regulación reseñables encontramos el registro horario de la jornada y la extensión a ambos progenitores del permiso por nacimiento de hijo. En fin, otros cambios aportados por dichos decretos-leyes se limitan a modificaciones de lenguaje sin trascendencia normativa, como las frecuentes concesiones del legislador al prurito del femenino obligatorio, bien ilustrada por cierto en la sustitución sistemática del término trabajador(es) por persona(s) trabajadora(s).

			Tampoco constituyen una reforma del mercado de trabajo (en el uso habitual de la expresión) las numerosas y a menudo confusas disposiciones dictadas para hacer frente a la crisis sanitaria del COVID-19 y a sus repercusiones económicas y laborales. Las medidas dictadas para hacer frente al COVID-19 fueron muy variadas; desde paralización de actividades productivas a definición de actividades esenciales; desde restricciones a la extinción de los contratos de trabajo a incentivos al mantenimiento del empleo; y desde normas de seguridad y salud laboral a permisos especiales de conciliación trabajo-familia. Buena parte de estas medidas han tenido un carácter provisional, por lo que han estado abocadas a una duración temporal. En cambio, otras normas del período sí parecían destinadas a una mayor permanencia; por ejemplo, el RDL 28/2020, de 29 de septiembre, sobre trabajo a distancia y teletrabajo, modalidad de empleo que ha sido objeto de diversas disposiciones de promoción, y que ha conseguido un notable desarrollo.

			E) Personalización de los derechos de los trabajadores


			La etapa del Derecho del Trabajo que se inicia en 1978 se caracteriza por el despliegue de diversos institutos jurídicos encaminados a la protección de los intereses personales del trabajador; entre ellos destacan la excedencia en sus distintas modalidades, la reducción o adaptación del tiempo de trabajo contratado, la novación o suspensión del contrato en atención a intereses del trabajador, y diversas clases de licencias y permisos. La naturaleza y la ponderación de los intereses personales protegidos por estos institutos varían de un supuesto a otro. Se trata unas veces de facilitar la vida familiar o los proyectos de formación y promoción profesional del trabajador; se trata otras veces de tener en cuenta circunstancias personales como la discapacidad o la condición de víctima de violencia de género; se puede tratar en fin bien de consentir al trabajador un margen para la atención a los «asuntos propios», bien de evitar en lo posible el conflicto entre las obligaciones asumidas en el contrato de trabajo y los preceptos morales o religiosos de ciertos grupos de trabajadores.

			Las disposiciones que regulan estos nuevos derechos laborales «personalizados» suelen compaginar la protección de los mismos de un lado con la defensa de los intereses del empresario, y de otro lado con la atención a posibles intereses concurrentes de otros trabajadores de la empresa. De ahí que este conjunto de normas se caracterice por la búsqueda de la compatibilidad entre unos y otros intereses legítimos mediante una regulación diversificada, que corresponde en buena parte a los convenios colectivos. El sector más desarrollado de este conjunto normativo, que viene sirviendo de modelo o referencia para los demás, es el de las disposiciones de «conciliación de la vida familiar y el trabajo».

			
V. EL ORDENAMIENTO LABORAL ESPAÑOL EN EL DERECHO COMPARADO

			BIBLIOGRAFÍA: G. BAGLIONI y C. CROUCH, Las relaciones laborales en Europa, MTSS, Madrid, 1992; H. H. BARBAGELATA, El Derecho del Trabajo en América Latina, MTSS, Madrid, 1985; A. BRONSTEIN, Derecho Internacional y Comparado del Trabajo. Desafíos actuales, OIT, 2010; A. FERNER Y R. HYMAN, La transformación de las relaciones laborales en Europa, MTAS, Madrid, 2002; J. M. GALIANA MORENO, El contrato de trabajo en el Derecho inglés, Bosch, Barcelona, 1978; J. GARCÍA MURCIA, «Desafíos de la legislación laboral actual», REDT, núm. 273 (2024); A. GOLDIN, «Los derechos sociales en el marco de las reformas laborales en América Latina», RL, núm. 14 (2010); INSTITUTO DE DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL, El Derecho Laboral del Mercosur. Relasur, OIT, Montevideo, 1994; J. MARTÍNEZ GIRON y A. ARUFE VARELA, Fundamentos de Derecho Comunitario y comparado, europeo y norteamericano, del trabajo y de la Seguridad Social, Netbiblo, La Coruña, 2007; J. MARTÍNEZ GIRON y A. ARUFE VARELA, Leyes laborales alemanas, Netbiblo, La Coruña, 2007; VV. AA. (coord. B. Hepple), La formación del Derecho del Trabajo en Europa, MTSS, Madrid, 1994; VV. AA. (coords. O. Ermida y A. Ojeda), El Derecho sindical en América Latina, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1995; VV. AA. (coords. G. P. Cella y T. Treu), Las relaciones laborales en Italia, MTSS, Madrid, 1991; I. W. WEDDERBURN, Los derechos laborales en Gran Bretaña y Europa, Ministerio de Trabajo, Madrid, 1994; VV. AA., Variaciones sobre Derecho del Trabajo en perspectiva comparada. Amicorum Liber Antonio Martín Valverde, Tecnos, Madrid, 2015.

			El ordenamiento laboral es sensible a la influencia de diversos factores políticos, económicos y sociales, cuya dirección o cuya fuerza pueden variar de manera apreciable según las épocas. De un lado, los programas de Gobierno de los distintos grupos políticos difieren a menudo en materia de legislación laboral, de acuerdo con los planteamientos ideológicos y los apoyos sociales que los inspiran o sustentan. El dinamismo de los ordenamientos laborales está motivado también en determinadas parcelas de la normativa de trabajo (empleo, seguridad y salud, ordenación del tiempo de trabajo), por circunstancias económicas de acaecimiento frecuente, como la competencia internacional, la aplicación de nuevas tecnologías a los procesos de producción o la adaptación de las estructuras productivas. En fin, el contenido del Derecho del Trabajo depende en buena medida de las aspiraciones y reivindicaciones de los trabajadores y los empresarios, interpretadas por las respectivas representaciones profesionales. Estas demandas sociales o económicas pueden quedar reflejadas directamente en la negociación colectiva; y ejercen también influencia en la legislación de trabajo por las vías del diálogo y la concertación sociales (Capítulo 3.III.4).

			Los programas de Gobierno, las reivindicaciones sociales y la evolución económica son los factores inmediatos de los cambios normativos en el Derecho del Trabajo. Estas ondas de superficie están empujadas a veces por movimientos que actúan en un nivel más profundo de la vida social, donde el impulso de cambio se enfrenta y al mismo tiempo se adapta a los fundamentos o estructuras básicas de la organización de la sociedad. Vamos a llamar «elementos configuradores» del Derecho del Trabajo a los factores y procesos que ejercen su influencia en este nivel más profundo del sistema social.

			
1. ELEMENTOS CONFIGURADORES DE LOS ORDENAMIENTOS LABORALES


			Los elementos configuradores del Derecho del Trabajo se pueden reducir a tres. El primero de ellos está constituido por el régimen político y el sistema económico imperantes; es decir, por los principios estructurales de ordenación de la producción y de la vida social. El segundo elemento configurador del Derecho del Trabajo es el desarrollo de las fuerzas productivas. El tercero es el «factor histórico» o peso de las instituciones y tradiciones nacionales.

			A) Régimen político y sistema económico


			El cambio de régimen político no repercute necesariamente en la configuración del Derecho del Trabajo, pero sí ejerce a menudo una apreciable influencia sobre el mismo. La explicación de ello es que, en determinados regímenes, el sistema de relaciones laborales forma un conjunto institucional conectado estrechamente con el sistema político, de suerte que la modificación de este último repercute en el primero. En particular, el cambio de régimen político influye de manera muy notable en la transición de los regímenes autoritarios a los regímenes democráticos, y viceversa. La recuperación o la pérdida de la libertad sindical es el indicador principal de estas mutaciones.

			El influjo del cambio de sistema económico sobre el ordenamiento de las relaciones de trabajo es más intenso y determinante que el del cambio de régimen político. Téngase en cuenta, además, que uno y otro suelen caminar estrechamente asociados, como ha sucedido al final del siglo XX en los países de Europa oriental. La transición de una economía de planificación central a una economía de mercado comporta normalmente, desde el punto de vista de los sujetos de las relaciones laborales, la recuperación de la libertad de empresa y la expansión de la libertad de trabajo y de la libertad profesional. Desde el punto de vista del sistema de relaciones laborales, las economías de planificación central dejaron escaso espacio a la negociación colectiva, en cuanto que las principales decisiones sobre determinación de condiciones de trabajo y de retribución son adoptadas por los poderes públicos.

			B) Desarrollo de las fuerzas productivas


			Las instituciones principales del ordenamiento laboral pueden arraigar tanto en los países desarrollados como en los países en desarrollo. En unos y otros el Derecho del Trabajo ha desempeñado o puede desempeñar un papel fundamental de garantía de la dignidad de los trabajadores y de defensa de los mismos frente a la explotación. Pero los problemas y el campo de aplicación de los ordenamientos laborales varían mucho atendiendo a este elemento. En los países desarrollados el Derecho del Trabajo afecta a la gran mayoría de la población activa, y sus sistemas normativos y medios de exigencia tienen notable complejidad y sofisticación. En cambio, en los países en desarrollo, donde el sector informal del sistema productivo es más extenso, la normativa laboral sólo comprende sectores minoritarios de la población, y sus estructuras jurídicas suelen ser bastante más sencillas.

			El desarrollo reciente de las fuerzas productivas ha intensificado el proceso de la globalización de la economía. El impacto en la ordenación de las relaciones de trabajo de esta internacionalización de la producción, del comercio y del consumo ha sido distinto en los países desarrollados y en los países en desarrollo. En todo caso, la globalización ha supuesto la extensión e intensificación de la competencia internacional, obligando a revisar aspectos de la vida económica que antes estaban relativamente al abrigo de ella, como el coste comparado de la fuerza de trabajo y la eficiencia de los distintos sistemas de relaciones laborales. El resultado de esta operación de ajuste a las nuevas condiciones del sistema productivo es la flexibilización de los ordenamientos laborales que caracteriza la evolución del Derecho del Trabajo desde los años setenta y ochenta del siglo XX.

			C) Peso de las instituciones y tradiciones nacionales


			La reacción en distintos países frente a los anteriores factores de cambio del ordenamiento laboral ha seguido normalmente pautas semejantes, pero no ha sido siempre idéntica. La explicación de que existan diferentes reacciones nacionales a los mismos procesos históricos responde a múltiples motivos. Entre ellos se encuentran la variación del momento político en que tales causas han incidido, o la diversa intensidad de su impacto en distintos países, o la percepción más o menos rápida de su importancia por parte de los actores sociales, o la mayor o menor resistencia a las mismas de los intereses creados, o sobre todo la repercusión que dichos procesos o causas profundas producen en las instituciones y en los sistemas de relaciones laborales ya establecidos. La tendencia de estos es la adaptación gradual a los cambios inducidos por causas externas, pero manteniendo las estructuras jurídicas existentes. Esta variante de los ordenamientos laborales, que es el factor histórico o peso de las instituciones y tradiciones nacionales, es el elemento configurador que suele dar cuenta de las peculiaridades de los ordenamientos laborales de países que comparten una misma cultura o que pertenecen a la misma región económica.

			
2. RASGOS CARACTERÍSTICOS DEL DERECHO DEL TRABAJO EN ESPAÑA


			En el caso de España encontramos varias tradiciones jurídicas que se han mantenido en las diferentes etapas del desarrollo económico, y que han conseguido sobrevivir a los cambios de régimen político. Una de ellas es el papel destacado de la legislación especial sobre el contrato de trabajo en la regulación de las condiciones de empleo y de trabajo. Otra es la presencia activa del Estado en la configuración (e incluso en determinadas épocas en el funcionamiento) del sistema de relaciones laborales. Y una tercera es la aplicación del Derecho del Trabajo por órganos jurisdiccionales especializados.

			A) Una regulación legal específica sobre el contrato de trabajo


			La transformación del arrendamiento de servicios (o del antiguo contrato de servicios) en contrato de trabajo es una de las constantes de la etapa de formación del Derecho del Trabajo (supra III.1). Pero este proceso de cambio legislativo se ha llevado a cabo de distintas maneras. En un grupo de países, al que pertenece seguramente la mayoría de los integrados en la Unión Europea, la transición de uno a otro tipo contractual está marcada únicamente por una legislación de protección de los intereses del trabajador centrada en algunas condiciones de empleo, especialmente en el despido, y en la seguridad y salud en el medio de trabajo. Dentro de este grupo de ordenamientos, los aspectos generales del contrato de trabajo, como la conclusión del mismo y los derechos y deberes de los trabajadores y los empresarios, se remiten preferentemente a las disposiciones de los códigos civiles (este es el caso de Italia y de Alemania), y, en los países de common law, al derecho de elaboración jurisprudencial.

			El Derecho individual del Trabajo en España, al igual que en Francia, Portugal y la mayor parte de los países de Iberoamérica, está construido sobre distintas premisas. Una ley sobre el contrato de trabajo o un código o compilación de leyes laborales regula conjuntamente y con cierto detalle los aspectos generales del contrato de trabajo y de la vida de la relación de trabajo, así como una parte sustancial de las condiciones de trabajo. Esta regulación legal unitaria y detallada del contrato de trabajo tiene como consecuencia que el Derecho individual del Trabajo posea una mayor especialidad y autonomía respecto de las normas del Derecho común de los contratos. Debe tenerse en cuenta, no obstante, que el Derecho individual del Trabajo en España nunca ha perdido la conexión con las reglas civiles de las obligaciones y contratos, que siguen siendo aplicables como Derecho común supletorio [Capítulo 4.II.2.E)].

			B) El sistema de relaciones laborales: del modelo corporativo a la legislación promocional


			De acuerdo con el modelo llamado de «laissez-faire colectivo», cuyo ejemplo más notable ha sido durante muchos años el sistema británico, la contribución del Estado a la ordenación de las relaciones laborales consiste, simplemente, en la legalización de las representaciones profesionales y de las prácticas de interacción desarrolladas entre ellas, previa asignación a las mismas de un papel protagonista en la regulación de este ámbito de la vida social. Un planteamiento sobre bases opuestas es la del «modelo corporativo», en el que el Estado establece directamente un entramado legal de representaciones profesionales, al que se encarga de la negociación colectiva de condiciones de trabajo, y de la canalización de las actividades de defensa de intereses profesionales. El modelo corporativo presenta a su vez diversas variedades según el grado mayor o menor de intervencionismo estatal. En una posición intermedia entre los anteriores se encuentra el modelo de la «legislación promocional», en el que el Estado no crea representaciones profesionales corporativas, pero establece «reglas de juego» en el sistema de relaciones laborales, que orientan o inclinan hacia una determinada configuración del mismo.

			La tradición jurídica española en el Derecho colectivo del Trabajo responde, como se ha visto anteriormente [supra III.3.B)], al modelo corporativo en distintas versiones. El modelo corporativo de relaciones laborales de la Dictadura de Primo de Rivera está integrado en un esquema de organización general de la vida política. Durante la Segunda República la negociación colectiva corporativa no participó de esta característica, partiéndose de la base del reconocimiento de la libertad sindical, y de la separación entre el sistema político y el sistema de relaciones laborales; de ahí que se admitieran en este período distintos cauces de negociación colectiva, junto al principal que era el cauce corporativo de los jurados mixtos. La negociación colectiva corporativa resurge en la segunda etapa del franquismo, a partir de la Ley de convenios colectivos de 1958, después de un período de casi dos décadas de monopolio estatal de la regulación de las condiciones de trabajo y empleo.

			La legislación de trabajo posterior a la Constitución de 1978 ha supuesto un cambio de modelo en el sistema de relaciones laborales. El modelo corporativo se ha abandonado, y en su lugar se ha optado por el de la legislación promocional. Hay que advertir, de todas maneras, que la legislación promocional española es particularmente intervencionista en lo que concierne a los actores y a los medios de acción del sistema de relaciones laborales. Los primeros están estrictamente seleccionados mediante la atribución de una posición jurídica privilegiada a los sindicatos y asociaciones empresariales más representativos (Capítulo 7.V). Por su parte, las ventajas institucionales para los participantes de la negociación colectiva de eficacia general regulada en el Estatuto de los Trabajadores son también muy notables (Capítulo 9.II.2).

			En una visión de conjunto, la ordenación del sistema de relaciones laborales es el sector del Derecho del Trabajo que presenta más variaciones de un país a otro. La regulación del fenómeno colectivo en la etapa de formación del Derecho del Trabajo dio lugar a un proceso de diferenciación de las relaciones laborales que se ha acentuado en la evolución posterior. Ello es así, como se aprecia con nitidez en el caso de España, porque los sistemas de relaciones laborales, una vez constituidos, establecen una dinámica propia, que responde a sus peculiares características organizativas y culturales. No hay, por tanto, a partir de la etapa de formación, convergencia espontánea de ordenamientos laborales, sino más bien desarrollo distinto de cada uno de ellos, que sólo quiebra, con posibilidad de reorganizar sus estructuras básicas, en circunstancias de crisis profunda de naturaleza política o socioeconómica.

			C) La aplicación del Derecho del Trabajo: el predominio de la jurisdicción social


			En un panorama de Derecho comparado, la aplicación del Derecho del Trabajo en caso de litigio presenta soluciones muy variadas. En el ordenamiento británico, por ejemplo, la solución de los litigios corresponde preferentemente a «tribunales de empleo» de instancia de composición tripartita, no integrados en el sistema judicial (sí es, en cambio, un organismo de composición judicial el Employment Appeal Tribunal). Por su parte, en el ordenamiento francés las competencias para resolver controversias laborales con arreglo a derecho están distribuidas entre organismos paritarios no judiciales (los Prudhommes u «hombres buenos») y los órganos de la jurisdicción civil. Es también la jurisdicción civil la que se encarga de la aplicación del ordenamiento laboral en Italia y Portugal, si bien no a través del procedimiento civil ordinario sino de procesos especialmente diseñados para la resolución de los litigios laborales. Una experiencia más lejana es la de países como Estados Unidos, Canadá y Australia; en estos ordenamientos, en los que el grueso de la normativa laboral está constituido por disposiciones de convenios colectivos, es importante el papel de los árbitros en la decisión en derecho de las controversias laborales.

			El ordenamiento español no ha seguido ninguno de los caminos señalados, sino el de la atribución de competencia para los conflictos de trabajo individuales y colectivos a órganos judiciales especializados; dicha vía es también la adoptada en la mayoría de los países de Iberoamérica y en la República Federal de Alemania. Esta tradición jurídica española se inicia en la segunda década del siglo XX con los Tribunales industriales, que, a diferencia de los homónimos ingleses, sí estaban integrados en el sistema judicial. Durante la Segunda República los tribunales industriales compartieron competencias de solución de litigios con los jurados mixtos, órganos corporativos no integrados en el sistema judicial [supra III.3.B)]. El monopolio jurisdiccional de los órganos judiciales en la materia contenciosa laboral se restablece después de la guerra civil, con las Magistraturas de Trabajo y el Tribunal Central de Trabajo, si bien estos órganos judiciales especializados constituyeron un orden jurisdiccional separado de la jurisdicción ordinaria. La especialización se ha mantenido después de la Constitución de 1978, aunque el orden jurisdiccional social se encuentra hoy totalmente integrado en el sistema judicial (Capítulo 20.I.3).

			El predominio de la jurisdicción social en la aplicación del Derecho del Trabajo en España se extiende no sólo al derecho de origen legal sino también al derecho de origen convencional o colectivo. De todas maneras, en los años noventa se han empezado a ensayar diversos procedimientos de solución extrajudicial para los conflictos y litigios que surgen en la aplicación de normas de convenios colectivos. El campo principal de estos cauces de solución extrajudicial son los conflictos colectivos, pero en algún caso está prevista también su utilización en conflictos individuales (Capítulo 10.VI.2).

		

	
		
			CAPÍTULO 3

			
FUENTES DEL DERECHO DEL TRABAJO

			SUMARIO: I. El cuadro de fuentes del Derecho del Trabajo. 1. Fuentes de Derecho interno del Estado. 2. Fuentes supranacionales e internacionales. 3. Fuentes de origen profesional. 4. Los principios generales del Derecho en el ordenamiento laboral. 5. El complemento de la jurisprudencia. II. La Constitución como fuente del Derecho del Trabajo. 1. Regulación de las fuentes del Derecho del Trabajo en la Constitución. 2. La Constitución como ley suprema. 3. La Constitución como marco del Derecho del Trabajo. III. Ley y reglamento en Derecho del Trabajo. 1. Función de la ley en el sistema de fuentes jurídico-laborales. 2. Posición de la ley en el ordenamiento laboral. 3. Decretos Legislativos y Decretos Leyes. 4. La potestad reglamentaria en el ordenamiento laboral. 5. La elaboración de las leyes y reglamentos laborales. 6. Encargo al Gobierno de la elaboración de un Código de Trabajo. IV. Normas laborales de Derecho de la Unión Europea y de Derecho internacional. 1. Modulación de las fuentes de Derecho de la Unión Europea en el ordenamiento laboral. 2. Convenios de la OIT y declaraciones internacionales de derechos sociales. V. Fuentes de origen profesional. 1. La autonomía colectiva como fuente de regulación. 2. Naturaleza jurídica y eficacia personal del convenio colectivo. 3. El sistema español de negociación colectiva: convenios estatutarios y convenios extraestatutarios. 4. La integración del convenio colectivo en el sistema de fuentes. 5. Usos y costumbres profesionales. VI. Determinación de la norma vigente y elección de la norma aplicable en el ordenamiento laboral. 1. Vigencia en el ordenamiento laboral de las reglas comunes de aplicación de las normas jurídicas. 2. Aplicación conjunta de normas laborales. 3. Concurrencia conflictiva de normas laborales: el principio de norma más favorable. 4. Transición de normas en Derecho del Trabajo. 5. Conflicto de leyes en el ordenamiento laboral: normas sobre el contrato de trabajo.

			Los aspectos principales de las fuentes del Derecho están regulados de manera uniforme para todos los sectores del ordenamiento. Qué centros de poder están autorizados para dictar mandatos jurídicamente exigibles (fuentes en sentido propio o subjetivo), y a través de qué medios y procedimientos esta capacidad de elaborar normas es ejercitada (fuentes en sentido traslativo u objetivo), son cuestiones que reciben en el ordenamiento laboral una respuesta sustancialmente idéntica a la que reciben en otras ramas del Derecho. Pero, respetando un mínimo de uniformidad, exigido por razones de funcionamiento coordinado del entero sistema jurídico, la regulación de las fuentes del derecho puede presentar variantes en determinados sectores del ordenamiento, en atención a las necesidades o conveniencias de los distintos tipos de relaciones sociales. Tal es el caso del Derecho del Trabajo.

			El presente Capítulo se inicia con la presentación del cuadro de fuentes del Derecho del Trabajo, más complejo y plural que el de las otras ramas del Derecho (I). En los apartados sucesivos se abordan los distintos tipos de fuentes del ordenamiento laboral, empezando con la Constitución (II), siguiendo con la Ley y el reglamento (III), analizando a continuación las fuentes supranacionales e internacionales del Derecho del Trabajo (IV), y terminando con las fuentes de origen profesional (V). La pluralidad de fuentes en Derecho del Trabajo y el propio dinamismo del ordenamiento laboral dan lugar con frecuencia a problemas de transición, concurrencia y articulación de normas —﻿de elección de norma aplicable, en suma﻿—, para los que se han arbitrado a veces soluciones particulares en esta rama del Derecho, que examinaremos en el apartado final del capítulo (VI). Las consideraciones particulares a propósito de las fuentes del Derecho del Trabajo que vamos a realizar reposan, como es obvio, sobre una doctrina general que no es necesario analizar con detenimiento en el estudio de una rama especial del Derecho. Damos por conocida esta doctrina general, a la que recurriremos, no obstante, cuando lo aconseje el hilo de la exposición.

			El presente Capítulo tiene por objeto estrictamente las normas sobre fuentes, que son sólo normas sobre competencias normativas o sobre criterios de interpretación y aplicación del ordenamiento y de las piezas normativas que lo integran («normas de normas»). El balance general de la actividad normativa de las distintas fuentes del ordenamiento laboral se efectuará en el Capítulo próximo.

			
I. EL CUADRO DE FUENTES DEL DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: M. ALONSO OLEA, Las fuentes del Derecho, en especial del Derecho del Trabajo, Civitas, Madrid, 1982; E. BORRAJO DACRUZ, Introducción al Derecho del Trabajo (Tercera parte), 7.ª ed., Tecnos, Madrid, 1994; J. GARCÍA MURCIA, «Virtualidad en el ordenamiento laboral de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos», en VV. AA. (dir. E. BORRAJO), Controversias vivas del nuevo Derecho del Trabajo, La Ley, Madrid, 2015; A. MARTÍN VALVERDE, «Principios y reglas en el Derecho del Trabajo: planteamiento teórico y algunos ejemplos», REDT, núm. 114 (2002); A. MARTÍN VALVERDE, Jurisprudencia y casación para unificación de doctrina, Universidad de Oviedo, 2009; A. MARTÍN VALVERDE, «Valor del precedente y unificación de doctrina», en VV. AA. (dir. E. BORRAJO), Controversias vivas del nuevo Derecho del Trabajo, La Ley, Madrid, 2015; J. L. MONEREO y M.ª N. MORENO VIDA, «Comentario al artículo 3.º del Estatuto de los Trabajadores», en Comentario al Estatuto de los Trabajadores, Comares, Granada, 1998; I. DE OTTO PARDO, Derecho Constitucional. Sistema de fuentes, Ariel, Barcelona, 1987; A. PLA RODRÍGUEZ, Los principios de Derecho del Trabajo, Montevideo, 1975; I.A. RODRÍGUEZ CARDO, El principio de seguridad jurídica en el Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, ¿un principio en decadencia?, BOE, Madrid, 2024; T. SALA FRANCO, La dinámica de las fuentes del Derecho del Trabajo español, Tirant lo Blanch, Valencia, 2022; VV. AA., Fuentes de la relación laboral y criterios de aplicación, IELSS, Madrid, 1981; VV. AA. (dir. L. E. DE LA VILLA y L. LÓPEZ CUMBRE), Los principios del Derecho del Trabajo, CEF, Madrid, 2003; VV. AA. (coord. J. García Murcia), El sistema de fuentes de la relación laboral. Estudios ofrecidos al profesor Martín Valverde, Universidad de Oviedo, 2007.

			En la presentación del cuadro de fuentes del Derecho del Trabajo vamos a seguir el criterio del origen de las mismas, que permite distinguir entre fuentes estatales y fuentes extraestatales. A su vez, dentro de estas últimas, se encuentran las fuentes supranacionales e internacionales, y las fuentes profesionales. A pesar de su acusada heterogeneidad, las fuentes extraestatales tienen en común la necesidad de lo que podemos llamar una «norma de reconocimiento» en el ordenamiento estatal. El actual cuadro de fuentes del ordenamiento laboral está contenido en normas o disposiciones diversas. La principal es la Constitución, norma fundamental sobre la producción jurídica del Estado y sobre el reconocimiento de fuentes extraestatales. Las demás fuentes jurídico-laborales, y los criterios generales de ordenación de las mismas en lo concerniente a la regulación de condiciones de trabajo están fijados en el artículo 3 del ET. Deben tenerse en cuenta además, para la composición del cuadro de fuentes del Derecho del Trabajo, los preceptos del Derecho común sobre elaboración, aplicación y eficacia de las normas jurídicas, contenidos en los artículos 1 a 4 del CC, en los artículos 5 a 8 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio (LOPJ), en los artículos 22 a 28 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno y en los artículos 127 a 133 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, completados por los artículos 3 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en lo que se refiere a la organización y los principios de actuación de las Administraciones Públicas.

			
1. FUENTES DE DERECHO INTERNO DEL ESTADO


			Dentro de las normas estatales hay que distinguir, por orden de jerarquía, entre la Constitución, las leyes y los actos del Gobierno con fuerza de ley, y los reglamentos. La Constitución (fuente del Derecho en sentido traslativo) procede del poder constituyente (fuente del Derecho en sentido propio), identificado con manifestaciones señaladas de la soberanía popular. En la Constitución española el poder constituyente resulta de la combinación, en un procedimiento complejo que regulan los artículos 166 a 168 del texto constitucional, de mayoría parlamentaria cualificada y de mayoría popular expresada en referendo. Corresponde a la Constitución la regulación general de las fuentes del derecho, y, particularmente en el ordenamiento laboral, la determinación del «marco» normativo de las relaciones de trabajo.

			Dentro del marco constitucional de reglas o principios generales, que es suficientemente flexible para permitir la alternancia de distintos programas políticos, la ley, elaborada por el Congreso de los Diputados y el Senado, elige el «modelo» concreto de regulación laboral que la mayoría parlamentaria considera más adecuado.

			En general, el reglamento puede desempeñar en el sistema de fuentes un triple papel. El primero es el de complemento o desarrollo de la ley; a la disposición que cumple esta función se le llama reglamento ejecutivo. El segundo es el de regulación independiente de la ley en las materias en que la intervención normativa del Gobierno no esté vedada bien por reserva material de ley (establecida en la Constitución), bien por reserva formal de ley (determinada por voluntad del propio legislador), bien por atribución legal de espacio normativo a otra fuente de regulación, por ejemplo, el convenio colectivo [infra III.2 y III.3.B)]; la norma reglamentaria que desempeña este papel de regulación independiente es conocida como reglamento autónomo. El tercer tipo de reglamento se encarga de regular la organización y la actuación de las Administraciones Públicas, por lo que se le suele denominar reglamento orgánico. Tanto el reglamento ejecutivo como el reglamento autónomo, sometidos en todo caso a la regla de jerarquía normativa (art. 9.3 CE) y a la no intromisión en materias reservadas, están reconocidos en el artículo 97 CE (el Gobierno «ejerce la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes»).

			Además de la potestad reglamentaria la Constitución reconoce al Gobierno, siempre que se cumplan determinados requisitos de fondo y de procedimiento, la facultad de dictar actos normativos con fuerza de ley. Uno de estos tipos de actos del poder ejecutivo equiparados en rango a la ley es el «decreto legislativo»; a él se refieren los artículos 82 a 85 CE, que permiten su aprobación, en forma de «texto articulado» o de «texto refundido», siempre que cuente con delegación legislativa expresa, para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. Otro acto del Gobierno con fuerza normativa de ley es el decreto-ley, previsto en el artículo 86 CE para «caso de extraordinaria y urgente necesidad». Los principales límites del decreto-ley son materiales, ya que no podrán afectar, entre otras cuestiones, «a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I» (art. 81.1 CE).

			
2. FUENTES SUPRANACIONALES E INTERNACIONALES


			En las sociedades actuales es el poder del Estado el que ostenta la supremacía de la producción jurídica, supremacía manifestada en la exigencia de reconocimiento estatal a las fuentes extraestatales. Pero las instancias o poderes del Estado no son las únicas fuentes del Derecho. Las entidades y organismos de Derecho Internacional vienen desarrollando desde mediados del siglo XX una actividad normativa creciente en distintos sectores del ordenamiento, entre ellos el Derecho del Trabajo. La pujanza actual de las normas internacionales tiene varias causas. Una de ellas es la existencia de áreas de integración económica, cuya creación y mantenimiento depende en medida principal de la existencia de un derecho común a los países participantes. Otra causa, más general, es la mayor frecuencia e intensidad de los intercambios sociales y económicos entre distintos países. Una tercera causa, que afecta de manera particular al ordenamiento laboral, es la conciencia de la necesidad de establecer estándares mínimos internacionales en la organización de una convivencia civilizada.

			A) Normas internacionales en sentido estricto


			En el variado conjunto de las fuentes o normas internacionales de aplicación en España es necesario distinguir entre fuentes o normas de Derecho de la Unión Europea y fuentes o normas internacionales que tienen su origen en la sociedad internacional y en sus organismos especializados. Los actos de expresión de esta capacidad normativa son los tratados, convenios o acuerdos internacionales. Dentro de las fuentes internacionales en materia de trabajo y Seguridad Social ocupa un lugar destacado un tipo particular de norma internacional: el Convenio de la Organización Internacional de Trabajo (OIT).

			De acuerdo con el artículo 96.1 de la Constitución, «los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno». La prestación del consentimiento del Estado en los tratados o convenios internacionales, en cualquier materia incluida la laboral, no siempre requiere autorización previa de las Cortes Generales. Pero tal autorización es precisa en los supuestos de «Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medida legislativa para su ejecución» [art. 94.1.e) CE]. El Código Civil y la jurisprudencia precisan las referidas normas constitucionales de la siguiente manera: la publicación íntegra de las normas contenidas en los Tratados internacionales lleva consigo su «aplicación directa en España» (art. 1.5 CC), cuando sean autosuficientes (self-executing); es decir, cuando no necesitan para su aplicación o puesta en práctica normas complementarias o de desarrollo (TS de 31 de octubre de 2001). El procedimiento o actividad de celebración y ratificación de los tratados está regulado actualmente en la Ley 25/2014, de 27 de noviembre (arts. 11 a 27 y 36 y 37), que también se refiere a su eficacia, aplicación e interpretación (arts. 28 a 35), con la declaración de que «las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales válidamente celebrados y publicados oficialmente prevalecerán sobre cualquier otra norma del ordenamiento interno en caso de conflicto con ellas, salvo las normas de rango constitucional» (art. 31).

			La jurisprudencia constitucional (resumida y aplicada en TC 140/2018, de 20 de diciembre) ha extraído de la regla de inmunidad frente a la derogación por ley de los convenios y tratados internacionales el principio de «prevalencia» de los mismos sobre todas las leyes nacionales, tanto las posteriores como las anteriores; principio que, sigue diciendo la jurisprudencia, es distinto del de jerarquía normativa, en cuanto que habilita para la inaplicación de las disposiciones legales, pero no para su invalidación. De acuerdo con esta doctrina, la inaplicación de las leyes por incompatibilidad con los convenios internacionales («control de convencionalidad») corresponde, a falta de la necesaria atribución de competencia, a los jueces y tribunales del sistema judicial y no al Tribunal Constitucional. La argumentación es consistente pero el resultado es insatisfactorio. Sean cuales sean las causas o los remedios, existen serias razones para considerar inapropiado el control difuso de convencionalidad por parte de todos los órganos judiciales. Una de ellas es la disonancia de dicho control difuso (judicial review) en un ordenamiento que ha optado por el control concentrado de constitucionalidad (art. 163 CE). Una segunda razón es, a la vista del enunciado genérico de muchos preceptos internacionales, la amplitud de opciones interpretativas que concurren en el control de convencionalidad, sin que existan cauces procesales adecuados para su depuración a cargo de los órganos jurisdiccionales supremos. Una tercera razón es la dudosa compatibilidad de la inaplicación de la ley por parte de los jueces y tribunales con la enérgica norma del artículo 117.1 CE, en virtud de la cual estos están «sometidos únicamente al imperio de la ley».

			B) Normas de Derecho de la Unión Europea


			A diferencia de las normas internacionales en sentido estricto, las normas de Derecho de la Unión Europea (UE) son elaboradas, de acuerdo con sus reglas específicas de producción normativa, en el seno de una comunidad supranacional a la que España pertenece desde 1986. En la descripción de las fuentes de este ordenamiento supranacional se debe distinguir entre fuentes de «Derecho originario» y fuentes de «Derecho derivado». Dentro de las primeras figuran los Tratados fundacionales, las modificaciones de los mismos, y los sucesivos Acuerdos de adhesión.

			El Derecho originario de la UE se encuentra refundido hoy en dos acuerdos o tratados internacionales: el Tratado de la Unión Europea (TUE) y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE); la redacción vigente de uno y otro ha sido aprobada por el Tratado de Lisboa de 13 de diciembre de 2007. El TUE y el TFUE culminan una larga evolución normativa iniciada en el Tratado de Roma de 1957 (versión inicial del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea, TCE, antecedente del actual TFUE), y cuyos hitos principales han sido el Acta Única Europea de 1986 (que estableció el llamado «mercado único» europeo), el Acuerdo de Maastricht de 1992 (versión inicial del Tratado de la Unión Europea), el Tratado de Ámsterdam de 1997 (que modificó tanto el TCE como el TUE vigentes a la sazón), y el Tratado de Niza de 2000 (complementario del anterior y que afectó también a los anteriores TCE y TUE).

			El «Derecho derivado» de la UE resulta del ejercicio de las competencias normativas atribuidas a las instituciones europeas. Estas fuentes de «Derecho derivado», subordinadas jerárquicamente al Derecho originario, pueden adoptar tres modalidades (art. 288 TFUE): 1) El Reglamento, «obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro»; 2) La Directiva, que «obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse», dejando a las autoridades nacionales «la elección de la forma y de los medios» de la incorporación al Derecho interno; y 3) La Decisión, que «será obligatoria en todos sus elementos» para los destinatarios designados.

			El problema de la fuerza vinculante de las directivas europeas fue en su momento intensamente debatido en la doctrina científica. El punto más controvertido de este debate era el llamado «efecto directo» de las directivas, o posibilidad de invocación de los derechos reconocidos en las mismas con independencia de su trasposición o puesta en práctica por normas de derecho interno. El TJUE ha establecido una consolidada jurisprudencia sobre la cuestión que puede resumirse como sigue: 1) en principio los particulares pueden invocar ante los órganos jurisdiccionales los derechos reconocidos en una directiva (sentencia de 4 de diciembre de 1974, Van Duyn), pero esta eficacia directa de las directivas está condicionada a que sus términos sean claros, precisos e incondicionales; 2) la tutela judicial de los derechos reconocidos de manera precisa e incondicional en las directivas debe ser, en las relaciones entre el Estado o sus organismos y los particulares (relaciones verticales, como suele llamarlas la doctrina) el reconocimiento pleno de los mismos a sus titulares (sentencia de 19 de enero de 1982, Becker); 3) La obligación de los Estados miembros de alcanzar el resultado que una directiva prevé se impone a todas las autoridades públicas, con inclusión de las autoridades judiciales en el marco de sus competencias de interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico (sentencia de 10 de abril de 1984, Van Colson y Kamann); 4) pero en el marco de las relaciones entre particulares (relaciones horizontales en terminología doctrinal) una directiva no puede por sí sola, a falta de la norma de trasposición al derecho interno, crear obligaciones a cargo de un particular o ser invocada contra él (sentencia de 26 de febrero de 1986, Marshall); y 5) en cualquier caso, si no pudiera alcanzarse el resultado exigido por la directiva mediante la interpretación, y siempre que haya habido incumplimiento grave de los poderes públicos de un Estado miembro del deber de trasposición al derecho interno, el Derecho de la UE impone a los Estados miembros la obligación de reparar los daños causados a los particulares por no haber adaptado el derecho interno a las previsiones de aquella (sentencia de 19 de noviembre de 1991, Francovich). Un buen resumen de toda esta jurisprudencia se encuentra en la sentencia de 14 de julio de 1994 (Faccini).

			La jurisprudencia europea más reciente mantiene formalmente incólume la posición doctrinal reseñada sobre la carencia de efecto directo de las Directivas; y lo hace además de manera expresa (TJUE 6 de noviembre de 2018, Tetsuji Shimizu, relativa al derecho a vacaciones; TJUE 22 de enero de 2019, Markus Achatzi, relativa al derecho a la no discriminación por razón de religión). Pero, como indican las propias sentencias citadas, la invocación y aplicación de los contenidos normativos de las Directivas en las relaciones entre particulares se puede alcanzar también por una vía distinta en todos aquellos supuestos en que los derechos regulados en las mismas han sido acogidos en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Esta trascendente construcción jurisprudencial se apoya en dos argumentos complementarios; de un lado, en la regla que atribuye a «los derechos, libertades y principios» enunciados en la citada Carta «el mismo valor jurídico que [a] los Tratados» (art. 6.1 TUE), y, de otro lado, en la cualidad de principio general del ordenamiento de la UE asignado a tales derechos y libertades.

			La norma constitucional de reconocimiento del Derecho de la Unión Europea en el ordenamiento español es el artículo 93 CE, que prevé, mediante autorización de ley orgánica, la «celebración de tratados por los que se atribuya a una organización o institución internacionales el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución». De acuerdo con esta previsión constitucional, el Tratado de Adhesión, ratificado por la Ley Orgánica 10/1985, de 2 de agosto, ha supuesto el apoderamiento a las instituciones europeas para legislar dentro del marco de sus competencias.

			El Reglamento europeo es «directamente aplicable» en los países miembros de la UE, aunque a veces requiera desarrollo en el Derecho interno [por ejemplo, en España, el Reglamento (UE) 2016/679, de protección de datos personales]. La Directiva requiere un acto de incorporación o puesta en práctica en el Derecho interno cuando este no se ajusta plenamente a aquella, por divergencia o por omisión. A este acto de incorporación se le suele llamar «norma de trasposición». La norma de trasposición puede ser una ley o una disposición reglamentaria, según el rango que requiera en el Derecho nacional la materia regulada. Es factible también, en el ámbito de las relaciones laborales, la trasposición de una directiva por medio de convenio colectivo, exigiéndose a veces a tal efecto la «petición conjunta» de los «interlocutores sociales» (art. 16 de la Directiva 2000/43, de igualdad de trato con independencia del origen racial o étnico; y art. 18 de la Directiva 2000/78, de igualdad de trato en el empleo).

			La incorporación al ordenamiento español del vasto conjunto de disposiciones de Derecho Comunitario acumulado hasta el momento del ingreso de España en la actual UE (el llamado «acervo comunitario») se produjo en virtud del artículo 2 del Acta de Adhesión que dice así: «Desde el momento de la adhesión, las disposiciones de los Tratados originarios y los actos adoptados por las instituciones de las Comunidades antes de la adhesión obligarán a los nuevos Estados miembros.» Para hacer frente al cumplimiento de este muy importante y difícil compromiso se aprobó la Ley 47/1985, de 27 de diciembre, que ordenó al Gobierno por un lado la modificación por vía de decreto legislativo de una lista de disposiciones legales afectadas por el «acervo comunitario» (Anexo 1) y, por otro lado, la elaboración de una serie de disposiciones nuevas en materias objeto de normas comunitarias en que no existía regulación legal en España (Anexo II). En ninguna de estas listas figuran disposiciones laborales, lo que revela la sintonía existente a la altura de 1986 entre la normativa comunitaria en materia laboral y el Derecho del Trabajo español.

			
3. FUENTES DE ORIGEN PROFESIONAL


			Junto al Derecho elaborado por el Estado o por organismos supranacionales o internacionales, el ordenamiento laboral conoce desde la etapa de su formación otra fuente de origen profesional, que es el convenio colectivo. En cuanto fuente del Derecho del Trabajo el convenio colectivo procede de la autonomía colectiva o poder normativo reconocido conjuntamente a los representantes de los trabajadores y empresarios. Las modalidades históricas y actuales de convenios colectivos son múltiples, como revela la propia terminología utilizada para designar estas normas paccionadas; pactos colectivos, acuerdos paritarios y contratos colectivos son las expresiones más utilizadas en el Derecho histórico; convenio colectivo y acuerdo colectivo son las expresiones predominantes en el Derecho vigente.

			El convenio colectivo es la principal pero no la única fuente de origen profesional en esta rama del Derecho. En nuestro cuadro de fuentes figura también, si bien en un papel de mucho menor relieve, la costumbre laboral. Como toda norma consuetudinaria, la costumbre laboral es segregada de manera espontánea por los grupos sociales, en lugar de ser elaborada por instancias u organismos (parlamentos, asambleas legislativas, comisiones negociadoras) especializados en la producción normativa.

			La asunción o reconocimiento del convenio colectivo como norma jurídica se apoya en el artículo 37.1 CE y tiene lugar en el 82.2 ET. El primero ordena al legislador garantizar el «derecho a la negociación colectiva laboral […] así como la fuerza vinculante de los convenios». Esta fuerza vinculante es la propia de las normas jurídicas en virtud del artículo 82.3 ET que atribuye a los convenios regulados en dicha ley fuerza de obligar de manera general y abstracta («a todos los empresarios y trabajadores incluidos dentro de su ámbito de aplicación»), sin incorporar sus regulaciones al contenido de los contratos de trabajo afectados («durante todo el tiempo de su vigencia»); así lo viene entendiendo la jurisprudencia (TC 58/1985, de 30 de abril; TS de 5 de noviembre de 1982 y 11 de mayo de 1992, entre otras). El reconocimiento de la costumbre profesional como fuente del Derecho no se produce en la Constitución, sino en el ET, que incluye entre las fuentes de regulación de la relación de trabajo los «usos y costumbres locales y profesionales» [art. 3.1.d)], manifestación particular en el ámbito laboral del reconocimiento general en el artículo 1.3 CC de la «costumbre» y de «los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad».

			
4. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO EN EL ORDENAMIENTO LABORAL


			Las actividades de interpretación de disposiciones, de integración de lagunas legales y de depuración del ordenamiento jurídico que desempeñan los órganos jurisdiccionales suelen estar orientadas o inspiradas por los principios de derecho. Tales principios jurídicos expresan las ideas normativas generales que sustentan o están en la base de preceptos o disposiciones más concretas. El artículo 1.4 CC les asigna el papel de colmar lagunas normativas («se aplicarán en defecto de ley o costumbre») y de dotar de sentido al conjunto de disposiciones que emanan de las distintas fuentes del Derecho («carácter informador del ordenamiento jurídico»).

			La formulación de principios generales del derecho corresponde en ocasiones al legislador (en sentido material). Así sucede, ciñéndonos a ejemplos de Derecho del Trabajo, en el artículo 40.2 CE (principio de «limitación de la jornada laboral»), o en el artículo 36.5 ET («principio general de adaptación del trabajo a la persona», que ha de inspirar la organización del trabajo en la empresa, reiterado en materia preventiva en el art. 15 LPRL), o en el artículo 3 RD 902/2020 («principio de transparencia retributiva»), o en la Ley 39/1999 («conciliación de la vida familiar y laboral», que esta norma ya derogada no designaba como principio pero que debe seguramente ser considerado como tal) (TS 171/2022, de 22 de febrero, con reseña de precedentes), o, en materia procesal, en el artículo 74 LRJS («principios de inmediación, oralidad, concentración y celeridad» que informan el procedimiento laboral y «orientarán su interpretación y aplicación»). Sin embargo, otras veces los principios de Derecho están implícitos en el conjunto de disposiciones normativas, correspondiendo su formulación o expresión a la doctrina científica y en lugar destacado a la jurisprudencia, que es en última instancia la que determina su aplicación y fija su alcance (Capítulo 4.V). Ejemplos en el ordenamiento laboral de principios que han nacido de esta manera son el de estabilidad en el empleo, cuya influencia irradia sobre el entero régimen de las vicisitudes y de la extinción del contrato de trabajo, y el principio de representación proporcional, que ejerce su influjo sobre la actividad externa de los sindicatos y asociaciones empresariales.

			Los ejemplos anteriores ponen de relieve las diversas funciones y los diversos grados de generalidad de los principios inspiradores del ordenamiento laboral; algunos se desenvuelven en el ámbito sustantivo de las condiciones de empleo y trabajo, otros en la interpretación y articulación de las fuentes de producción normativa, otros, en el proceso laboral, y otros, en las relaciones colectivas de trabajo. Junto a estos principios inspiradores propios han de tenerse en cuenta también, a la vista de la inserción de las instituciones del Derecho del Trabajo en el tronco del Derecho común, los principios generales de ámbito más amplio (igualdad de trato y oportunidades de hombres y mujeres, no ir contra los propios actos, evitación del enriquecimiento injusto, protección de la confianza legítima, proporcionalidad de sacrificios, seguridad jurídica, non bis in idem, irretroactividad de las normas, etc.).

			La estructura y la función normativas de los principios de Derecho son muy discutidas en la doctrina científica. El núcleo de este debate se refiere a las notas que diferencian a los principios de las reglas jurídicas. El denominador común de las distintas posiciones doctrinales es que los mandatos normativos contenidos en los principios son más flexibles que los de las reglas. Pero la explicación de esta mayor flexibilidad normativa es diferente para distintos autores. La explicación más plausible, a nuestro parecer, es la que considera que, mientras las reglas jurídicas son mandatos incondicionales o taxativos para la regulación de supuestos de hecho determinados, los principios de Derecho son «mandatos de optimización», que han de aplicarse en la medida de lo posible. En cada sector o zona del ordenamiento jurídico suelen planear diversos principios jurídicos concurrentes, que se disputan idealmente el espacio de regulación.

			
5. EL COMPLEMENTO DE LA JURISPRUDENCIA


			La doctrina jurisdiccional reiterada del TS recibe el nombre de «jurisprudencia» (art. 1.6 CC). Con el nombre de «jurisprudencia constitucional» se conoce la doctrina elaborada por el TC sobre la interpretación de los preceptos y principios constitucionales. A estos dos conjuntos jurisprudenciales debe añadirse un tercero, que es la jurisprudencia emanada de las instituciones internacionales o supranacionales a las que España pertenece; la más importante y caudalosa es la jurisprudencia comunitaria, formada por las decisiones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) en la interpretación del Derecho de la UE. El panorama de la jurisprudencia internacional que hay que tener en cuenta entre nosotros se completa con las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH).

			En la teoría de las fuentes del Derecho ha sido y sigue siendo cuestión discutida la de si la jurisprudencia tiene o no tal carácter. No corresponde a esta obra entrar a fondo en tan polémica cuestión doctrinal. Pero sí debemos señalar que la doctrina jurisprudencial, tanto del TC como del TS, se ha inclinado por la respuesta negativa (TS 299/2022, con cita de precedentes). Ahora bien, debe reconocerse: 1) que la jurisprudencia desempeña en el sistema jurídico funciones importantes de integración, depuración y desarrollo del ordenamiento, especialmente visibles a partir de la segunda mitad del pasado siglo; y 2) que la jurisprudencia es, en cualquier caso, una fuente imprescindible de expresión y de conocimiento del Derecho. Ciertamente, en la generalidad de las ramas del Derecho, y desde luego en el Derecho del Trabajo, el conocimiento cabal de las instituciones es muy difícil y con frecuencia es imposible sin conocer cómo son aplicadas por la jurisprudencia sus normas y principios.

			Algunas instituciones internacionales han establecido órganos específicos encargados de la vigilancia de la aplicación de determinados instrumentos normativos, como los Convenios OIT en materia de libertad sindical («Comité de libertad sindical»), o la Carta Social Europea del Consejo de Europa («Comité europeo de derechos sociales»). El desempeño de esta labor ha dado lugar a informes, decisiones o recomendaciones que han creado un apreciable cuerpo de doctrina administrativa. No se trata, de todas maneras, de doctrina jurisprudencial, con la autoridad o fuerza vinculante propia de la jurisprudencia.

			La jurisprudencia desempeña fundamentalmente dos funciones: depuradora y complementaria. Los altos tribunales con atribuciones jurisprudenciales contribuyen a la creación y conformación del ordenamiento jurídico, bien por vía de eliminación de normas ilegales, inconstitucionales o contrarias al Derecho de la UE (función depuradora), bien por vía de integración de lagunas legales o de selección de unas u otras opciones interpretativas (función complementaria). Esta doble función de la jurisprudencia es compartida en medida distinta por los organismos jurisdiccionales encargados de su formación. La jurisprudencia del TC y del TJUE desarrollan más bien la función depuradora o profiláctica; de ahí que se haya calificado con propiedad al TC de «legislador negativo». En cambio, en la jurisprudencia del TS prevalece la función de «complemento del ordenamiento jurídico», de acuerdo con la expresión del artículo 1.6 CC. Pero esta asignación de tareas no debe entenderse de manera excluyente. El TS desempeña también una labor de depuración respecto de los reglamentos ilegales (Sala de lo Contencioso-administrativo) y de los convenios colectivos ilegales o lesivos (Sala de lo Social). Por su parte, el TC y el TJUE desarrollan una función complementaria de interpretación, respectivamente, de los derechos constitucionales y de la normativa de la UE.

			No toda la jurisprudencia goza de la misma autoridad o fuerza vinculante. De acuerdo con el artículo 164.1 CE, las sentencias del Tribunal Constitucional que declaren la inconstitucionalidad de una disposición legislativa «tienen plenos efectos frente a todos». La restante jurisprudencia constitucional tiene también, en su ámbito de competencia, carácter vinculante para todos los jueces y tribunales (art. 5 LOPJ). Más complejidad presenta la cuestión respecto de la jurisprudencia del Tribunal Supremo o «jurisprudencia ordinaria». La LEC sólo reconoce fuerza vinculante a la doctrina jurisprudencial fijada en el recurso en interés de ley (art. 493). También tiene fuerza vinculante la jurisprudencia civil sobre nulidad de cláusulas generales de los contratos (art. 20 Ley 13/1998, de condiciones generales de la contratación). En los restantes supuestos, la jurisprudencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo constituye «doctrina autorizada» dotada de «eficacia ejemplar» y de «singular autoridad jurídica», pero sin alcanzar «fuerza vinculante» (Preámbulo, XIV y XV LEC).

			Estas declaraciones y disposiciones de la LEC no son extensibles al orden jurisdiccional social sin algunas precisiones. A diferencia de la LEC, la LRJS se refiere a la «infracción» de la jurisprudencia como motivo de los recursos de suplicación [art. 193.c)] y de casación común u ordinaria [art. 207.e)]; y hablar de infracción de jurisprudencia es referirse de manera implícita pero clara a un deber jurisdiccional de atenderla. Por otra parte, la propia LRJS y la anterior LPL han atribuido a la doctrina jurisprudencial un papel muy importante en la admisión a trámite y resolución del recurso de casación para unificación de doctrina (TS 19 de febrero de 2008). Debe tenerse en cuenta también que las exigencias de certeza del Derecho y de doctrina uniforme o unificada resultan más apremiantes en un sector de la vida social, como el de las relaciones de trabajo, de litigación en masa. Añádase a todo lo anterior que las reclamaciones de anulación o de interpretación de condiciones generales de contratación, o de cláusulas de acuerdos o convenios colectivos, son frecuentes en la jurisdicción social, donde se predisponen modalidades procesales específicas para su encauzamiento, como el proceso de conflicto colectivo y el proceso de impugnación de convenios colectivos. De ahí que, como base de partida, parezca más sólida la consideración de la jurisprudencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo como jurisprudencia dotada, en principio, de fuerza vinculante para los restantes órganos judiciales, si bien, el alcance de tal vinculación no es equiparable al sometimiento incondicional del juez al «imperio de la ley» (art. 117.1 CE).

			En la mayoría de los casos, las interpretaciones jurisprudenciales se incorporan al ordenamiento jurídico como una declaración que aclara o complementa los enunciados de las distintas clases de normas jurídicas, adhiriéndose a ellos, aunque no de manera inseparable. La adherencia de la doctrina jurisprudencial a la disposición interpretada permite afirmar que las colisiones o incompatibilidades entre doctrinas jurisprudenciales de distinto tipo deben resolverse mediante la aplicación de tres criterios: 1) el criterio de competencia limitada del TC al ordenamiento constitucional, y del TJUE al Derecho de la Unión Europea; 2) el criterio de prevalencia de la jurisprudencia constitucional y de la jurisprudencia del TJUE en sus ámbitos limitados, que se deriva, respectivamente, de la superioridad jerárquica de la Constitución, y de la primacía del Derecho de la UE sobre el Derecho interno (TJCE 15 de julio de 1964, Costa/Enel); y 3) (anverso del anterior) el criterio de aplicación del Derecho de la Unión Europea por parte de los jueces y tribunales españoles «de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea» (art. 4 bis LOPJ, añadido por LO 7/2015).

			La tesis de que la declaración jurisprudencial de valor complementario se adhiere a la disposición interpretada inspira claramente las normas constitucionales y legales sobre el alcance de la jurisprudencia constitucional examinadas hace un momento. Es esta también la concepción que han acogido, para la jurisprudencia comunitaria, el TJUE (sentencia de 5 de marzo de 1996, Brasserie du pécheur, S.A.) y la Sala de lo Social del TS (sentencia de 17 de diciembre de 1997). De esta tesis de la adhesión de la doctrina jurisprudencial a la norma interpretada se desprende la primacía de la jurisprudencia comunitaria interpretativa de preceptos que ostentan tal carácter respecto de los preceptos de los derechos nacionales (TS 15 de diciembre de 2015); y se desprende también la atribución a la interpretación jurisprudencial de eficacia temporal para litigios pendientes de resolver, aunque surgidos antes de la resolución que la establece (TS 53/2019, de 24 de enero).

			
II. LA CONSTITUCIÓN COMO FUENTE DEL DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: M. E. CASAS BAAMONDE, «Sistemas de fuentes jurídico-laborales y Comunidades Autónomas», REDT, núm. 1 (1980); A. MARTÍN VALVERDE, «La Constitución como fuente del Derecho del Trabajo», REDT, núm. 33 (1988); I. DE OTTO, Derecho constitucional. Sistema de fuentes, Ariel, Barcelona, 1987; F. RUBIO LLORENTE, «La Constitución como fuente del Derecho», en VV. AA., La Constitución española y las fuentes del Derecho, Ministerio de Justicia, Madrid, 1979; L. E. DE LA VILLA GIL y A. DESDENTADO BONETE, «Delimitación de competencias Estado-Comunidades Autónomas en materia de relaciones laborales y de Seguridad Social», CDT, núm. 4 (1979); VV. AA. (Academia Iberoamericana de Derecho de Trabajo y de la Seguridad Social; coord. A. Montoya Melgar), El trabajo y la Constitución. Estudios en homenaje al Profesor Alonso Olea, Madrid, 2003. VV. AA. (dir.), M. E. Casas y M. Rodríguez-Piñero, Comentarios a la Constitución Española, Fundación Wolters Kluwer, Madrid, 2009; VV. AA. (ed. J. García Murcia), La Constitución del Trabajo, KRK Ediciones, Oviedo, 2020.

			La Constitución es la norma fundamental en los ordenamientos de los Estados. Este título le corresponde porque en ella concurren dos cualidades: la cualidad de principal «norma de normas» o disposición básica sobre las fuentes del Derecho; y la cualidad de la ley suprema, que supera en rango a todas las demás.

			
1. REGULACIÓN DE LAS FUENTES DEL DERECHO DEL TRABAJO EN LA CONSTITUCIÓN


			La primera característica del sistema de fuentes del ordenamiento laboral trazado en la Constitución es la atribución de la competencia exclusiva para elaborar leyes y reglamentos laborales al Parlamento y al Gobierno del Estado, con exclusión, por tanto, de los Parlamentos de las comunidades autónomas. Un segundo rasgo de la regulación de las fuentes del Derecho del Trabajo en la Constitución es la previsión de un programa de legislación laboral. Debemos incluir también dentro de la ordenación constitucional de las fuentes jurídico-laborales a la reserva material de la ley en esta rama del Derecho.

			A) La legislación laboral como competencia exclusiva del Estado


			La Constitución asigna a los órganos del Estado las competencias normativas sobre «legislación laboral», con exclusión de las comunidades autónomas, las cuales no obstante pueden asumir importantes competencias de «ejecución» (art. 149.1.2.ª y 7.ª) [Capítulo 19.I.2.C)]. A estos efectos de atribución exclusiva al Estado de la competencia sobre legislación de trabajo, la jurisprudencia constitucional ha interpretado el término «legislación» en un sentido amplio, que comprende las leyes y reglamentos ejecutivos y autónomos. En cambio, el adjetivo «laboral» que determina la competencia exclusiva del Estado en materia de «legislación laboral» se ha entendido en una acepción estricta, que limita su alcance a la regulación directa de las relaciones de trabajo (entre otras TC 22/2014, de 13 de febrero y TC 177/2019, de 18 de diciembre). Ello permite a las comunidades autónomas asumir y desempeñar competencias normativas concurrentes en materias que no pertenecen al núcleo central de dichas relaciones, pero que giran en su órbita. Además, las competencias de «ejecución» habilitan a las comunidades autónomas a crear y regular órganos encargados de la aplicación administrativa de las normas laborales («reglamentos organizativos»).

			Así ha sucedido, en general, en el campo de la política de empleo (TC 360/1993, de 3 de diciembre), donde corresponde en exclusiva al Estado la competencia general de sentar las bases y coordinación de la actividad económica (art. 149.1.13.ª CE). Igual ocurre en el campo particular del fomento del empleo mediante incentivos financieros, que no encaja únicamente ni en el título competencial de la «legislación laboral» (art. 149.1.7.ª CE) ni tampoco en el de la «legislación de Seguridad Social» (art. 149.1.17.ª CE) (TC 95/2002, de 25 de abril; TC 69/2018, de 21 de junio; TC 40/2019, de 27 de marzo). Asimismo, se encuentra en la frontera de la legislación laboral a efectos competenciales, pero fuera de la misma, el «régimen estatutario de los funcionarios» públicos (art. 149.1 18.ª CE) (TC 35/1982, de 14 de junio, y 57/1982, de 27 de julio). Como es lógico, tampoco se considera «legislación laboral» a efectos de distribución de las competencias en el Estado autonómico a la normativa sobre tipos de trabajo excluidos del régimen laboral: voluntariado, ejercicio profesional libre, artesanía, trabajo de los socios de cooperativas.

			En un panorama de conjunto, la legislación de trabajo se presenta como una legislación unitaria para todo el territorio español; de ahí que las comunidades autónomas no puedan establecer normas legales sobre condiciones de trabajo («régimen retributivo» en el caso) (TS 171/2021, de 9 de febrero). Es más: con buena lógica, la atribución exclusiva al Estado de la legislación de trabajo impide aprobar una ley de comunidad autónoma que reitere (lex repetita) los mandatos de una ley laboral del Parlamento nacional (TC 159/2016, de 22 de septiembre). De todas maneras, las comunidades autónomas, al amparo de la señalada interpretación constitucional restrictiva del calificativo «laboral» en el artículo 149.1.7.ª CE han podido desarrollar una notable actividad legislativa en materias como fomento de empleo, instituciones de diálogo social (Consejos de relaciones laborales y equivalentes), participación institucional de sindicatos y asociaciones empresariales a nivel autonómico y medios de solución extrajudicial de conflictos laborales. Además, en el marco de las comunidades autónomas se pueden aprobar y se han aprobado, mediante el instrumento del convenio colectivo, disposiciones sobre condiciones de trabajo, a veces incluso con vocación de aplicación conjunta a todos sus empleados, tanto funcionarios como trabajadores de régimen laboral.

			Ha de tenerse en cuenta, además, que el ejercicio de competencias normativas por parte de las comunidades autónomas en determinadas materias socioeconómicas, como pesca, minas, agricultura y comercio, pueden tener repercusión en el ámbito de las relaciones de trabajo; así sucede, por ejemplo, en la regulación de los horarios comerciales. Por otro lado, la norma constitucional de exclusividad de la competencia legislativa estatal en las materias estrictamente laborales no impide de manera absoluta que una ley habilite a las comunidades autónomas para la regulación de determinados aspectos singulares de las relaciones de trabajo. Seguramente es requisito para ello que la ordenación encargada tenga una vinculación indiscutible con las particularidades regionales; así sucede en la determinación de los días festivos, materia en la que el artículo 37.2 ET habilita a las comunidades autónomas, dentro de ciertos límites, para señalar fiestas tradicionales en sustitución de otras de ámbito nacional (Capítulo 14.III.2).

			B) Programa de legislación laboral de la Constitución


			Además de atribuir la exclusiva de la legislación laboral al Parlamento y al Gobierno del Estado, la Constitución contiene un programa normativo en materia de trabajo cuya realización se encarga al poder legislativo. Dentro de este programa figuran leyes orgánicas, la aprobación de las cuales exige «mayoría absoluta del Congreso en una votación final sobre el conjunto de proyecto» (art. 81.2 CE), y leyes ordinarias, cuya tramitación parlamentaria se ajusta al procedimiento legislativo común.

			El programa de legislación laboral de la Constitución incluye las siguientes disposiciones: 1) Ley del Estatuto de los Trabajadores (art. 35.2), con carácter de ley ordinaria; 2) Ley reguladora de los sindicatos (art. 28.1), con carácter de ley orgánica; 3) Ley reguladora del derecho de huelga y de la garantía de mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad en caso de huelga (art. 28.2), también con carácter de ley orgánica; 4) Ley sobre el derecho a la negociación colectiva laboral y la fuerza vinculante de los convenios (art. 37.1), con carácter de ley ordinaria; y 5) Ley sobre el derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo y sus límites (art. 37.2), con carácter de ley ordinaria. Por su parte, el artículo 129.2 CE encarga a los poderes públicos la labor de promover la participación de los trabajadores en la empresa, con una llamada implícita al legislador que también cabe apreciar en el artículo 40.2 CE al referirse a la seguridad e higiene en el trabajo. Otros preceptos constitucionales de carácter general comportan, asimismo, exigencias de intervención al legislador laboral, como es el caso de los principios de legalidad y tipicidad (art. 25 CE) para la regulación de las infracciones y sanciones en el orden social, y del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) para la regulación del orden jurisdiccional social. De todo el programa de leyes laborales de la Constitución el encargo más inconcreto en cuanto a materias y relaciones a regular es el de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. De los contenidos posibles de una ley con esta denominación, y de cómo ha sido entendido este encargo por el legislador trataremos en el Capítulo dedicado a la estructura del ordenamiento laboral vigente (Capítulo 4.II.1).

			C) Reserva de ley en materia laboral


			Son numerosas las materias en las que la Constitución impone la reserva de ley. El efecto principal de la reserva de ley es impedir al reglamento y a cualquier otra norma la ordenación independiente de las materias o aspectos normativos atribuidas al poder legislativo, sin perjuicio de la colaboración de estas otras fuentes en aspectos no nucleares. En lo que concierne directamente al ordenamiento laboral, tal régimen de atribución exclusiva de la competencia normativa está previsto solamente para la regulación del ejercicio de los derechos y libertades constitucionales (art. 53.1 CE). Esta reserva es de ley orgánica para «el desarrollo de los derechos fundamentales y libertades públicas» (art. 81.1 CE), calificación que corresponde a la libertad sindical y al derecho de huelga. Ahora bien, la regulación de las distintas condiciones de trabajo y empleo no está afectada en principio por reserva de ley, sin que tal reserva pueda entenderse implícita en el encargo al Parlamento, atribuido en el artículo 35.2 CE, de elaborar una ley del Estatuto de los Trabajadores. En este campo, y con la preceptiva salvaguarda del principio de jerarquía, el poder legislativo comparte competencias normativas con la autonomía colectiva, y puede recabar desde luego la colaboración de la potestad reglamentaria [infra 3.2.D)]. Naturalmente, los aspectos regulados por el legislador pasan a ser objeto de una «reserva de ley formal» que impide su regulación independiente por esas otras fuentes.

			De acuerdo con la jurisprudencia, la reserva de ley no supone en principio cierre total de las materias para normas reglamentarias o paccionadas de desarrollo (TC 5/1985, de 13 de febrero). Pero esta entrada en juego de la potestad reglamentaria o de la autonomía colectiva en materias reservadas a ley, además de requerir una norma habilitante de rango legal (TS Cont.-admva. de 26 de octubre de 1987), debe limitarse a aspectos normativos secundarios.

			
2. LA CONSTITUCIÓN COMO LEY SUPREMA


			La cualidad de ley suprema de la Constitución deriva directamente de dos características normativas asignadas a la misma. La primera es la prevalencia sobre las demás leyes y normas, expresamente reconocida en el artículo 9.3, y que se reitera de manera específica para los derechos constitucionales en el artículo 53.1. La segunda es la vinculación o sujeción a sus preceptos de todos los poderes públicos, proclamada en el artículo 9.1, y reflejada de nuevo, a propósito de los derechos y libertades de los ciudadanos, en el artículo 53.1. Estas cláusulas constitucionales de vinculatoriedad y superioridad de rango o jerarquía de la Constitución se hacen efectivas a través de mecanismos y procedimientos diversos de derogación, anulación, inaplicación e interpretación de normas. De ellos interesa destacar en el estudio del Derecho del Trabajo los concernientes a la vigencia de las normas del ordenamiento preconstitucional, a la validez o eficacia de las leyes y normas posteriores al texto constitucional, y a los cánones o criterios de la interpretación del Derecho.

			En cuanto a la normativa preconstitucional, la Constitución contiene una cláusula derogatoria genérica, que comprende todas las disposiciones precedentes contrarias a sus preceptos, efecto derogatorio que es apreciable indistintamente por el TC (la llamada «inconstitucionalidad sobrevenida») y por los tribunales ordinarios. En cambio, si se estima colisión entre la Constitución y una norma posterior de rango reglamentario, el juez ordinario debe inaplicar esta última (arts. 6 y 8 LOPJ). Este mandato de inaplicación se extiende en el mismo precepto legal a «cualquier otra disposición», referencia que incluye desde luego al convenio colectivo.

			Debe tenerse en cuenta, además, la competencia de anulación de reglamentos inconstitucionales que se atribuye a la Sala de lo contencioso-administrativo del TS (arts. 58.1 LOPJ y 51.1 y 62.2 de la Ley 30/1992, de 20 de noviembre). Pero si se aprecia colisión entre la Constitución y una norma legal posterior, el juez, que «está sometido al imperio de la ley» (art. 117.1 CE), no podrá por sí mismo dejar de aplicarla, sino que deberá plantear ante el TC «cuestión de inconstitucionalidad», en vista a la anulación de la disposición con rango de ley que se considere incompatible con la norma constitucional [arts. 161.1.a), 163 y 164 CE]. En todo caso, la eliminación de una disposición normativa por contradicción con los preceptos constitucionales es un recurso radical, al que sólo debe acudirse cuando no exista una posibilidad razonable de acomodarla a la Constitución por vía interpretativa. Esta regla o criterio de interpretación, formulada expresamente para el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad (art. 5.3 LOPJ), está íntimamente relacionada con el canon hermenéutico de la interpretación conforme a la Constitución, también legalmente establecido (art. 5.1 LOPJ).

			
3. LA CONSTITUCIÓN COMO MARCO DEL DERECHO DEL TRABAJO


			La virtualidad de la Constitución como ley suprema es idéntica para las distintas ramas del Derecho. Ello no quiere decir, sin embargo, que todos los sectores del ordenamiento se vean afectados de la misma manera por el texto constitucional. Cuanto mayor o más directa sea la conexión o dependencia de una rama del Derecho respecto de los elementos nucleares del contenido de la Constitución, más visible será la incidencia de esta en la configuración de aquella. Así, en los sectores o ramas de ordenamiento jurídico que tienen por objeto la estructura y el funcionamiento de los poderes del Estado (grosso modo, en el derecho público), la Constitución no es sólo la norma fundamental, sino también un instrumento de regulación de aspectos o cuestiones particulares. En cambio, en aquellos otros sectores o ramas del ordenamiento que regulan las relaciones entre los individuos y los grupos sociales (grosso modo, en el derecho privado), la Constitución no deja de ser la norma fundamental, o de cimentación de todo el conjunto normativo, pero se limita (en el constitucionalismo europeo, no así en las Constituciones iberoamericanas bastante más detalladas) a fijar las bases o principios generales sobre los que se apoya la normativa de tales relaciones.

			En una posición intermedia entre las distintas ramas del Derecho que acabamos de ver se encuentran algunos sectores del ordenamiento, en los que el papel de la Constitución como fuente no llega a conformar por completo el «modelo» de la regulación, pero sí es algo más que su cimiento o «base de sustentación». En este tercer grupo las normas constitucionales juegan como una especie de «marco» de regulación, que remite al legislador el trazado de las instituciones, pero que delimita y prefigura considerablemente el contenido de la norma legal. A este grupo de ramas del Derecho pertenece el Derecho del Trabajo, como ha afirmado reiteradamente el Tribunal Constitucional (TC 8/2015, de 22 de enero, con cita de precedentes). La explicación última de esta posición de Derecho del Trabajo en la norma constitucional se encuentra en una cualidad de los Estados contemporáneos que la Constitución (siguiendo la Constitución alemana, que es su principal inspiración) se encarga de destacar en su artículo 1.1: la cualidad de Estado social. Sobre la trascendencia jurídica de esta cláusula de Estado social y sobre el marco constitucional del ordenamiento laboral volveremos en el Capítulo 4.I.

			
III. LEY Y REGLAMENTO EN DERECHO DEL TRABAJO

			BIBLIOGRAFÍA: G. BARREIRO GONZÁLEZ, «Sobre la extraordinaria y urgente necesidad de los Decretos-Leyes», Derecho privado y Constitución, núm. 17 (2003); L. M. CAMPS RUIZ, «Sobre el papel del reglamento en el ordenamiento laboral», RT, núm. 2 (1991); J. CRUZ VILLALÓN, «Derogación de ordenanzas laborales y negociación colectiva», RL, 1995 (II), núm. 14; J. GARCÍA MURCIA, «La potestad reglamentaria en el ordenamiento laboral», Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, Madrid, 1994; F. VALDÉS DAL-RÉ, «La potestad reglamentaria en el ordenamiento laboral», Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 26 (1989).

			La Constitución contiene el núcleo esencial de la regulación de las fuentes del Derecho, pero no ostenta el monopolio de su regulación. La especificación del régimen jurídico de fuentes importantes en el ordenamiento laboral, como el convenio colectivo o el reglamento, corresponde al legislador por encargo de la propia Constitución (arts. 37.1 y 97). Una fuente de menor relieve en las sociedades modernas, como la costumbre, no es mencionada en el texto constitucional, derivando exclusivamente su función normativa de textos legales (supra I.3).

			
1. FUNCIÓN DE LA LEY EN EL SISTEMA DE FUENTES JURÍDICO-LABORALES


			En el Derecho español, el poder legislativo tiene atribuciones para abordar cualesquiera materias del ordenamiento laboral. La existencia en la Constitución española de un programa legislativo expreso [supra II.1.B)] no significa, desde luego, que el legislador tenga que atenerse a un numerus clausus de leyes laborales. La competencia legislativa a cargo del Parlamento no encuentra otro límite en el ordenamiento español que el respeto al contenido de la Constitución, y en particular al contenido esencial de los derechos constitucionales (art. 53.1 CE). De hecho, como se verá más adelante (Capítulo 4.III y IV), la aprobación de leyes laborales después de la Constitución no se ha limitado a las materias programadas en la misma, sino que se ha extendido a otros campos o aspectos normativos de las relaciones de trabajo.

			Respecto a la ordenación de las restantes fuentes jurídico-laborales, el artículo 97 CE atribuye genéricamente al poder legislativo la facultad de regular el ejercicio de la potestad reglamentaria en los distintos tipos de relaciones sociales; facultad que comprende la asignación o sustracción al Gobierno de tal potestad normativa para regular unas u otras materias. En cuanto al convenio colectivo, el legislador ordinario, en cumplimiento del encargo del artículo 37.1 CE, es el competente para configurar su régimen jurídico en dos aspectos concretos: la garantía del «derecho a la negociación colectiva laboral» y la garantía de la «fuerza vinculante de los convenios». Los demás aspectos de la autonomía colectiva (sujetos negociadores, procedimiento de negociación, eficacia general o limitada de los convenios y acuerdos, etc.) podrán ser regulados por la ley, o remitidos a la autorregulación de la propia negociación colectiva. En caso de conflicto entre disposiciones legales y colectivas sobre la ordenación del sistema de negociación colectiva prevalecen las primeras (TC 119/2014, de 15 de julio).

			
2. POSICIÓN DE LA LEY EN EL ORDENAMIENTO LABORAL


			No existe diferencia de rango, sino de competencia o distribución de materias, entre leyes orgánicas y leyes ordinarias. No puede hablarse, por tanto, de superioridad jerárquica de las leyes laborales orgánicas sobre las leyes laborales ordinarias. En cambio, la superioridad de rango de la ley sobre el reglamento deriva directamente del texto constitucional (arts. 9.3 y 97), generando numerosas consecuencias jurídicas. La principal es la prevalencia de aquella sobre este en caso de colisión, de la que deriva: 1) la atribución a los jueces y tribunales, sometidos al «imperio de la ley» (art. 117.1 CE) del control de la potestad reglamentaria (art. 8 LOPJ); 2) el mandato a los mismos de no aplicación de los reglamentos contrarios a ley (art. 6 LOPJ); y 3) la ya mencionada asignación a la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de competencia para anular las disposiciones reglamentarias contrarias a la jerarquía normativa (art. 58.1 LOPJ).

			En el campo jurídico-laboral la prevalencia de la ley sobre el reglamento se reitera con énfasis en el artículo 3.2 ET: «Las disposiciones legales y reglamentarias se aplicarán con sujeción estricta al principio de jerarquía normativa.» En aplicación de este criterio la jurisprudencia ha establecido la derogación por el ET de normas sectoriales precedentes de menor rango, sin atender al principio de especialidad (TS de 3 de marzo y 22 de mayo de 1990). Aunque el dato tenga una trascendencia escasa en el ordenamiento laboral, a la vista de la distribución de las competencias legislativas en la materia [supra II.1.A)], conviene notar que la prevalencia de la ley sobre el reglamento vale tanto para las leyes aprobadas por las Cortes Generales, como para las leyes de la competencia de las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas, según cabe deducir del artículo 128 LPAC. En cuanto al convenio colectivo, la superioridad de rango de la ley está expresamente indicada en el artículo 85.1 ET, que reconoce las atribuciones normativas de las representaciones profesionales, «dentro del respeto a las leyes». También refleja el rango superior de la ley sobre el convenio colectivo el precepto del artículo 6 LOPJ que ordena al juez inaplicar no sólo los reglamentos, sino también cualesquiera otras disposiciones contrarias «a la Constitución, a la ley o al principio de jerarquía normativa».

			
3. DECRETOS LEGISLATIVOS Y DECRETOS LEYES


			Íntimamente conectado con la superioridad jerárquica de la ley, se encuentra el principio de la sujeción a la misma de los actos del ejecutivo a los que se atribuye fuerza de ley. Ciertamente, a la hora de aprobar decretos-leyes y decretos legislativos el Gobierno puede excederse de los límites materiales o temporales que enmarcan la elaboración de estos actos. Se plantea así el problema del valor normativo de esta regulación exorbitante o ultra vires. Sobre la fuerza de obligar de las regulaciones exorbitantes contenidas en los decretos legislativos ha prevalecido la tesis que le atribuye la condición de normativa reglamentaria, sometida a las reglas correspondientes de competencia, jerarquía y control judicial. Esta posición, acogida inicialmente por la jurisprudencia, ha sido expresamente adoptada en el artículo 1.1 LJCA. En este sentido, se ha declarado ultra vires el artículo 224 del texto refundido de la Ley Concursal de 2020 en lo que concierne a la regulación de la sucesión de empresa (TS 1012/2023, de 29 de noviembre).

			Bastante más litigiosa y ocasionada a abusos se ha revelado la utilización de los decretos leyes, tanto en materia laboral como en otros ámbitos de la legislación. Con la particularidad de que la efectividad del control de la eficacia ultra vires de los decretos-leyes es problemática, al menos en el período inicial de su vigencia. El artículo 86 CE define el decreto-ley como un instrumento normativo excepcional, del que el Gobierno puede hacer uso «en caso de extraordinaria y urgente necesidad», y sometido a «convalidación o derogación» a cargo del Parlamento. La jurisprudencia ha consentido un amplio margen de apreciación al poder ejecutivo en la valoración de estas circunstancias (TC 3/1988, de 21 de enero, y 60/1986, de 20 de mayo; y en la jurisprudencia ordinaria TS 19 de febrero de 2013 y TS 25 de septiembre de 2013, relativo a decreto-ley de comunidad autónoma). De ahí que a partir de los años noventa [y, con especial intensidad, a partir de 2018: Capítulo IV.II.2.D)] el decreto-ley se haya convertido, sin justificación suficiente, en un modo habitual de regulación de las relaciones de trabajo. TC 68/2007 ha iniciado una rectificación de esta excesivamente permisiva jurisprudencia, rectificación que no ha sido suficiente hasta ahora para frenar la voracidad normativa de los Gobiernos. TC 61/2018, de 7 de junio, proporciona un completo resumen de la doctrina jurisprudencial actual en la materia, cuyos puntos principales son los siguientes: 1) el decreto-ley es, en principio, un instrumento válido para hacer frente a situaciones de crisis económica y caída del empleo; 2) el control jurisdiccional del decreto-ley ejercido por el Tribunal Constitucional es un «control externo en el sentido de que debe verificar, pero no sustituir, el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno»; 3) la necesidad urgente y extraordinaria de recurrir al mismo ha de ser alegada y demostrada por el Gobierno que aprueba el decreto-ley, lo que puede llevar a cabo normalmente en su exposición de motivos, pero también en el debate de convalidación o en la memoria económica que lo acompaña; 4) la «necesidad» (y no mera «conveniencia») de utilizar esta disposición excepcional se ha de explicitar y razonar, en su caso, respecto de cada uno de los distintos grupos de preceptos que la integran; 5) la justificación o demostración del carácter extraordinario y urgente de la regulación por decreto-ley ha de efectuarse no en abstracto sino expresando la concreta «conexión de sentido» entre la norma adoptada y el propósito perseguido; 6) la carencia total o parcial del requisito de justificación conduce a la anulación total o parcial de los preceptos correspondientes del decreto-ley; y 7) dicha anulación tiene efectos ex nunc y no ex tunc, no afectando a las «situaciones jurídicas consolidadas» por la disposición anulada. Pero la aplicación de esta doctrina en el seno del propio TC es objeto de discrepancia en lo que concierne a la justificación del «presupuesto habilitante» (TC 18/2023, de 21 de marzo, con voto particular).

			La limitación de los efectos temporales del decreto-ley hacia el futuro y no hacia el pasado es una consecuencia lógica de la calificación como «derogación» en el artículo 86.2 CE del resultado negativo del trámite de convalidación, puesto que la derogación significa precisamente privación de eficacia de una norma para el porvenir y no para el tiempo anterior. Pero esta valoración, jurídicamente irreprochable, se ha acabado convirtiendo en el talón de Aquiles del control de este instrumento normativo. Encontramos, por ejemplo, un reciente y flagrante incumplimiento de la jurisprudencia constitucional en la materia en el Real Decreto-ley 4/2020, de 18 de febrero, por el que se ha suprimido el despido objetivo por absentismo del trabajador previsto en el artículo 52 d) ET. El precepto derogado por esta vía de urgencia había figurado en el ordenamiento desde el Decreto-ley de Relaciones de Trabajo de 1977, de donde fue trasplantado al Estatuto de los Trabajadores de 1980; y su conformidad a la Constitución fue expresamente declarada en STC 118/2019, de 16 de octubre (18.III.1.D). Igualmente llamativa, a propósito de la inobservancia de las prescripciones constitucionales sobre el recurso al instrumento del decreto-ley (urgencia y carácter extraordinario de las disposiciones afectadas), fue la regulación ordinaria del trabajo a distancia por el RDL 28/2020.

			
4. LA POTESTAD REGLAMENTARIA EN EL ORDENAMIENTO LABORAL


			El reglamento desempeña en el ordenamiento laboral, por atribución de las leyes (sobre todo, disp. final 2.ª ET), un papel de norma complementaria sin el cual no se puede entender bien su estructura actual. Este papel se centra principalmente en el régimen jurídico de las relaciones especiales de trabajo, y en la disciplina del empleo. Pero es también apreciable en la regulación de condiciones de trabajo, e incluso en la configuración del sistema de relaciones laborales. Ahora bien, un factor que limita considerablemente el campo de actuación del reglamento laboral es el reconocimiento constitucional del derecho a la negociación colectiva. La efectividad de este derecho, cuyo contenido principal es la regulación de condiciones de trabajo, obliga a restringir la actividad reglamentaria en la materia para respetar el «espacio vital» de la autonomía colectiva [infra D)].

			Para los reglamentos laborales rige desde luego la regla de jerarquía interna de normas reglamentarias recogida en el artículo 128.3 LPAC: «Las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de jerarquía que establezcan las leyes. Ninguna disposición administrativa podrá vulnerar los preceptos de otra de rango superior.» En términos similares se expresa el artículo 23.3 de la Ley 50/1997, de 4 de noviembre, que menciona además dos clases de reglamentos según «competencia y jerarquía»: las «disposiciones aprobadas por Real Decreto» y las «disposiciones aprobadas por Orden Ministerial».

			A) Potestad reglamentaria para la regulación de las relaciones especiales de trabajo


			La disposición adicional 2.ª de la Ley 8/1980 (redacción inicial del ET) encargó al Gobierno la regulación de las «relaciones laborales de carácter especial» enumeradas en el artículo 2.1 ET. Este precepto contenía una lista de ocho relaciones especiales de trabajo, y una cláusula final abierta, que permitía dar entrada a cualquiera otra que fuera declarada tal por una ley. El encargo al Gobierno contenido en el artículo 2.1 ET no supone en todo caso privación o renuncia por parte del poder legislativo de su competencia normativa originaria en la materia. Cuáles sean estas relaciones, cuáles los reglamentos aprobados para su regulación, y cuál el régimen jurídico de las mismas son materias que se abordan más adelante [Capítulos 4.II.2.A) y 5.IV].

			La atribución a la potestad reglamentaria del régimen jurídico de las relaciones especiales de trabajo ha planteado dudas de legalidad, y ha suscitado críticas sobre su oportunidad. Las imputaciones de ilegalidad se han suscitado, de un lado por quienes defienden la existencia de reserva material de ley en el artículo 35.2 CE («La Ley regulará un Estatuto de los Trabajadores»). Pero, esta fórmula no tiene seguramente tal significación de atribución exclusiva de la competencia de regulación en la materia al poder legislativo, sino que supone sólo un encargo normativo al legislador compatible con otras atribuciones de regulación [supra II.1.C) y Cap. 5.III]. Otra línea crítica, más consistente a nuestro juicio, es la que censura la regulación por decreto en las relaciones especiales de trabajo de derechos profesionales reconocidos en la Constitución (derecho al trabajo, a la promoción a través del trabajo, a condiciones equitativas de trabajo y empleo), cuya regulación básica debe corresponder a la ley (art. 53.1 CE). Sea como sea, la jurisprudencia no ha vacilado en reconocer validez a estos reglamentos (explícitamente en TS 25 de junio de 1985, dictada en interés de ley, y de manera implícita en multitud de ocasiones antes y después de dicha sentencia).

			B) Potestad reglamentaria en materia de empleo


			El artículo 17.3 ET atribuye competencia a la potestad reglamentaria para regular «medidas de reserva, duración o preferencia en el empleo» encaminadas a facilitar la colocación de trabajadores desempleados. El propio precepto faculta al Gobierno para conceder subvenciones o bonificaciones tributarias de estímulo a la colocación de grupos de trabajadores con «dificultades especiales para acceder al empleo». Corresponde también al Gobierno el desarrollo reglamentario del procedimiento de regulación de empleo (arts. 47.1 y 2 y 51.2 ET), de las modalidades ordinarias de contratación laboral temporal (art. 15.6 y disp. final 2.ª1 ET), y de la prestación de servicios por cuenta de empresas de trabajo temporal (disp. final única LETT).

			C) Potestad reglamentaria sobre condiciones de trabajo


			Las indicaciones sobre el papel del reglamento sobre condiciones de trabajo en el ET son numerosas. Dentro de ellas conviene distinguir una norma general restrictiva, y una serie de encargos o habilitaciones a la potestad reglamentaria en la determinación de condiciones de trabajo concretas. Según el artículo 3.1.a) ET, tanto las leyes como los reglamentos pueden regular los «derechos y obligaciones concernientes a la relación laboral». Pero mientras el legislador, siempre que se mantenga dentro del marco constitucional, no encuentra restricciones en el ejercicio de su competencia normativa, la potestad reglamentaria del Gobierno tiene no sólo la limitación formal del principio de jerarquía normativa, sino el límite material establecido en el artículo 3.2 ET, que dice así: «Las disposiciones reglamentarias desarrollarán los preceptos que establecen las normas de rango superior, pero no podrán establecer condiciones de trabajo distintas a las establecidas por las leyes a desarrollar».

			Las habilitaciones a la potestad reglamentaria para la determinación de condiciones de trabajo concretas tienen lugar en aquellos aspectos de la relación de trabajo para cuya regulación el procedimiento de elaboración de las leyes resulta excesivamente lento o costoso. Es el caso de las remisiones a disposiciones reglamentarias en materia de salud laboral (arts. 6.2 y 19.2 ET, arts. 1 y 6 LPRL), por el carácter técnico y detallado de las normas de seguridad e higiene. Lo mismo se puede decir de la habilitación a la potestad reglamentaria para la fijación del salario mínimo interprofesional (art. 27.1 ET), que depende de factores socioeconómicos probablemente demasiado coyunturales para su regulación por ley. Por idéntica razón de coste excesivo del procedimiento legislativo se remite a la potestad reglamentaria la normativa sectorial de exclusión del régimen común en materia de ordenación del tiempo de trabajo (arts. 34.7, 36.1 y 37.1 ET), que se conoce con el nombre de normativa de «jornadas especiales».

			En la doctrina y en la jurisprudencia se ha debatido sobre el alcance preciso del atenimiento en principio de la potestad reglamentaria sobre condiciones de trabajo a una mera labor de desarrollo de la ley. La jurisprudencia parece inclinarse por una interpretación extensiva, que admite la intervención del reglamento en aquellos aspectos normativos de las condiciones de trabajo no contemplados en la ley y cuya regulación no se haya remitido a la negociación colectiva (TS Cont.-admva. de 31 de enero de 1990). En cualquier caso, del tenor del artículo 3.2 ET resulta claramente que está vedado a la potestad reglamentaria, salvo habilitación expresa, elevar o reducir el nivel de las condiciones de trabajo de carácter cuantitativo (principalmente salarios y tiempo de trabajo).

			D) Potestad para aprobar reglamentos de trabajo sectoriales


			Los reglamentos de trabajo sectoriales, que tuvieron una importancia capital en el ordenamiento jurídico-laboral del régimen anterior [Capítulo 2.IV.1.B)], desempeñan un papel mucho menos relevante en el Derecho vigente, puesto que la tarea de regulación sectorial de condiciones de trabajo corresponde principalmente al convenio colectivo [infra V.3.C)]. No obstante, la disposición adicional 7.ª ET habilita al Gobierno para aprobar reglamentos de trabajo sectoriales cuando sea necesario colmar vacíos de regulación en sectores o ámbitos en los que exista imposibilidad o especial dificultad para la negociación colectiva de condiciones de trabajo («reglamentos de necesidad»). Se trata de una competencia de regulación subsidiaria de segundo grado a la que sólo se puede recurrir a falta de convenio colectivo de trabajo, y cuando ha fracasado también el procedimiento especial de extensión de las disposiciones de otro convenio colectivo que prevé el artículo 92.2 ET (Capítulo 9.V.6).

			Aparte de esta habilitación general, la legislación laboral ha establecido otras atribuciones específicas a la potestad reglamentaria. Así, se han aprobado varios reglamentos sectoriales sobre condiciones de trabajo, unas veces en cumplimiento de encargos del legislador (RD 3.255/1983, de 21 de diciembre, Estatuto del Minero; RD 1.001/2010, de 5 de agosto, relativo a los tiempos de actividad y descanso de los controladores aéreos); en otras ocasiones para la trasposición de directivas comunitarias (por ejemplo, RD 285/2002, de 22 de marzo, sobre jornada de trabajo de la gente del mar); y con bastante frecuencia en materia de prevención de riesgos laborales en sectores de alta siniestralidad (construcción, minería, pesca, etc.) (Capítulo 16.II). El Reglamento de jornadas especiales de trabajo es también en gran parte de su articulado una colección de disposiciones reglamentarias sectoriales (Capítulo 14.II.2). Además de los anteriores, han sido objeto de regulación reglamentaria las particularidades de la relación laboral de los profesores de religión (RD 696/2007, de 1 de junio).

			E) Reglamentos sobre el sistema de relaciones laborales


			Las habilitaciones a la potestad reglamentaria en las instituciones del sistema de relaciones laborales son escasas. La más importante en la actualidad, por la amplitud de su contenido, es la otorgada por la disposición adicional 1.ª LOLS, que encarga al Gobierno la elaboración de disposiciones sobre representación institucional de los sindicatos y de las asociaciones empresariales; respecto de estas últimas el encargo está llamado a repercutir de forma mediata o por reenvío en la legitimación de tales asociaciones para la negociación de los convenios colectivos de ámbito superior a la empresa (art. 87.4 ET). Las elecciones de los órganos de representación unitaria de los trabajadores en la empresa se pueden regular también por reglamento, de acuerdo con la habilitación de la disposición final 2.ª2 ET. Normas reglamentarias orgánicas y de procedimiento sobre tramitación oficial de los convenios colectivos han sido dictadas por el Gobierno en desarrollo de las previsiones del Título III ET. La intervención de la potestad reglamentaria ha sido también muy frecuente en el régimen orgánico y de procedimiento de las Administraciones de Trabajo. La más importante por su amplitud es la autorización al Gobierno para elaborar el Reglamento sobre procedimiento de imposición de sanciones en el orden social (disp. final 2.ª LISOS).

			
5. LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES Y REGLAMENTOS LABORALES


			El procedimiento de elaboración de las leyes es objeto de regulación uniforme en la Constitución (Capítulo II del Título III) y en los reglamentos de las Cámaras legislativas, en los que no se establecen con carácter general informes o audiencias de instancias externas a las instituciones del Estado. En cuanto a la elaboración de los reglamentos, la normativa aplicable se contiene actualmente en los artículos 24 y siguientes de la Ley 50/1997 y en los artículos 128 y siguientes de la Ley 39/2015; el cumplimiento de los requisitos del procedimiento de elaboración es de obligatoria observancia so pena de nulidad (entre otras, TS Cont.-admva. de 10 de marzo de 1993). De forma genérica el artículo 105.a) CE prescribe en la elaboración de las normas reglamentarias la «audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley».

			A) Dictamen del Consejo Económico y Social


			Para la planificación de «la actividad económica en general» están previstos en la Constitución el «asesoramiento y colaboración de los sindicatos y otras organizaciones profesionales, empresariales y económicas», a cuyo fin se constituirá un «Consejo, cuya composición y funciones se desarrollarán por la ley» (art. 131.2). Este encargo legislativo se ha cumplido por medio de la Ley 21/1991, de 17 de junio, de creación del Consejo Económico y Social (CES) (Capítulo 19.I.3). Entre las funciones del CES —﻿del Pleno o, por delegación, de la Comisión Permanente [art. 6.1.d) Ley 21/1991]— la principal es seguramente la emisión de dictámenes sobre los «anteproyectos» de leyes, textos refundidos y textos articulados «en materias socioeconómicas y laborales» [art. 7.1.1.a)]; estos pareceres o dictámenes del CES no tienen carácter vinculante, pero el trámite de consulta sí es «preceptivo». Interesa subrayar que el dictamen se emite en la fase de «anteproyecto» de una ley o de un decreto legislativo, que precede a la remisión del texto en elaboración al órgano del Estado que sea titular de la competencia normativa. También puede dictaminar el CES los proyectos de reglamentos «que se considere por el Gobierno que tienen una especial trascendencia en la regulación de las indicadas materias»; la consulta tiene en este caso carácter discrecional.

			B) Prácticas formales e informales de consulta


			Antes de la implantación del CES las organizaciones sindicales y las asociaciones empresariales más representativas participaron en numerosas ocasiones en el procedimiento de elaboración de leyes laborales mediante consultas informales sobre anteproyectos o proyectos de ley, practicadas unas veces antes de su remisión a las Cámaras, y otras en el curso de la discusión parlamentaria. Esta consulta conjunta o separada a los actores sociales ha tenido una influencia notoria en la legislación laboral reciente.

			Así ocurrió, por ejemplo, en la redacción originaria del Estatuto de los Trabajadores, que incorporó en la fase de enmiendas del procedimiento legislativo los criterios propuestos por sindicatos y asociaciones empresariales en el llamado «Acuerdo básico interconfederal» de 1979. Con un efecto de influencia similar, aunque utilizando un método diferente de consultas separadas, se llevaron a cabo los intercambios de información con las confederaciones sindicales mayoritarias previos a la aprobación de la LOLS. Por su parte, la Ley 2/1991 sobre control de la contratación laboral por los representantes de los trabajadores fue aprobada siguiendo de cerca las propuestas de las centrales sindicales mayoritarias. Más recientemente, las disposiciones de las reformas legales de 1997 y 2006 están directamente inspiradas en acuerdos interprofesionales suscritos por las organizaciones sindicales y empresariales más representativas.

			La puesta en funcionamiento del CES ha supuesto una reducción de estas prácticas informales de consulta, salvo en las disposiciones negociadas por vía de «concertación social». El dictamen o parecer del CES ha de contener necesariamente «la valoración efectuada y las conclusiones» de este organismo consultivo, así como «los votos particulares si los hubiere» [art. 6.1.d)]; lo que deberá convertirlo normalmente en el instrumento principal de participación social en el procedimiento legislativo.

			En lo concerniente a los reglamentos laborales, la consulta previa del Gobierno a las organizaciones sindicales y empresariales representativas, ya prevista como posible en la legislación sobre procedimientos administrativos, suele venir exigida en las leyes laborales (particularmente en el ET) para buena parte de los reglamentos en materia de empleo y sobre regulación de condiciones de trabajo; no así para los reglamentos sobre las relaciones especiales de trabajo. En los casos frecuentes en que tal consulta está establecida en la legislación de trabajo, la práctica de la misma podrá ser acompañada pero no sustituida por el dictamen facultativo del CES.

			Por vía de ejemplo podemos citar los siguientes supuestos de consulta perceptiva previa en el ET: artículo 6.2 (para los trabajos prohibidos a los menores), 17.3 (para los contratos subvencionados y bonificados de fomento de empleo de grupos con dificultades de inserción en el mercado de trabajo), 27.1 (para la aprobación del salario mínimo), 34.7 (para jornadas especiales de trabajo), y la disposición adicional 7.ª (para la aprobación de reglamentos de trabajo sectoriales).

			
6. ENCARGO AL GOBIERNO DE LA ELABORACIÓN DE UN CÓDIGO DE TRABAJO


			La disposición adicional 8.ª ET encarga al Gobierno la recopilación en un «texto único denominado Código de Trabajo» de las «distintas leyes orgánicas u ordinarias» que junto con el propio ET «regulan las materias laborales, ordenándolas en Títulos separados, uno por ley, con numeración correlativa, respetando íntegramente su texto literal». La recopilación encargada ha de incorporar a dicho Código de Trabajo todas las restantes «disposiciones generales laborales», con lo que se alude sin duda a las normas reglamentarias. La «técnica de incorporación» de estas últimas será fijada por el Gobierno, teniendo en cuenta «el rango de las normas incorporadas». Ejemplos de Derecho comparado de esta fórmula de recopilación legislativa, que tal vez podría introducir un cierto freno y una mayor disciplina en la proliferación de la normativa laboral, son el Code du Travail francés y el Código do Trabalho portugués. Pero el Gobierno no ha abordado hasta el momento esta labor, que está pendiente desde la redacción inicial del ET.

			
IV. NORMAS LABORALES DE DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA Y DE DERECHO INTERNACIONAL

			BIBLIOGRAFÍA: I. ALZAGA RUIZ, La eficacia de las directivas comunitarias en el ámbito laboral, Thomson-Civitas, Pamplona, 2009; A. ARIAS DOMÍNGUEZ, La acción normativa de la Organización Internacional del Trabajo, Laborum, Murcia, 2002; J. GALIANA MORENO, «La vigencia en España de los Tratados internacionales de carácter laboral», RPS, núm. 121 (1979); J. M. MIRANDA BOTO, Competencias de la Comunidad Europea en materia social, Thomson-Aranzadi, 2007; F. PÉREZ DE LOS COBOS, El Derecho social comunitario en el Tratado de la Unión Europea, Civitas, Madrid, 1994; J. M. GOERLICH PESET (dir). Libertades económicas, mercado de trabajo y derecho de la competencia, CES, Madrid 2011; M. RODRÍGUEZ-PIÑERO, «La Carta Social Europea y la problemática de su aplicación», RPS, núm. 118 (1978); VV. AA. (dir. M. E. CASAS BAAMONDE et al.), Derecho Social de la Unión Europea. Aplicación por el Tribunal de Justicia, BOE, Madrid, 2023. VV. AA. (dir. J. GARCÍA MURCIA), La trasposición del Derecho Social Comunitario al ordenamiento español, MTAS, Madrid, 2005; VV. AA. (dir. J. GARCÍA MURCIA), Condiciones de empleo y relaciones de trabajo en el Derecho de la Unión Europea, Aranzadi, Pamplona, 2017; VV. AA. (dir. J. GARCÍA MURCIA), La influencia de los convenios y recomendaciones de la OIT en la legislación social española, BOE, Madrid, 2024.

			Dentro de las fuentes del ordenamiento laboral de Derecho internacional hay que distinguir, como ya se ha visto, entre las fuentes de Derecho de Unión Europea, y las fuentes internacionales propiamente dichas. Estas últimas se activan de manera ocasional, cuando el Estado español adquiere compromisos bilaterales o multilaterales con otros Estados mediante tratados o convenios internacionales. Las fuentes de Derecho de la UE, en cambio, actúan directamente a través de los distintos procedimientos legislativos desarrollados en el seno de las instituciones europeas. En una posición intermedia entre los tratados y convenios internacionales y las normas supranacionales europeas se encuentran los tratados o convenios multilaterales celebrados a veces en el marco de la UE y bajo los auspicios de sus instituciones [infra 1.D)]. La UE cuenta, además, con dos declaraciones de derechos con contenido laboral: la Carta comunitaria de los derechos sociales fundamentales de los trabajadores (1989), que sirvió de base para la aprobación de nuevas directivas en materia de trabajo; y la Carta Europea de Derechos Fundamentales (proclamada en 2000 y adaptada en 2007), que contiene un amplio listado de derechos laborales (especialmente en el Título IV sobre «Solidaridad»), y que goza del valor jurídico de los Tratados (art. 6.1 TUE).

			
1. MODULACIÓN DE LAS FUENTES DE DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA EN EL ORDENAMIENTO LABORAL


			Las disposiciones de los Tratados de la Unión Europea —﻿TUE y TFUE﻿— sobre las materias propias del Derecho del Trabajo aparecen en diversos pasajes de sus respectivos articulados. Los artículos 2 y 3.2 TUE y 151 TFUE incluyen dentro de sus objetivos, en el marco de «una economía social de mercado altamente competitiva», la consecución de un alto nivel de empleo, la igualdad entre el hombre y la mujer, la lucha contra las exclusiones y la mejora de las condiciones de vida y de trabajo. El Título IV TFUE regula el originario derecho de los trabajadores a la libre circulación (arts. 45 a 48), norma básica relativa a la instauración del mercado común de trabajo, enmarcada y reforzada luego por el derecho de los ciudadanos de la UE a la «libre circulación de personas» (art. 3.2 TUE, art. 21.1 TFUE). El Título X del TFUE (arts. 151 a 161), contiene las disposiciones de política social, expresión que comprende, en la terminología del Derecho Comunitario Europeo, las instituciones del ordenamiento laboral. Además, herencia del Tratado de Ámsterdam, el TFUE dedica el Título IX al empleo, y el Título V el «espacio de libertad, seguridad y justicia» en el que se comprende la política de inmigración.

			A) Competencias normativas de la Unión Europea en materia laboral


			Las competencias normativas de la UE en materia laboral se rigen por los principios generales de atribución, subsidiariedad y proporcionalidad (art. 5 TUE). El cuadro actual de las competencias comunitarias en las materias propias o conexas con el Derecho del Trabajo puede resumirse en las siguientes reglas: 1) corresponde a la Unión Europea la regulación básica de la libre circulación de trabajadores (arts. 45 a 48 TFUE); 2) corresponde también a la UE desarrollar «una política común de asilo, inmigración y control de las fronteras exteriores» (art. 67.2 TFUE); 3) corresponde a la UE, en régimen de competencias compartidas con los Estados miembros, la adopción por mayoría cualificada de disposiciones mínimas sobre «mejora del entorno de trabajo», «condiciones de trabajo», «integración de las personas excluidas del mercado laboral» e «igualdad entre hombres y mujeres por lo que respecta a las oportunidades en el mercado laboral y al trato en el trabajo» (art. 153.1 TFUE); 4) corresponde también a la Comunidad, pero mediante acuerdo por unanimidad, decidir o disponer en los siguientes ámbitos: «Seguridad Social y protección social de los trabajadores», «protección de los trabajadores en caso de rescisión de contrato laboral», «representación y defensa colectiva de los intereses de los trabajadores y de los empresarios, incluida la cogestión», «condiciones de empleo de los nacionales de terceros países que residan legalmente en el territorio de la Comunidad» y «contribuciones financieras dirigidas al fomento del empleo y a la creación de empleo» (art. 153.3 TFUE); 5) corresponde además a la UE la elaboración de normas programáticas o de fijación de objetivos en materia de ocupación, de estrategia coordinada de política de empleo entre la UE y los Estados miembros (arts. 145 a 150 TFUE) y de formación profesional (art. 166 TFUE).

			Quedan expresamente fuera de la competencia normativa comunitaria las remuneraciones salariales, el derecho de asociación y sindicación, el derecho de huelga y el derecho de cierre patronal (art. 153.5 TFUE). También queda fuera de la competencia normativa de la UE la armonización de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros respecto de las medidas no financieras de fomento del empleo (art. 149 TFUE) y de la formación profesional (art. 166.4 TFUE). Teniendo en cuenta estas restricciones competenciales, y teniendo en cuenta además el principio de subsidiariedad que inspira el actual ordenamiento de la UE (art. 5.1 y 3 TUE), la producción jurídica en materia laboral corresponde principalmente a los Estados miembros.

			La Directiva UE 2022/2041, de 19 de octubre, sobre «salarios mínimos adecuados» se encarga de precisar que sus disposiciones han de entenderse «sin perjuicio de las competencias de los Estados miembros en la fijación del nivel de los salarios mínimos» o de la propia decisión de dichos Estados de «establecer salarios mínimos legales» (art. 1.3) (Capítulo 15 IV). Téngase en cuenta, por otra parte, que en materia de empleo y también en otros aspectos o instituciones del ordenamiento social («el Derecho del Trabajo y las condiciones de trabajo», «la formación y perfeccionamiento profesionales», «la Seguridad Social», «la protección contra los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales», «la higiene del trabajo» y «el derecho de sindicación y las negociaciones colectivas entre empresarios y trabajadores») se han atribuido funciones promocionales a la Comisión Europea consistentes en la propuesta de «iniciativas tendentes a establecer orientaciones e indicadores, organizar el intercambio de mejores prácticas y preparar los elementos necesarios para el control y la evaluación periódicos» (art. 156 TFUE); es el llamado «método abierto de coordinación», cuyo reconocimiento formal con carácter general, es tal vez la innovación más relevante de los nuevos Tratados en materia de Derecho del Trabajo.

			B) Directivas, reglamentos y decisiones de la Unión Europea en materia de empleo y trabajo


			El reglamento europeo, como fuente de producción normativa de aplicación directa en los países miembros de la UE, tiene importancia en el ordenamiento laboral en lo concerniente a la libertad de circulación de trabajadores (art. 45 TFUE). La disposición europea vigente en la materia es el Reglamento (UE) 492/2011, de 5 de abril. Nótese de todas maneras que el cuadro normativo del Derecho europeo sobre libre circulación de trabajadores se completa con otras disposiciones, entre las que destaca la Directiva 2004/38, que contiene las excepciones de orden público y salud pública al ejercicio de este derecho.

			La gran mayoría de las disposiciones laborales del Derecho de la UE son directivas de armonización o aproximación de las legislaciones nacionales sobre condiciones de empleo y de trabajo. Una vez publicadas, su fuerza vinculante es en principio la misma [supra I.2.B)]; pero no todas tienen el mismo origen ni tampoco son idénticos en todos los casos los trámites para su elaboración y para su aprobación. Un rasgo común de las directivas es la previsión de un plazo de cierta duración para su trasposición o incorporación al Derecho interno, que no debe confundirse con el plazo de vacatio legis para la entrada en vigor; en las directivas laborales dicho plazo de trasposición suele oscilar entre dos y tres años desde la publicación. Téngase en cuenta, además, que las directivas europeas sobre condiciones de trabajo establecen regulaciones de mínimos, que pueden ser mejoradas por las normas de Derecho interno (art. 153.2 TFUE). Otra particularidad de las directivas laborales es que los Estados miembros pueden «confiar» su aplicación, con ciertas garantías, a acuerdos colectivos adoptados por los propios interlocutores sociales (art. 153.3 TFUE). En fin, a partir del Tratado de Maastricht se ha introducido en el cuadro de fuentes del Derecho Común Europeo un tipo especial de disposición laboral negociada por los interlocutores sociales, cuyo contenido es acogido por directiva del Consejo a petición conjunta de las partes firmantes (arts. 154 y 155 TFUE).

			La directiva negociada es seguramente la manifestación más destacada del papel del «diálogo social» (presencia y participación en las decisiones de representantes de trabajadores y empresarios) en el ejercicio de las competencias comunitarias en el ordenamiento laboral (arts. 151-155 TFUE). El procedimiento de elaboración de las directivas laborales negociadas se inicia mediante consultas de la Comisión con los «interlocutores sociales» sobre la «orientación» y sobre el «contenido» de una norma comunitaria en materia laboral (el denominado principio de «subsidiariedad horizontal»). A estas consultas puede seguir, si lo estiman conveniente los propios interlocutores sociales, la decisión de entablar negociaciones destinadas a la regulación autónoma de la materia o condición de trabajo sobre la que han versado las consultas. El acuerdo colectivo resultante en su caso de tales negociaciones incluye una «petición conjunta» de las partes firmantes de incorporación de sus normas o regulaciones a una directiva comunitaria. Verificada la representatividad de dichas partes signatarias, así como la legalidad del acuerdo adoptado, puede corresponder la aprobación de la correspondiente directiva, que se encarga, si el Consejo lo estima oportuno, de la ratificación y «aplicación» del acuerdo colectivo europeo. Este proceso de elaboración de las directivas negociadas se viene reflejando en la sistemática de las mismas, que distingue dos partes separadas. Una primera parte incluye el preámbulo y los preceptos generales relativos a los destinatarios, a los instrumentos y fechas de la trasposición a Derecho interno, a la entrada en vigor, y a la cláusula de norma más favorable. La segunda parte de la «directiva negociada» incluye en anexo el texto del referido acuerdo colectivo europeo sobre la materia laboral regulada, que a su vez puede incluir su propio preámbulo o exposición de motivos. Directivas negociadas o acordadas han sido, entre otras, la relativa al permiso parental (1996 y 2010, no la de 2019), al trabajo a tiempo parcial (1997), al trabajo de duración determinada (1999) y a la ordenación del tiempo de trabajo de la gente del mar (1999). Sobre el alcance o significado de esta participación de los interlocutores sociales en la vida institucional de la UE, TJUE 2 de septiembre de 2021 (EPSU).

			C) Balance de las directivas de armonización en materia de empleo y trabajo


			En el balance actual de las directivas europeas en materia de empleo y trabajo podemos distinguir cuatro grupos distintos. El primero es el de las directivas sobre igualdad de trato, que comprende las aprobadas sobre igualdad salarial e igualdad de trato de hombres y mujeres (las cuales han sido objeto de refundición en la Directiva 2006/54, y de «refuerzo» en la Directiva 2023/970, de 10 de mayo), la concerniente a igualdad de trato con independencia del origen racial o étnico (Directiva 2000/43), la Directiva sobre no discriminación por razón de edad, discapacidad, religión o convicciones y orientación sexual (Directiva 2000/78), y las Directivas 2024/1499, de 7 de mayo, y 2024/1500, de 14 de mayo, sobre organismos de igualdad. A ellas ha de añadirse, fuera ya del marco estricto del ordenamiento laboral, la Directiva UE 2022/2381, de 21 de noviembre, «relativa a un mayor equilibrio de género entre los administradores de las sociedades cotizadas» [Ca- pítulo 5 II.1 C)].

			Un segundo grupo de directivas laborales europeas se refiere a la regulación de las condiciones de trabajo. Dentro de ellas destacan la Directiva 2008/94, sobre protección del crédito salarial en caso de insolvencia del empresario (refundición de la Directiva 80/987 con reformas posteriores); la Directiva 2003/88 (que sustituye a la Directiva 93/104), relativa a la ordenación del tiempo de trabajo; la Directiva 2019/1152, sobre «condiciones laborales transparentes y previsibles» (cuyo antecedente ha sido la Directiva 91/533, sobre obligación del empresario de informar al trabajador acerca de las condiciones de trabajo); la Directiva 2019/1158, sobre conciliación de la vida familiar y profesional (que deroga la Directiva anterior en la materia 2010/18/UE, sobre el permiso parental); y las muy numerosas directivas sobre seguridad y salud laboral, entre las que figura la Directiva-marco 89/391 sobre normas y principios generales en materia de prevención de riesgos profesionales. No contiene en realidad regulación de condiciones de trabajo, a pesar de lo pudiera desprenderse de su denominación, la Directiva UE 2022/2041, de 19 de octubre, sobre «salarios mínimos adecuados», que se limita a recomendaciones e indicaciones sobre la cuantía de las retribuciones mínimas legales o convencionales (Capítulo 15 IV.2).

			El tercer grupo de directivas laborales de la UE comprende las aprobadas en materia de condiciones de empleo. Entre ellas se encuentran la Directiva 98/59, sobre despidos colectivos; la Directiva 2001/23, sobre sucesión de empresa; la Directiva 2008/104, sobre empresas de trabajo temporal y dos directivas sobre modalidades del contrato de trabajo, la 97/81, sobre trabajo a tiempo parcial, y la 99/70, sobre contratos de duración determinada. En un sentido amplio, también forman parte de este grupo la Directiva 2004/38 sobre libre circulación y residencia de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias, la Directiva 2009/50 sobre condiciones de entrada y residencia de nacionales de terceros países para fines de empleo altamente cualificado y la Directiva 2009/52 de normas mínimas sobre sanciones a los empleadores de inmigrantes irregulares.

			Un último grupo de directivas comunitarias tiene por objeto la participación de los trabajadores en la empresa. Está integrado por la Directiva 2009/38, sobre el comité de empresa europeo (que modifica y refunde la Directiva 94/95); la Directiva 2001/86, sobre implicación de los trabajadores en la sociedad anónima europea; y la Directiva 2002/14, que establece un marco general relativo a la información y consulta de los trabajadores.

			La incidencia en España de la normativa europea en materia laboral es más perceptible en el proceso de producción normativa que en la estructura del ordenamiento laboral. En el proceso de producción de las fuentes de Derecho interno, las normas de la UE generan obligaciones específicas de observancia y, en su caso, de trasposición (si su contenido no formaba ya parte del ordenamiento español), a cargo del legislador o del Gobierno. En la estructura del ordenamiento vigente la visibilidad del Derecho europeo es, en cambio, menos apreciable puesto que la normativa laboral de la UE, cuando como ocurre casi siempre ha sido establecida por medio de directivas, o bien aparece recogida en las disposiciones internas de trasposición, o bien no ha sido traspuesta porque existía ya en el ordenamiento español una norma equivalente. En uno y otro caso los textos normativos que los encargados de la aplicación del Derecho encuentran prima facie en el ordenamiento son los contenidos en disposiciones nacionales. Conviene tener en cuenta, de todas maneras, que los órganos jurisdiccionales españoles, como los de los restantes Estados miembros de la UE, conocen y resuelven (en virtud del principio iura novit curia) no sólo con arreglo al Derecho interno, sino también teniendo en cuenta las prescripciones del Derecho Común Europeo.

			D) Disposiciones de la Unión Europea de carácter general con relevancia laboral


			El Reglamento comunitario UE 1215/2012 (Capítulo 20.I.4) regula la competencia judicial y la ejecución de sentencias en materia civil y mercantil, con propósito de facilitar «el reconocimiento y la ejecución recíprocos de las decisiones judiciales y de los laudos arbitrales» (art. 293 TCE); ha sustituido en el ámbito de la Europa comunitaria al Convenio de Bruselas de 27 de septiembre de 1968; en el contexto de estas disposiciones materia «civil» se ha de entender en sentido amplio, que comprende la competencia jurisdiccional laboral y la ejecución de sentencias en esta rama del Derecho. El Reglamento comunitario 593/2008 (Roma I) sobre la «ley aplicable a las obligaciones contractuales» (infra VI.5) unifica en el marco de la UE las reglas de Derecho internacional privado relativas al régimen jurídico de la mayor parte de los contratos de derecho patrimonial; ha sustituido al Convenio de Roma de 19 de junio de 1980. Otras normas europeas de carácter general que tienen proyección laboral inmediata son el Reglamento 2016/679 de protección de datos personales; la Directiva 2019/1937 sobre protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión; la Directiva 2017/1132 sobre transformaciones, fusiones y escisiones transfronterizas, modificada por la Directiva 2019/2121; y la recién aprobada Ley Europea de Inteligencia Artificial.

			En materia de extranjería y movimientos emigratorios (Capítulo 11 VI.1), España ha ratificado, mediante Instrumento de 23 de julio de 1993, el Acuerdo de Schengen de 1985, tratado multilateral suscrito en el seno de la CE con varios propósitos: la reducción de los controles fronterizos para los ciudadanos comunitarios, la coordinación de la política de inmigración respecto de los ciudadanos de terceros países (de difícil puesta en práctica), y el reforzamiento de la cooperación entre sus autoridades aduaneras y policiales. El artículo 20 del Acuerdo de Schengen establece una orientación general en materia de inmigración, que dice así: «Las partes se esforzarán por conseguir la armonización de sus políticas en materia de visados, así como las condiciones de entrada en sus territorios. En la medida en que ello sea necesario, dispondrán igualmente la armonización de sus reglamentaciones a ciertos aspectos del derecho de los extranjeros en lo que concierne a los nacionales de Estados no miembros de las Comunidades Europeas.»

			
2. CONVENIOS DE LA OIT

			España perteneció a la OIT desde el momento de su fundación en 1919 hasta 1941. La reincorporación a este organismo internacional tuvo lugar en 1956, como consecuencia de su entrada en la Organización de las Naciones Unidas, de la que la OIT es una agencia especializada. Una de las actividades que desarrolla esta entidad internacional es la elaboración y aprobación de «convenios» y «recomendaciones», los primeros con vocación normativa y las segundas como orientaciones para la interpretación de un convenio o como directrices no vinculantes. Los convenios de la OIT son aprobados por la Conferencia, asamblea de composición tripartita, en la que están presentes representantes de los Gobiernos, de los sindicatos y de las asociaciones empresariales más representativos de los países miembros. Según la constitución de la OIT, las disposiciones así aprobadas deben ser presentadas para su posible ratificación a «la autoridad o autoridades a quienes compete el asunto» [art. 19.5.d)], exigiéndose un mínimo de ratificaciones para su entrada en vigor. Hasta 2024 la OIT ha aprobado 191 convenios y 208 recomendaciones.

			El número de convenios de la OIT ratificados por España es comparativamente muy alto, tanto en la primera época de pertenencia como en la reincorporación posterior, alcanzando la cifra total de 137 hasta el año 2024. Los dos principales convenios sobre libertad sindical, el 87 (1948) y el 98 (1949), fueron ratificados el 13 de abril de 1977. En lo concerniente a condiciones de trabajo y empleo, es destacable también la aportación de varios convenios de la OIT en la génesis y en la interpretación de normas de nuestro Derecho interno; entre ellos se encuentran el Convenio OIT 95 (1949), sobre protección del salario; el Convenio 97 (1949), relativo a los trabajadores migrantes; el Convenio 111 (1958), sobre igualdad y no discriminación en el empleo y en las condiciones de trabajo; el Convenio 132 (1970), sobre vacaciones anuales pagadas; el Convenio 138 (1973), sobre edad mínima de admisión al empleo; el Convenio OIT núm. 151 (1978), sobre el derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de trabajo en la Administración Pública y el Convenio OIT núm. 181 (1997), relativo a las agencias privadas de empleo, y el convenio OIT núm. 190 (2019), sobre acoso en el trabajo.

			La Declaración de la OIT sobre principios y derechos fundamentales en el trabajo (1998, enmendada en 2022) ha identificado determinados derechos sociales, cuya observancia, junto con la procura de un empleo productivo, se entiende imprescindible para alcanzar el objetivo declarado por dicha entidad internacional en 1999 de un «trabajo decente para todos». Los principios y derechos que, según tal Declaración, integran este núcleo central de la normativa internacional de trabajo son los reconocidos en los Convenios OIT sobre libertad sindical y derecho de negociación colectiva (Convenios OIT 87 y 98), sobre eliminación del trabajo forzoso (Convenios OIT núms. 29 y 105), sobre abolición del trabajo infantil (Convenios OIT núms. 138 y 182), sobre seguridad y salud de los trabajadores (Convenios OIT núms. 155 y 187), y sobre eliminación de la discriminación en el empleo y en la remuneración del trabajo (Convenios OIT núms. 100 y 111). El establecimiento de estas normas mínimas se puede llevar a cabo por la vía de la generalización de una «cláusula social» de respeto a las citadas normas en los acuerdos comerciales internacionales bilaterales y multilaterales, y en los organismos internacionales del comercio mundial. Para la exigencia de tal «cláusula social» se cuenta con los instrumentos de vigilancia y con los incentivos o las medidas sancionadoras del Derecho Internacional económico. El propósito de estas iniciativas es evitar que las nuevas condiciones de la competencia comercial en la economía «globalizada» repercutan negativamente en la situación social de los trabajadores. Un ejemplo de esta línea de regulación son los reglamentos europeos de preferencias generalizadas [actualmente, Reglamento (UE) 978/2012, arts. 9 y 19], que establecen en favor de los afectados un «régimen de estímulo a la protección de los derechos laborales».

			
3. DECLARACIONES INTERNACIONALES DE DERECHOS SOCIALES


			Los convenios de la OIT no son las únicas disposiciones internacionales que proponen estándares normativos en materia de relaciones de trabajo. Junto a ellos deben tenerse en cuenta, una vez ratificadas por España, las declaraciones generales sobre derechos humanos, y específicamente las declaraciones sobre derechos sociales. Entre las mismas destacan el Convenio del Consejo de Europa para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales (1950); la Carta Social Europea (1961, revisada en 1996) del mismo organismo; los Pactos de la ONU de derechos civiles y políticos (1966) y de derechos económicos, sociales y culturales (1966); la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño (1989) y la Convención de las Naciones Unidas sobre derechos de las personas con discapacidad (2006). Los convenios y las declaraciones internacionales sobre derechos tienen la condición de criterio interpretativo de las libertades públicas y derechos fundamentales, según el artículo 10.2 CE.

			Las declaraciones de derechos sociales de la ONU y del Consejo de Europa han sido ratificadas por España. La ratificación de la Carta Social Europea (revisada) ha tenido lugar mediante Instrumento de 29 de abril de 2021 (BOE de 11 de junio). El Protocolo adicional a la Carta Social Europea sobre «reclamaciones colectivas» también ha sido suscrito por España (BOE de 28 de junio de 2021).

			
V. FUENTES DE ORIGEN PROFESIONAL

			BIBLIOGRAFÍA: E. BORRAJO DACRUZ, «La obligatoriedad general de los convenios colectivos de trabajo en el nuevo Derecho español», RPS, núm. 126 (1980); M. CORREA CARRASCO, El convenio colectivo como fuente del Derecho del Trabajo, Universidad Carlos III, Madrid, 1997; M. F. FERNÁNDEZ LÓPEZ, «El papel del convenio colectivo como fuente del Derecho tras la reforma de la legislación laboral», AL, núm. 6 (1995); A. GALLART FOLCH, Las convenciones colectivas de condiciones de trabajo en la doctrina y en las legislaciones extranjera y española, Bosch, Barcelona, 1932; I. GARCÍA PERROTE, Ley y autonomía colectiva, MTSS, Madrid, 1987; A. V. SEMPERE NAVARRO, «Notas sobre la costumbre laboral», REDT, núm. 10 (1982); F. VALDÉS DAL-RÉ, «El sistema español de negociación colectiva de condiciones de trabajo», en VV. AA., La negociación colectiva en las pequeñas y medianas empresas, MIE/IMPI, Madrid, 1982.

			La principal particularidad de las fuentes del Derecho del Trabajo radica en que entre ellas puede figurar en determinadas condiciones la autonomía colectiva, o poder conjunto de decisión de los representantes de trabajadores y empresarios. A la autonomía colectiva se le reconoce poder normativo en el ordenamiento estatal para la determinación de condiciones de trabajo y empleo, y para la ordenación de algunos aspectos del sistema de relaciones laborales; este poder normativo se ejercita a través de la negociación colectiva laboral; y su fruto o resultado es el convenio colectivo de trabajo. La presencia del convenio colectivo de trabajo en el sistema de fuentes del ordenamiento laboral plantea cuestiones de competencia normativa que resultan inéditas en otras ramas del Derecho. La primera de ellas es la concreción de los sujetos habilitados para concluir convenios colectivos («capacidad y legitimación convencionales»). Muy relacionada con la anterior está la cuestión de la determinación de los ámbitos de aplicación funcional y territorial de dichas normas paccionadas («unidades de negociación colectiva»). Un tercer aspecto singular de esta fuente del ordenamiento laboral se refiere a la elaboración de los convenios colectivos de trabajo; concretamente a los mecanismos que permiten iniciar e impulsar el procedimiento negociador, y a los trámites o pasos por los que este discurre.
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